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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes; Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, y la señora Ministra de Salud, doña María Soledad Barría Iroume.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 21ª y 22ª, ordinarias, en 5 y 6 de junio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley que crea el examen único nacional de conocimientos de medicina (boletín Nº 4.361-11).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, acerca del proyecto que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, con el objeto de ampliar límites de inversión de los fondos de pensiones en el extranjero (boletín N° 5.082-05).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica que se ausentará del territorio nacional el día 14 de junio del presente año con el fin de asistir a la XVII Reunión Ordinaria del Consejo Presidencial Andino, en la ciudad de Tarija, República de Bolivia, y agrega que, durante su ausencia, será subrogada por el Ministro titular de la Cartera de Interior, don Belisario Velasco Baraona.



--Se toma conocimiento.



De la Excelentísima Corte Suprema, por el que emite su parecer en cuanto al proyecto que modifica la ley N° 19.665 con el fin de posponer la fecha de nombramiento de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal en la Región Metropolitana (boletín N° 5.099-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional, por medio de los cuales remite copia autorizada de las sentencias dictadas respecto de las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del inciso tercero del artículo 416 del Código Procesal Penal y del artículo 299 del Código de Justicia Militar.



--Se toma conocimiento.



Dos del señor Ministro de Defensa Nacional:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Prokurica, referido a la reparación a los familiares de las víctimas de la tragedia de Antuco.



Con el segundo responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Kuschel, acerca del estado de avance del denominado “Camino a Chile”.



Del señor Intendente de la Sexta Región, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Chadwick, relativo a la pavimentación de las calles Santa Eugenia, Arturo Prat y La Carlina, en la comuna de Chimbarongo.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



Nuevo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que dispone que la prescripción en delitos sexuales contra menores se computará desde el día en que estos alcancen la mayoría de edad (boletines Nºs 3.786-07 y 3.799-07, refundidos) (Véase en los Anexos documento 1).


--Queda para tabla.

Mociones



Tres del Senador señor Muñoz Aburto, por medio de las cuales da inicio a los siguientes proyectos de ley:



1) El que permite ejecutar el pago de las obligaciones laborales sobre otros patrimonios comerciales del deudor (boletín N° 5.123-13) (Véase en los Anexos documento 2).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2) El que establece normas para asegurar la transparencia y la calidad en la creación y funcionamiento de nuevas carreras técnicas y profesionales (boletín N° 5.121-04) (Véase en los Anexos documento 3).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



3) El que modifica la ley N° 19.628 con el objeto de incorporar las deudas previsionales en los registros o bancos de datos personales (boletín N° 5.122-07) (Véase en los Anexos documento 4).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Larraín y Novoa, por medio de la cual dan inicio a un proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por conducir a exceso de velocidad (boletín N° 5.124-15) (Véase en los Anexos documento 5).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Del Senador señor Orpis, con la que inicia a un proyecto de ley que establece el libre cabotaje de naves aéreas en el territorio nacional (boletín N° 5.125-03) (Véase en los Anexos documento 6).


--Pasa a las Comisiones de Economía y de Transportes y Telecomunicaciones.



De los Senadores señores Bianchi y Espina, por medio de la cual dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal en materia de medidas de protección a las víctimas y testigos (boletín N° 5.126-07) (Véase en los Anexos documento 7).


--Pasa a Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Ominami y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que somete al régimen de información privilegiada a funcionarios públicos, ministros de Estado, subsecretarios y candidatos a cargos de elección popular que indica (boletín N° 5.127-05) (Véase en los Anexos documento 8).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Proyectos de Acuerdo



De los Senadores señor Naranjo, señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Pizarro y Sabag, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que estudie la posibilidad de eliminar el cobro de arriendo a las personas de la tercera edad que accedan a viviendas SERVIU por intermedio del Programa de Atención Especial del Adulto Mayor (boletín N° S 967-12) (Véase en los Anexos documento 9).


De los Senadores señores Arancibia, Ávila, Horvath, Navarro, Romero, Prokurica y Ruiz-Esquide, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República priorizar la negociación de una organización regional pesquera y perfeccionar una política pesquera internacional (boletín N° S 968-12) (Véase en los Anexos documento 10).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria. 

Comunicaciones



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por medio de la cual solicita la autorización de la Sala para discutir en general y en particular a la vez el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para suprimir funciones administrativas de Carabineros de Chile (boletín N° 4.322-07). 



--Se accede a lo solicitado.



De los Senadores señora Alvear y señores Ávila, Muñoz Barra, Naranjo y Sabag, a través de la cual solicitan que el proyecto de ley que crea un Fondo de Estabilización Financiera del Sistema de Transporte Público de la ciudad de Santiago y dispone otros aportes fiscales que indica (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 5.090-15) sea discutido por las Comisiones unidas de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones en general y particular a la vez.

La señora MATTHEI.- No, señor Presidente: en general y particular a la vez, no. Sí que sea tratado por las Comisiones unidas.

El señor NAVARRO.- Votemos.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, tengo entendido que no se requiere unanimidad.

La señora MATTHEI.- Sí se necesita.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, ayer la Sala tomó el acuerdo de despachar el proyecto sólo en general. Ahora, si se quiere revisar lo acordado, se precisa la unanimidad de la Sala.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El que un proyecto sea discutido en general y particular es un derecho que pueden ejercer los señores Senadores.



El inciso sexto del artículo 36 del Reglamento, refiriéndose a la discusión particular en el primer informe, dice: “Con todo, esta se realizará cuando lo soliciten por escrito a lo menos cinco Senadores en el período que medie entre la cuenta del asunto y el término del Orden del Día de la sesión ordinaria o extraordinaria siguiente.”.

El señor NARANJO.- Cosa que hicimos.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Senador señor Cantero me la había solicitado antes.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, el problema radica en que ayer la Sala tomó acuerdo respecto de esta materia.



Cuando se preguntó si se podía despachar la iniciativa en general y en particular, el Senador señor Novoa señaló su negativa a un acuerdo en tal sentido. En consecuencia, quedó la idea de despacharla sólo en general.



Si hay un acuerdo previo y la Sala quiere revisarlo o la Mesa desea proponer que se revise, el planteamiento debe enfocarse de manera diferente: pedir la unanimidad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, acá hay dos situaciones completamente distintas.



La del artículo 36 del Reglamento, norma que señala que en el primer informe se omite la discusión particular, a menos que cinco Senadores soliciten realizarla.



Eso se ha pedido, lo cual quiere decir que en el primer informe discutiremos el proyecto en general y particular.



Otra cosa es la norma del artículo 126 del Reglamento, vinculado con la discusión general y particular a la vez, cuyo efecto es impedir el segundo informe de la Comisión -ayer me opuse a ello-, que no es un derecho.



Por lo tanto, en el primer informe podemos discutir el proyecto en general y en particular; no hay ningún problema. Pero eso no obsta a que sea factible presentar indicaciones y haya un segundo informe.

El señor NARANJO.- Exactamente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Me parece que esa es la información correcta.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Entonces, en el primer informe se discutiría en general y particular.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Así es.



Por tanto, hay absoluta claridad a ese respecto.



Continúa la Cuenta.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento han llegado a la Mesa un segundo informe de la Comisión de Salud y un certificado de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto que enmienda el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y la ley Nº 19.490; delega facultades para fijar y modificar las plantas del personal que indica, y concede otros beneficios para el personal de los servicios de Salud (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 4.545-11) (Véanse en los Anexos documentos 11 y 12).


--Queda para tabla.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor ESCALONA.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, solicito que la iniciativa de que se dio cuenta en último término se incluya en la tabla de hoy.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala...

El señor ESCALONA.- Fue aprobada por unanimidad en las dos Comisiones que la trataron.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La idea sería tratarla en el tercer lugar de la tabla de esta sesión.



Si le parece a la Sala, se procederá en esos términos.



--Así se acuerda.

MODIFICACIÓN DE NORMAS RELATIVAS A SUBSIDIO FAMILIAR Y ADOPCIÓN

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, ayer, a solicitud del Honorable señor Novoa, se aprobó, con premura, el proyecto modificatorio de normas atinentes al subsidio familiar y a la adopción.



Su Señoría, al formular el planteamiento respectivo, aludió a que había una indicación del Ejecutivo que cambiaba la palabra “subsiguiente” por “siguiente”, con el objeto de variar la fecha en que entraría en aplicación la ley.



Fue un error mío. Sin embargo, el señor Presidente y yo entendimos que esa indicación había sido estudiada en la Comisión pertinente.



De otro lado, por la premura con que se procedió, no dejamos testimonio del número de Senadores que habían votado, constancia que era necesaria, por tratarse de preceptos de quórum calificado.



Por lo expuesto, el señor Presidente somete ahora al pronunciamiento de la Sala la ratificación del acuerdo adoptado ayer, para dejar testimonio de la votación y de que los señores Senadores estaban en antecedente de la referida indicación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en el momento en que la Ministra señora Clarisa Hardy explicó el proyecto en comento, siempre señaló que se buscaba que entrara en vigencia el 1º de julio.



Por lo tanto, cuando se hablaba del “mes subsiguiente”, era porque estábamos discutiendo la iniciativa en mayo. Pero ahora, habiéndola despachado en el mes de junio, lo razonable es decir “el 1º del mes siguiente”, respetando la idea del Gobierno de que entre en vigencia el 1º de julio.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá a la ratificación explicitada por el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Dejando testimonio de que el proyecto se aprobó en particular con los votos favorables de 24 señores Senadores.



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

AUMENTO EN LÍMITES DE INVERSIÓN DE FONDOS DE PENSIONES EN EL EXTRANJERO 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 3.500, de 1980, con el objeto de ampliar los límites de inversión de los fondos de pensiones en el extranjero, con informe de las Comisiones unidas de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5082-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 21ª, en 5 de junio de 2007.


Informe de Comisión:


Hacienda y Trabajo, unidas, sesión 24ª, en 12 de junio de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



El proyecto tiene como objetivo introducir cambios al decreto ley Nº 3.500, de 1980. Los principales consisten en la modificación de los límites generales de inversión de los fondos de pensiones en el exterior y de los límites de inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria.



Las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, discutieron esta iniciativa solo en general y aprobaron la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Allamand, Escalona (como miembro de las dos Comisiones), García, Letelier, Longueira, Novoa, Ominami y Sabag.



El texto pertinente se transcribe en el informe.



Cabe destacar que el artículo único y el artículo transitorio son orgánicos constitucionales, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos afirmativos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, esta proposición de ley tiene dos vínculos.



Primero, con el proyecto de reforma previsional, donde se establece una modificación gradual al tope para las inversiones de las AFP fuera del país, que comprende la autorización contenida en la iniciativa en análisis. En tal sentido, incluso podría pensarse que, en los hechos, ella es un desglose de la anterior.



El otro vínculo es con el anuncio que hizo la Presidenta de la República el pasado 21 de mayo en orden a bajar la meta del superávit estructural de 1 punto del producto a 0,5.



Dicho anuncio fue simultáneo con el del proyecto en debate, entendiendo que la aprobación de este significa permitir un flujo de inversión que resguarde los intereses de los cotizantes por la vía de ofrecer mejores y más amplias expectativas para sus ahorros al abrir el mercado internacional de manera mucho más vasta que los actuales límites establecidos.



Cabe tener en cuenta que la dimensión de nuestra economía equivale a 0,2 por ciento de la economía mundial. En consecuencia, la mantención de un techo ya alcanzado por las diferentes administradoras de fondos de pensiones se transforma, realmente, no sólo en un tope, sino también en un cierto perjuicio, en el sentido de que existen mucho mejores y más amplias posibilidades de inversión si se eleva el margen en que ella se autoriza.



Por tanto, esta iniciativa dice relación a los intereses de los cotizantes.



Pero, al mismo tiempo, al hacerse posible la salida de este flujo de dólares hacia el exterior y considerando el previsible cumplimiento del anuncio de la Primera Mandataria en el sentido de que el presupuesto de 2008 se confeccionará con una perspectiva de 0,5 por ciento de superávit y no de uno por ciento -serán, entonces, 750 millones de dólares más de gasto público en la economía-, se logra una mantención apropiada de los equilibrios.



De esta manera, se consigue que, al disminuir el superávit con el propósito de destinarse recursos a mejorar la calidad de la educación, equivalentes a 650 millones de dólares -tal como se anunció en el Mensaje del 21 de mayo-, el mayor gasto interno no signifique una reducción de nuestra capacidad para mantener una tasa de interés que permita el debido resguardo de nuestra economía y del carácter exportador que ha alcanzado en el curso de los últimos años.



La Comisión de Hacienda, entonces, después de escuchar las razones esgrimidas por el Ejecutivo -en especial, por parte del señor Ministro de Hacienda-, aprobó, por la unanimidad de sus miembros, el presente proyecto de ley. Y considera de alto interés que la Sala pueda ratificarlo.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, la iniciativa en análisis me parece buena. Porque los fondos previsionales deben tener -por lo demás, así lo establece la ley- un objetivo único: garantizar el mayor nivel de rentabilidad y seguridad. Ese es el objetivo básico de cualquier sistema de administración de tales recursos.



Es cierto que uno puede decir: “Hagamos tales y cuales cosas con estos fondos”. Pero también es bastante sabido -y es algo que en la teoría económica se halla ampliamente establecido- que cuando se piden varios objetivos con relación a un instrumento existe un alto riesgo de que al final no se cumpla ninguno.



Y, por eso, en materia de fondos previsionales -un asunto tan delicado, que tiene que ver con los ahorros de los trabajadores-, la ley establece que deben ser de objetivo único, debiendo garantizarse al máximo su seguridad y su mayor rentabilidad, porque de ellos finalmente depende el monto de la pensión futura.



¿Qué ha estado ocurriendo en nuestro país? Una situación paradójica. En efecto, el límite de 30 por ciento, en los hechos, ha sido sobrepasado y ha llegado a 31 ó 32 por ciento.



¿Y eso a quién ha beneficiado y a quién ha perjudicado? Curiosamente, se da el caso de que ha favorecido a los grandes tenedores de acciones, porque, al estar topado el mercado, al no poder invertir más las administradoras de fondos de pensiones, que son las grandes inversoras institucionales, se genera una suerte de “burbuja bursátil”, determinante de precios artificialmente altos.



No es casualidad, señor Presidente, que al puro anuncio de un proyecto en esta dirección, el 21 de mayo, se produjera una baja en el precio de las acciones. Ello obedeció a dicha “burbuja bursátil”.



Ese precio no es el mismo cuando existe una demanda fuerte sobre ellas que cuando se logran abrir nuevos usos para recursos que de todas maneras se están gestando en el sistema.



Un problema bastante delicado ha sido que la cantidad de instrumentos en los cuales se pueden invertir los fondos previsionales no ha sido equivalente a los recursos que el sistema de cotizaciones genera año tras año. Se ha registrado, entonces, una escasez de instrumentos, la que tiene que ver también con la “burbuja bursátil”.



Por eso, señor Presidente, me parece bien que el proyecto haya sido presentado. Creo que fue una buena decisión desglosarlo del correspondiente a la reforma previsional. Es cierto que este último contempla un límite más alto: 80 por ciento. Habrá que discutir si ese porcentaje es el correcto. 



En todo caso, para poder debatir con más tranquilidad la iniciativa de reforma previsional es mejor resolver la situación apremiante planteada respecto de los fondos de pensiones y del sobreprecio -por así decirlo- de las acciones, que beneficia principalmente a los grandes tenedores de ellas. Por el contrario, se ha estado perjudicando a la mayoría de los trabajadores que cotizamos y ponemos, mes a mes, nuestros ahorros en el sistema previsional, porque hemos estado privándonos de la posibilidad de acceder a inversiones en instrumentos más rentables.



Esa es la razón, señor Presidente, por la cual me parece -repito- que se trata de un buen proyecto. En su momento, el criterio de desglosarlo fue rechazado y el Gobierno manifestó que la iniciativa correspondiente era única e indivisible. Por mi parte, me felicito de que una buena idea finalmente haya podido ser evaluada y de que hoy la estemos discutiendo y se encuentre muy cerca de transformarse en ley, pues permite corregir una injusticia, abrir espacio a una mejor inversión de los fondos de los trabajadores y darnos el tiempo necesario para debatir sin tanto apremio la reforma previsional.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, el proyecto es bueno para los trabajadores, para el país, para los exportadores y para las empresas que tienen que competir con importaciones. Por lo tanto, es bueno para el empleo.



¿Por qué es bueno para los trabajadores?



Todo el mundo sabe que uno de los problemas que una persona enfrenta cuando ha estado ahorrando durante toda la vida es la posibilidad de que sobrevenga algún tipo de shock que baje muy fuertemente el monto de sus inversiones y finalmente obtenga una pensión muy baja al derrumbarse el valor de sus acciones o bonos. Por eso, el decreto ley Nº 3.500, desde que fue concebido, se preocupó de que existiera una diversificación en los riesgos. Así, por ejemplo, se contemplan distintos instrumentos, y se pueden comprar acciones, bonos, letras hipotecarias; depositar a plazo, y adquirir letras o bonos del Banco Central. 



De otro lado, se diversifican también los emisores. Porque en la memoria de todos nosotros está el momento en que se “vinieron abajo” algunos bancos. Y si el sistema de las AFP hubiera estado funcionando en forma plena, se podría haber perdido mucho dinero. Por eso, es muy importante diversificar, asimismo, entre los emisores de títulos que se pueden comprar. 



Además, se observa la necesidad de diversificar respecto de los países donde se hacen las inversiones. Porque el día de mañana podría sucederle a Chile algo que no ocurriera en el resto del mundo y que hiciera bajar muy fuertemente la bolsa local, lo cual también es un riesgo enorme para los trabajadores.



Por ello, señor Presidente, ampliar el límite y permitir que se invierta en el extranjero un porcentaje más elevado de los fondos de pensiones importa, en el fondo, diversificar el riesgo en todo sentido. Y, en definitiva, los únicos que ganan son los trabajadores, que van a ser futuros pensionados con estos dineros. 



Digo que ello igualmente es bueno para el país, porque, efectivamente, se estaba creando un “efecto burbuja”, que es complicado en los mercados de capitales. Se ha registrado una demanda fija por el pago de las cotizaciones mensuales, las cuales, en definitiva, han debido ir todas a unos mismos mercados por encontrarse ya topadas las inversiones en el extranjero. Ello ha estado afectando la relación utilidad-precio de las acciones y distorsionando el precio correcto, dadas las utilidades generadas por las empresas.



Ahora, estos “efectos burbuja” finalmente son complicados, porque en algún momento colapsan, lo que es bueno evitar. En tal sentido, gana el país, porque obtiene, en el fondo, estabilidad en el mercado de capitales.



Asimismo, existe un efecto positivo para los exportadores y para los que compiten con importaciones -por tanto, también para el empleo-, porque, al comprarse dólares para poder invertir en el extranjero, lo que se hace, en el fondo, es aumentar algo, por una vez o por las veces que se realicen las compras, el valor del dólar.



Desde todo punto de vista, señor Presidente, se trata de un proyecto que apunta en la línea correcta.



Nosotros lo pedimos hace cuatro años. Durante todo ese período hemos venido solicitando que se amplíen las inversiones en el extranjero de los fondos de pensiones. La verdad es que esa medida tomó demasiado tiempo. Sin embargo, nos parece muy bien que por último se haya adoptado y la apoyamos absolutamente.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, a propósito de la discusión de esta iniciativa, creo que resulta adecuado tener como trasfondo algunas cifras que ha ido dejando tras de sí la implementación del sistema.



A enero del presente año, los recursos acumulados en las administradoras de fondos de pensiones ascendían a 40 billones de pesos, algo así como 74 mil 756 millones de dólares. 



La cartera de inversión, por sector, se distribuye del siguiente modo: sector estatal, 12 mil 424,65 millones de dólares, con 14,39 por ciento del total; sector empresas, 22 mil 956,27 millones de dólares, con 26,59 por ciento del total; sector financiero, 23 mil 727,18 millones de dólares, con 27,49 por ciento del total, y sector extranjero, 27 mil 128,56 millones de dólares, con 31,44 por ciento del total.



Y la inversión total de las seis administradoras en acciones de sociedades anónimas, en el sector empresas, es una cifra que incluso cuesta leer: 7 billones 385 mil 712 millones 953 mil pesos. Las seis empresas donde más se invierte son: Empresa Nacional de Electricidad, ENERSIS, empresas COPEC, Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones, CENCOSUD y Empresa Nacional de Telecomunicaciones.



Entonces, si uno aprecia el conjunto de estos datos y le da al asunto una mirada sistémica y no focalizada, se encuentra con que, curiosamente, todos los asalariados de Chile están contribuyendo, con su aporte, a la concentración de la riqueza. O sea, justamente se encuentran alimentando un sistema que les está causando un daño enorme, porque en su lógica de funcionamiento se halla el menosprecio a tal aporte. Esto se expresa en los cientos de modalidades que surgen dentro de las grandes empresas, los megamercados, etcétera, lo que tiene como finalidad desmembrar la fuerza laboral para restarle su capacidad de interlocución y, por lo tanto, participar cada vez menos en los beneficios de la riqueza que logra el conjunto del país.



Menciono lo anterior porque desde hace mucho tiempo mi preocupación radica en el hecho de que estamos construyendo con afán un tipo de sociedad que se aleja sistemáticamente de un concepto básico de la convivencia, como es la solidaridad.



A lo largo de todos estos años no ha sido posible llevar adelante iniciativa alguna tendiente a disminuir la enorme brecha de orden social existente entre el segmento superior de la sociedad -específicamente, el primer decil-, que se apropia de 47 por ciento del producto, y el último, constituido por los más pobres, que sólo captan 1,3 por ciento.



Toda esta modalidad de acumulación de capital, que inyecta recursos impresionantes a lo que el Senador señor Ominami denomina "burbuja bursátil" -o, en términos más pedestres, "pompa de jabón"-, no hace sino generar un peligro, no sé si a mediano o largo plazo, como es, simplemente, que esto reviente y nos deje a todos, como país, en condiciones de gran precariedad.



Situaciones como la expuesta han ocurrido en otros Estados, en particular en México, donde tuvo lugar una abrupta retirada de capitales y todo aquello que parecía caminar por una ruta segura se desplomó de la noche a la mañana.



Por consiguiente, creo que debemos preocuparnos de generar resguardos para una economía que se ha “soltado las trenzas”, que ha liberado toda clase de amarras, que se maneja por sí sola. La política ha quedado supeditada, constreñida, a espacios cada vez más reducidos. Su injerencia en la conducción económica es cada vez menor.



Por eso, nuestra Derecha haría bien en leer el discurso de Sarkozy, que formula un planteamiento mucho más “moderno”, por llamarlo de alguna forma. Desde luego, es inédito en boca de quienes se han mantenido prisioneros de atavismos de todo tipo.



Creo que ese Presidente francés, que generó grandes expectativas, ganó debido a que supo interpretar con fidelidad una coyuntura, no sólo de su país sino de Europa y del mundo, en que se hace indispensable reivindicar la política. Y así lo ha señalado de manera expresa. Incluso, liga esto al concepto de nación. Porque sólo la política está en condiciones de brindar una orientación apropiada a las fuerzas económicas. Es preciso cautelar principios esenciales para el funcionamiento de cualquier sociedad.



En tal sentido, pienso que todas las fuerzas que forman parte del espectro político chileno debemos empezar a realizar esfuerzos serios en esa dirección. Una de las ventajas de ser subdesarrollado -si es que podemos encontrar alguna- es que vemos cómo los desarrollados manejan y enfrentan las dificultades que les plantea su desenvolvimiento como países.



Entonces, tenemos que dejar de copiar siempre lo malo -como es nuestra inveterada costumbre- y comenzar a recibir las señales que hoy nos llegan desde el mundo político europeo, en particular el francés.



Finalmente, señor Presidente, estas reflexiones, que parecen alejadas del tema central que nos ocupa, sí resultan pertinentes, porque lo que hoy discutimos, que es estrictamente de manejo financiero, también tiene repercusiones en otros ámbitos. Y allí radica mi preocupación. Por eso me he permitido plantearla esta tarde.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, cuando ingresó al Senado el proyecto de Mercado de Capitales II, hace más de tres años -casi cuatro-, ya contenía una disposición que permitía aumentar el nivel de inversión de las AFP en el extranjero, considerando que en esa época estaba prácticamente topado el límite de 30 por ciento fijado por el Banco Central.



Desde esa misma época, distintos Senadores de la Alianza venimos solicitando a las autoridades que se legisle al respecto. Se requiere un proyecto específico, breve -como el que estamos analizando hoy-, que aumente el límite de inversión, porque de lo contrario perjudicamos la rentabilidad de los fondos de pensiones de nuestros trabajadores y condenamos a estos a percibir pensiones más bajas.



Lamentablemente, una y otra vez se nos dijo que no. 
Al final, la excusa fue que esto se iba a discutir sólo en el marco de la reforma previsional. 



Pero los porfiados hechos y la justicia de la propuesta de los Senadores de la Alianza fueron de tal magnitud que provocaron que el Gobierno acogiera ese planteamiento y que ahora estemos en presencia de un proyecto que permite subir escalonadamente, de 30 a 45 por ciento, el límite máximo de inversión de las AFP en el extranjero. Ello mejorará la rentabilidad de los fondos previsionales, pero teniendo siempre presente, por supuesto, la seguridad, el menor riesgo posible.



Esto último muchas veces se contrapone con una mayor rentabilidad. No obstante, en este caso debe hacerse la ecuación exacta, de tal forma que rentabilidad y seguridad sean factores que induzcan a invertir en instrumentos fuera de Chile, para garantizar -como señalé- mejores pensiones a nuestros trabajadores.



Sin duda, un proyecto de esta naturaleza podría haber tenido efectos sobre el tipo de cambio, sobre el precio de las acciones de las empresas nacionales, sobre la tasa de interés, etcétera. Sin embargo, se ha dado la feliz coincidencia de que él se discute en momentos en que entra en vigencia la Ley de Mercado de Capitales II, que liberará alrededor de 5 mil millones de dólares en el mercado financiero, lo que permitirá mayor disponibilidad de recursos para créditos e inversiones.



Entonces, lo más probable es que los efectos de esta iniciativa terminen anulándose con la aplicación de dicha ley. Por consiguiente, los precios internos de nuestra economía no van a variar en forma significativa.



Finalmente, durante la discusión del proyecto se reconoció que las AFP están invirtiendo en el extranjero más del 30 por ciento (cerca de 33 por ciento). Porque, claro, las personas más jóvenes que ingresan al sistema prefieren el Fondo Tipo A, en el que se usan más instrumentos de renta variable, lo cual obliga a las administradoras de fondos de pensiones a salir a comprar acciones. Como no podían adquirirlas en el exterior, debían hacerlo dentro del país.



Por lo tanto, parece insuficiente el aumento del tope de 30 a 35 por ciento en una primera instancia. Pero, como eso va a durar cuatro meses, luego de lo cual subirá a 40 por ciento, como piso, y después, a 45 por ciento, confiamos en que los números sean manejables respecto de las inversiones que deban realizar las AFP.



Por todo lo señalado, señor Presidente, anuncio con mucho gusto -porque se beneficia principalmente a los trabajadores y se les abren posibilidades de mejores pensiones- el voto favorable de los Senadores del Comité Renovación Nacional e Independiente.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este proyecto, requerido en forma reiterada, ha sido una gran aspiración de la industria de las AFP, por cuanto estima que, al colocar mayores recursos en el extranjero, tendrá mayores posibilidades de mejorar las pensiones de los trabajadores y las trabajadoras.



Espero que, en los diversos trámites legislativos, la iniciativa cuente con gran apoyo, como ocurrió en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, donde fue aprobada por unanimidad.



Esta normativa va a permitir que un portafolio eficiente posea una gran fracción de instrumentos extranjeros.



Hoy el límite de 30 por ciento está copado; incluso, un poco sobrepasado -como señaló el Senador señor García-, porque se halla en 33 por ciento.



El proyecto amplía el rango de posibilidades de inversión de los fondos, mejorando su rentabilidad sin aumentar el riesgo. 



Otro objetivo es mejorar la incorporación a mercados internacionales, aumentando la competitividad de nuestras exportaciones. Para ello, se busca lograr una integración financiera con los mercados foráneos y optimizar la posición competitiva del sector exportador del país.



Lo importante es que la ampliación del límite para invertir en el extranjero va del 30 al 45 por ciento, aunque los incrementos deberán efectuarse en forma gradual: los primeros cuatro meses no podrá ser superior a 35 por ciento; entre los meses quinto y octavo, a 40 por ciento, y a contar del noveno mes -o sea, en marzo de 2008-, a 45 por ciento. 



Además, se establece un aumento de los límites máximos de inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria para cada tipo de Fondo. 



Se reclasifican los instrumentos de inversión, mediante la modificación de lo relativo a las cuotas de fondos mutuos y de fondos de inversión, según su activo subyacente, para efectos del cálculo del límite máximo de inversión en renta variable.



Es importante dejar constancia de que el Banco Central, organismo encargado de fijar el límite máximo de inversiones en el exterior dentro del rango establecido por el decreto ley Nº 3.500, de 1980, mantiene la facultad para determinar cuándo aumentar dicho tope.



Por último, señor Presidente, anuncio que votaremos favorablemente el proyecto, porque las inversiones en el extranjero harán más competitivo el mercado nacional, sobre todo el sector de las exportaciones. Al respecto, cabe señalar que el precio del dólar se mantiene bajo debido al exceso de la divisa en el país. Al darle salida a una buena cantidad, existe la posibilidad de que dicha moneda eleve su valor, como ha estado ocurriendo en estos días. Y confiamos en que continúe así.



Nos pronunciaremos a favor de la iniciativa y esperamos que la Sala nos acompañe en el mismo sentido.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, este es un proyecto de la mayor importancia, no sólo para la industria de las administradoras de fondos de pensiones -por cierto que lo es-, sino también para los trabajadores, cuyos fondos son manejados por las AFP. 



Por eso, deseo plantear un par de cosas que me parece relevante tenerlas en cuenta ahora y, fundamentalmente, cuando se discuta la anunciada, esperada y necesaria reforma a la Ley sobre Administradoras de Fondos de Pensiones y a la previsión en general.



Aquí lo esencial es que los fondos que manejan esas instituciones tienen hoy día -como lo dijo el Senador señor Ávila- una envergadura de proporciones nunca antes conocida, ni pensada cuando partió el sistema hace más de veinte años. En la actualidad, ese monto es del orden del 60 a 70 por ciento del producto geográfico bruto del país. Estamos hablando de 90 mil millones de dólares, ni más ni menos. 



En consecuencia, lo que uno espera, lo que Chile necesita, lo que los trabajadores requieren es que dichos fondos sean administrados con inteligencia, con probidad, y que, de acuerdo con el sistema de capitalización, se inviertan bien. De ese modo, redundará en una pensión de vejez adecuada para cada uno de ellos.



¡Eso es lo importante!



Recuerdo a los señores Senadores que hace veinte años el mercado accionario en Chile no era, ni con mucho, la décima parte del que hoy día tenemos. Así de simple. O sea, ahora ese mercado es diez, quince o veinte veces más grande. Ello, sin duda, reviste enorme trascendencia para quienes deben administrar tales recursos y para quienes necesitan beneficiarse del crecimiento de sus acciones, de los intereses que esto genera.



En ese sentido, me parece bueno que se abran los fondos, que haya una mayor diversidad, que exista la posibilidad de invertir una mayor cantidad de dinero en el extranjero. Pero resulta esencial que quienes efectúen esas operaciones lo hagan bien, porque los resguardos que se pueden tomar son bastante relativos llegado el momento de hacer las inversiones. Saber cuáles conviene realizar exige una gran especialización y, por cierto, prudencia, dado que hay algunas altamente peligrosas.



Más allá de cualquier crítica que podamos hacer, es importantísimo resguardar una especificidad: las administradoras de fondos de pensiones deben tener un objetivo único y no pueden confundirse con otras actividades financieras. Mezclarlas o abrir la puerta para que ello suceda significa dejar expuestos los fondos de los trabajadores a especulaciones, a soluciones de otro tipo, a arreglos de una índole distinta, que no digan relación con el único interés que corresponde: resguardar y cautelar los fondos previsionales.



Me manifiesto partidario de la amplitud que se da en el proyecto. Sin embargo, dejo claramente establecido que esto exigirá una mayor especialización que la existente, una mucho más rigurosa. Y la mejor forma de lograr ese objetivo es separar con nitidez las actividades financieras. Porque se trata de miles de millones de dólares que son de propiedad de todos los trabajadores de Chile y que están en manos de instituciones que, más allá de su legítimo interés pecuniario, deben responder por un buen ordenamiento económico y, sobre todo, cautelar el único fin que persiguen: obtener el mejor rendimiento de los fondos en beneficio de los afiliados.



Voy a votar que sí. 



Pero estaremos atentos a los otros cambios que vienen, a objeto de permitir una mayor diversidad, de lograr una mejor inversión de los fondos y, en especial, de procurar que las AFP resguarden los intereses reales de los trabajadores.



En ese mismo sentido, señor Presidente, será fundamental contar con una administradora estatal, que cuide y maneje los fondos necesarios para otorgar una pensión solidaria a toda la gente que está fuera del sistema y que no se encuentra sujeta a los intereses que hoy día estamos discutiendo, los que son tanto o más importantes cuando se llega a la etapa de la vida donde se tiene que vivir de una pensión. En definitiva, a la sociedad le asiste la obligación con cada una de esas personas.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, la verdad es que este es un proyecto bastante simple. 



Su origen se vincula, básicamente, con la decisión que tomó el Gobierno de flexibilizar la regla fiscal y bajar la meta de superávit estructural de 1 a 0,5 por ciento.



En su momento, fuimos muy partidarios de flexibilizar la norma, dado que ella no se justifica en las actuales condiciones fiscales que presenta el país. 



Ello permitirá, a partir del Presupuesto del próximo año, generar un adicional del orden de 750 millones de dólares para sustentar y sostener el ambicioso programa de protección social del Gobierno de la Presidenta Bachelet.



Entre los efectos secundarios no positivos que podían surgir a raíz del cambio en la regla fiscal, había uno que, a mi juicio, obedecía a un temor fundado: el aumento de gastos podía motivar una tendencia a la baja del precio del dólar y, por tanto, una pérdida de competitividad de la economía chilena, lo cual depende en forma muy sustantiva del dinamismo del sector exportador.



Una apreciación del peso -y, por ende, una eventual baja del valor del dólar- afecta, aunque no de modo equivalente y por igual, a todos los sectores de la economía, pero, particularmente, a aquellos que se encuentran en niveles de competitividad complicados, y de manera muy especial al agrícola, y a sectores muy importantes y dinámicos de nuestro paquete exportador. Estoy pensando fundamentalmente en la vitivinicultura -que atraviesa por una delicada situación en los mercados internacionales-, en la fruticultura y en otras actividades.



En tal sentido, como primer efecto macroeconómico, esta medida disminuye las presiones a una baja del dólar. Ese es el motivo principal por el que la apruebo. Para una economía exportadora, como la chilena, mantener en un nivel razonable la divisa es una condición de estabilidad y sustentación del crecimiento. Y reducir los niveles de competitividad podría afectar de manera muy significativa áreas enteras de nuestra economía y en particular al sector agroalimentario, que posee una importancia creciente en las finanzas nacionales y que, en la práctica, se distribuye territorialmente en las Regiones ubicadas entre la Quinta y la Duodécima.



La iniciativa tiene, sin duda, otro efecto: ampliar las posibilidades de cartera de inversión de las AFP. En general, me parece que también resulta razonable que en un mercado tan pequeño como el chileno se dé la oportunidad de elevar el límite de inversión en el exterior. Pero, en todo caso, el origen de este proyecto no fue, fundamentalmente, mirar las correcciones que necesita el sistema previsional. Esa discusión habrá que tenerla.



En efecto, después de veintitantos años de ser instaurado en el país, el sistema de AFP presenta un conjunto muy grande de ineficiencias, de problemas. Y el debate más de fondo sobre el sistema previsional y la capitalización individual tendrá lugar, no en relación con este proyecto, sino con motivo de la reforma previsional, que constituye también una ambiciosa iniciativa del Gobierno de la Presidenta Bachelet y que ya se encuentra en su primer trámite en el Congreso.



Por lo tanto, ahorro los comentarios que me merece el sistema de capitalización individual y las indispensables reformas de que debe ser objeto, lo que no fue la razón principal que dio origen a la iniciativa que nos ocupa, sino, básicamente, mantener las condiciones de competitividad de la economía.



Pese a los vaticinios -siempre hay falsos augures o personas que predican malas noticias-, la reacción de los mercados antes de que se apruebe la ley en proyecto ha sido más bien positiva. Hemos visto cómo, durante las últimas tres o cuatro semanas, desde que se anunció el cambio de la regla fiscal, no se ha registrado deterioro alguno en el precio del dólar, sino más bien cierta estabilización. Eso significa que los mercados incorporaron esta medida incluso antes de que se aplique. Y el dólar está en niveles, si bien bajos, a mi juicio perfectamente sostenibles, lo que permite, con mucho esfuerzo, conservar la competitividad de los sectores más amenazados.



Anuncio mi voto favorable.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- A solicitud de los integrantes de la Comisión de Relaciones Exteriores, que viajarán a Bolivia, voy a abrir la votación, pues este y el siguiente proyecto requieren quórum especial.



En votación.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa, último inscrito.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA.- Señor Presidente, la iniciativa en debate es del todo conveniente. Las razones de ello ya han sido expuestas por distintos Senadores, particularmente por los Honorables señora Matthei y señor García.



Contiene tres normas distintas. La primera aumenta el límite; la segunda varía los límites al interior de cada fondo, y la tercera dispone que no se considerarán, dentro de los topes de las inversiones en renta variable, los fondos colocados completamente en renta fija. Esto último resulta muy conveniente, porque, en general, para las administradoras de fondos de pensiones invertir en el exterior, aunque sea en instrumentos de renta fija, les resulta mucho más fácil y económico que hacerlo en un fondo mutuo compuesto por distintas opciones.



En atención a que el proyecto modifica tres o más artículos del decreto ley Nº 3.500, las Comisiones unidas de Hacienda y de Trabajo lo aprobaron sólo en general, con el acuerdo de que no se iba a solicitar plazo para presentar indicaciones. En esa forma podría quedar despachado en general y en particular, procedimiento que seguimos ayer en relación con otra normativa.



Quiero formular otra observación: hoy se dio cuenta de que esta iniciativa tiene urgencia de “discusión inmediata”, por lo cual habría que votarla en general y en particular a la vez.



Me parece una práctica poco recomendable que entre el primer informe de la Comisión y la discusión en la Sala se introduzca este tipo de urgencias, porque nos vamos a encontrar con que no hay discusión ni votación  en particular.



En esta oportunidad, no haremos objeción al respecto, en el entendido de que se iba a proceder así. Pero si esto se repite en el futuro va a suceder que, si  una Comisión analiza un proyecto extenso, lo aprueba en general y, al momento de votarlo la Sala, el Ejecutivo le fija “discusión inmediata”, la aprobación será en general y en particular, en circunstancias de que no ha realizado un debate propio de esta última característica.



Hago ver que el efecto de la “discusión inmediata”, de la que se dio cuenta hoy en el Hemiciclo, debería ser que la iniciativa volviera a Comisión y se votara en general y en particular.



Me parece que debemos cuidar la forma de legislar. En este caso hubo acuerdo para el despacho en general y en particular, en el entendido de que no se pediría plazo para formular indicaciones.



Por lo tanto, llamo la atención acerca de este punto, porque pienso que no debiera repetirse en el futuro.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (30 votos a favor), y queda despachado en este trámite.



Votaron los Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, no sólo en nombre del Gobierno, sino también en el de los trabajadores, de los afiliados, de los exportadores y de las muchas personas que se van a beneficiar con esta futura ley, agradezco la votación unánime del Senado.



Este es un proyecto bueno, que aumentará la rentabilidad de los fondos de los afiliados y de los ahorrantes; que reducirá los riesgos; que permitirá diversificar y tener inversiones más rentables y, al mismo tiempo, más seguras; que introducirá una cuota de equilibrio en los flujos financieros; que apoyará el tipo de cambio; que promoverá la competitividad y permitirá que las exportaciones –que son el motor del crecimiento en Chile-, continúen expandiéndose de modo muy competitivo. 



Como dije, se trata de un buen proyecto, señor Presidente, y el Ejecutivo agradece el apoyo que le ha prestado el Senado. 

)----------(

El señor LONGUEIRA.- Pido la palabra para formular una petición.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, como el proyecto que figura en el punto 5 de la tabla -que protege a las trabajadoras embarazadas que laboran en establecimientos donde se permite fumar- no ha pasado por la Comisión de Trabajo, solicito que se cumpla dicho trámite, porque, por su lectura, tengo la impresión de que contiene importantes materias de su competencia. 



Desconozco por qué la iniciativa sólo fue informada por la Comisión de Salud. Podría accederse a mi petición antes de que sea analizada por la Sala, a fin de tener otra opinión sobre el asunto. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, el referido proyecto pasará a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con la oposición del Honorable señor Bianchi.



Acordado.

MARCO REGULATORIO SOBRE FOMENTO Y RESGUARDO DE ACTIVIDAD CIRCENSE NACIONAL

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre políticas de fomento y resguardo de la actividad circense nacional, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

--Los antecedentes sobre el proyecto (2579-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 20ª, en 13 de agosto de 2002.


Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 16ª, en 16 de mayo de 2006.


Gobierno (segundo), sesión 24ª, en 12 de junio de 2007.


Discusión:



Sesión 22ª, en 13 de junio de 2006 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 13 del junio del año pasado. 



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia en su informe, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 1º y 6º, los cuales conservan el mismo texto aprobado en general, por lo que, en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento, deben darse por aprobados. 



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Todas las enmiendas al proyecto aprobado en general por la Comisión de Gobierno fueron resueltas por unanimidad. En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, tienen que votarse sin debate, salvo que algún señor Senador objete lo acordado y solicite discusión. 



El artículo 4º del proyecto tiene carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores. 



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado de cuatro columnas, donde se transcribe el texto aprobado por la Cámara de Diputados; el proyecto aprobado en general por el Senado; las enmiendas de la Comisión, y el texto final que resultaría de acogerse las modificaciones. 



Como se recordará, la iniciativa fue derivada inicialmente a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. Luego, se estimó que no era de su competencia, razón por la cual pasó a la de Gobierno. Sin embargo, la primera de ellas estudió el proyecto de todas maneras. Su Presidente envió a la Mesa una indicación para sustituir el artículo 7º por el siguiente: “Artículo 7º.- El reglamento señalará la forma de acreditar el funcionamiento de los circos nacionales y extranjeros, en relación con la normativa fijada por esta ley.”.



Tal norma, si el ánimo de la Sala fuera aprobarla, requeriría la unanimidad, pues no se trata de una indicación renovada. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión particular del proyecto, ofrezco la palabra. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- El señor Secretario ha hecho presente que la indicación que formulé necesita aprobarse por unanimidad, la cual, al parecer, la Sala estaría dispuesta a otorgar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Es la única votación por realizar, ya que lo demás ya fue aprobado.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El actual artículo 7º dice: 



“Un reglamento contemplará las demás normas que fueren necesarias para el fomento de la actividad circense, y señalará la forma de acreditar y fiscalizar el funcionamiento de los circos nacionales y extranjeros, en relación con la normativa fijada por esta ley.”.



El Honorable señor Muñoz Aburto propone sustituirlo por el siguiente: 



“El reglamento señalará la forma de acreditar el funcionamiento de los circos nacionales y extranjeros, en relación con la normativa fijada por esta ley.”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, este proyecto ya fue discutido en la Sala, ocasión en la que varios Senadores solicitamos que volviera a la Comisión de Trabajo para incorporar en su texto diversas normas, fijar la jornada laboral y, en fin, tratar de formalizar algo más la actividad de que se trata.



Pero, en verdad, tales normas ya se encuentran en otro cuerpo legal. Y en la Comisión optamos por que se mantuvieran en el Código del Trabajo, el que consigna no sólo las actividades circenses, sino también otras. 



Por lo tanto, está cubierta la preocupación planteada aquí respecto de la jornada laboral y de todas las materias propias de tal actividad.



Por eso, no tenemos problema en concurrir al apoyo de la iniciativa en la forma en que se encuentra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.



Les recuerdo que no hay debate respecto de esta normativa. Sólo cabe votar.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, consulto si lo propuesto haría volver el proyecto a la Cámara de Diputados y generar el trámite de Comisión Mixta.



Resulta claro que todo el círculo circense está a la espera de una rápida aprobación de esta iniciativa. Si la despachamos con más prisa, la Comisión Mixta podrá operar en igual sentido. Las modificaciones son menores.



Por lo tanto, solicito votar la indicación del Senador señor Muñoz Aburto y despachar el proyecto para que cumpla los trámites que restan. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, con la aprobación de la indicación del Honorable señor Muñoz Aburto o sin ella la iniciativa debería ir a la Cámara de Diputados en un tercer trámite constitucional.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hacemos votos para que sea expedito y rápido.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, tengo absoluta claridad de que se precisa votar luego el proyecto, porque quienes están interesados en él quieren su rápido despacho.



Es altamente probable que la Cámara Baja lo apruebe tal cual está. Las modificaciones del Senado son bastante razonables, incluyendo el artículo 5º, donde pusimos una frase que, a mi parecer, debiera de alguna manera satisfacer al Senador señor Muñoz Aburto, en el sentido de que la legislación por aplicar a los circos extranjeros será preferentemente la chilena. Vale decir, la que se aplique en particular a los circos extranjeros.



Por lo demás, recuerdo que la discusión que tuvimos aquí mismo se refirió a cuál legislación se aplicaría según el tipo de circos que llegase al país.



Hicimos otras modificaciones. Por ejemplo, las actividades que no son propiamente circenses -principalmente las revisteriles- no deben ser consideradas en esta legislación.



Estimo que, independiente de que la indicación del Senador señor Muñoz Aburto sea correcta, lo cierto es que, desde mi punto de vista, el artículo 5º cubre a la perfección la preocupación de Su Señoría.



--Se aprueba en particular el proyecto, incluida la indicación del Honorable señor Muñoz Aburto; y, para los efectos del quórum constitucional requerido, se deja constancia de que votaron a favor 24 señores Senadores,  quedando  despachado en este trámite.

BENEFICIOS PARA PERSONAL DE SECTOR SALUD

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece beneficios para el personal del sector salud, con urgencia calificada de “suma”, con segundo informe de la Comisión de Salud y certificado de la Comisión de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4545-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 56ª, en 3 de octubre de 2006.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 19ª, en 15 de mayo de 2007.


Hacienda, sesión 19ª, en 15 de mayo de 2007.


Salud (segundo), sesión 25ª, en 13 de junio de 2007.


Certificado de la Comisión de Hacienda, sesión 25ª, en 13 de junio de 2007.


Discusión:



Sesión 20ª, en 16 de mayo de 2007 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión del 16 mayo de este año.



La Comisión de Salud, para los efectos reglamentarios, deja constancia de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos Quinto, Séptimo, Noveno, Undécimo y Décimo Tercero transitorios, los que conservan el mismo texto que se aprobó en general, por lo que deben darse por aprobados.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Las enmiendas que la Comisión de Salud realizó al proyecto aprobado en general se consignan en el informe correspondiente. Todas ellas fueron acordadas por unanimidad.



La Comisión de Hacienda, por su parte, aprobó la iniciativa en particular por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Gazmuri), en los mismos términos en que lo hizo la Comisión Salud.



Cabe tener presente que las modificaciones acordadas en forma unánime deben ser votadas sin debate, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, salvo que algún señor Senador solicite debatirlas o que existan indicaciones renovadas, que no es el caso.



El párrafo nuevo del Nº 1) del artículo Segundo transitorio, los incisos primero y segundo del artículo Cuarto transitorio, y el artículo Duodécimo transitorio, son normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación particular el proyecto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (26 votos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido, y queda terminada su discusión en este trámite.



Votaron los señores Allamand, Alvear, Ávila, Bianchi, Chadwick, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora BARRÍA (Ministra de Salud).- Señor Presidente, sólo deseo ocupar muy breve tiempo para agradecer, por su intermedio, al Senado y muy especialmente a los señores Senadores miembros de las Comisiones de Salud y de Hacienda, quienes estudiaron el proyecto en profundidad.



La iniciativa incrementa, por una parte, las remuneraciones del personal de los Servicios de Salud y también de las Secretarías Regionales Ministeriales, del Instituto de Salud Pública y de la Central de Abastecimiento. Permite, además, una serie de reconocimientos a funciones específicas que realizan los funcionarios, como la de conductores de ambulancias. Otorga bonificación de disponibilidad por turnos de llamada, asignaciones de responsabilidad y también incrementa los incentivos para un mejor desempeño.



Asimismo, el proyecto da fluidez a la carrera funcionaria, lo cual es relevante para el personal, pudiendo así elevar la calidad de la atención al público, a la vez que recibe el debido reconocimiento por su desempeño.



Quiero hacer presente que la iniciativa es complementaria a una serie de elementos de la política de recursos humanos en que estamos abocados, en la que buscamos mejorar la calidad de la atención a las personas, sobre todo la calidez y el acompañamiento que se requieren en los recintos de salud. Y para eso, es relevante que nos preocupemos también del personal.



Así como hoy día estamos aumentando las remuneraciones, la voluntad del Ministerio es seguir avanzando en el mejoramiento de los entornos laborales: del clima, de la salud ocupacional de los trabajadores, de los clubes escolares y salas cunas, de la gestión participativa que se precisa al interior de los distintos establecimientos. Todo ello, concordante con el proyecto de ley sobre derechos de las personas en su atención de salud, que pronto será aprobado por la Cámara de Diputados, y que Sus Señorías tendrán ocasión de conocer a la brevedad.



Estamos empeñados, señor Presidente, en continuar esta profunda modernización que se inició hace un par de años con las leyes sobre autoridad sanitaria y la reforma de salud, de la cual este proyecto es un complemento.



Reitero mi agradecimiento, en nombre del Gobierno y, también, de los trabajadores de la Salud.

Regulación de aplicación de impuesto específico a actividad minera para financiamiento de obras de desarrollo regional

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Proyecto de reforma constitucional, originado en moción de los Senadores señores Gómez, Chadwick, Orpis y Pizarro, en primer trámite constitucional, que regula la aplicación del impuesto específico a la actividad minera para el financiamiento de obras de desarrollo regional, con informes de la Comisiones de Minería y Energía y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. La discusión en general quedó pendiente en la sesión del miércoles pasado.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4946-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional: (moción de los señores Chadwick, Gómez, Orpis y Pizarro).


En primer trámite, sesión 6ª, en 3 de abril de 2007.


Informes de Comisión:


Minería y Energía, sesión 18ª, en 9 de mayo de 2007.


Constitución, sesión 18ª, en 9 de mayo de 2007.


Discusión:


Sesión 22ª, en 6 de junio de 2007 (queda pendiente su discusión general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que la iniciativa fue conocida primeramente por la Comisión de Minería y Energía, que la discutió solamente en general.



Por su parte, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, autorizada por la Sala, discutió en general y en particular la reforma. En esa oportunidad, aprobó por unanimidad una indicación sustitutiva del artículo único. El texto propuesto se consigna en el informe correspondiente.



Cabe tener presente que el proyecto de reforma constitucional requiere para su aprobación el pronunciamiento favorable de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio, esto es, veinticinco votos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  En la discusión general del proyecto, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, solicito recabar el acuerdo unánime de la Sala para que la reforma constitucional vuelva a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Ello porque los autores del proyecto y quienes formamos parte de la Comisión donde se tramita  la indicación sustitutiva enviada por el Gobierno, estimamos que esta puede mejorar la utilización de los recursos recaudados por concepto del royalty en las Regiones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, respaldo la proposición del Honorable señor Prokurica, porque en mi calidad de Presidente de la Comisión Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación, junto con los Presidentes de la Comisiones de Minería y de Educación, Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide, respectivamente, conformamos las Comisiones unidas que están analizando -yo diría- con bastante rapidez los antecedentes entregados por el Gobierno para determinar los destinos y usos de esos recursos y la institucionalidad del impuesto específico a la actividad minera.



En este caso preciso, por tratarse de un artículo transitorio de la Constitución Política que sólo regirá mientras no se determine por ley la forma como se utilizarán dichos recursos, y en atención a que deseamos que la tramitación del proyecto sea relativamente breve -espero que sea así-, estimo inconveniente seguir discutiendo en la Sala la proposición de reforma constitucional, toda vez que estamos trabajando fuertemente en el tema. De hecho, las Comisiones unidas están citadas para mañana, a las 10.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, el proyecto volverá a la Comisión de Constitución para nuevo primer informe.



--Así se acuerda.

ELIMINACIÓN DE ANOTACIONES PRONTUARIALES A CONDENADOS

POR TRIBUNALES ORDINARIOS 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incluye en la ley Nº 19.962, sobre eliminación de ciertas anotaciones prontuariales, a los condenados por tribunales ordinarios, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4348-17) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 45ª, en 29 de agosto de 2006.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, sesión 21ª, en 5 de junio de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos del proyecto son, fundamentalmente, dos: en primer lugar, modificar la ley Nº 19.962, que concedió el beneficio de eliminación de anotaciones prontuariales por los delitos que indica, haciéndolo extensivo a las personas condenadas por tribunales ordinarios.



Y, en segundo término, establecer la gratuidad de los certificados en que conste que la sentencia está ejecutoriada, y la copia de la misma.



La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió esta iniciativa sólo en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



El texto pertinente se consigna en el informe de la Comisión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión en general, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, deseo informar el proyecto a la Sala.



Efectivamente, como se ha señalado aquí, la iniciativa en debate fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Tuvo su origen en una moción de los Diputados señores Aguiló, Ascencio, Burgos, Farías, Jiménez, Ojeda y Paredes, y la Cámara Baja la acogió por 93 votos a favor, ninguno en contra y dos abstenciones.



El proyecto tiene por objeto corregir una omisión de la ley Nº 19.962, publicada el 25 de agosto de 2004, que dispone la eliminación de ciertas anotaciones prontuariales para aquellas personas que, reuniendo determinadas circunstancias, hubiesen sido condenadas por un tribunal militar, a fin de incluir a quienes lo fueron por tribunales ordinarios.



En efecto, la ley mencionada, que tuvo su origen en el informe elaborado por la llamada “Comisión Valech”, elimina en forma definitiva determinadas anotaciones prontuariales a las personas que se encuentren en las siguientes circunstancias:



1.- Tener registrada en el prontuario una condena impuesta por un tribunal militar.



2.- Los hechos que originaron esta condena deben haber ocurrido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.



3.- Esos hechos tienen que haber sido sancionados por las leyes Nºs 12.927, sobre Seguridad del Estado; 17.798, sobre control de armas; 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad; por el decreto ley Nº 77, de 1973, que declara ilícitos y disueltos los partidos políticos que señala, o por el decreto ley Nº 3.627, de 1981, que establece competencia de los tribunales militares de tiempo de guerra en situaciones que indica.



4.- La pena tiene que estar cumplida o la responsabilidad penal extinguida.



5.- No debe tratarse de un delito consumado contra la vida o la integridad física de terceros.



En consecuencia, el proyecto extiende el beneficio a las personas que fueron condenadas por tribunales civiles y cumplen con todos los otros requisitos enunciados en la ley Nº 19.962.



Por otra parte, dicha normativa dispone que el beneficio operará en forma automática, pero, si no se hubiesen transmitido al Servicio de Registro Civil e Identificación las sentencias condenatorias correspondientes o las certificaciones de cumplimiento de las condenas, el interesado deberá presentar una solicitud de eliminación de antecedentes penales en cualquier oficina de ese organismo, haciendo mención a la ley Nº 19.962, y acompañar los documentos necesarios para acreditar el cumplimiento de los requisitos legales.



Atendiendo esta realidad, la Cámara de Diputados le agregó un artículo nuevo al proyecto, el cual dispone la gratuidad de los certificados y copias de sentencias que los destinatarios de la normativa deban acompañar en tales casos.



De los antecedentes relatados se desprende que la ley Nº 19.962, cuyo objetivo es reparar a los ex presos políticos, en el hecho sólo benefició á un número reducido de ellos, esto es, a los condenados por tribunales militares, ya que muchos de los detenidos en aquel período fueron procesados por tribunales ordinarios. Asimismo, numerosas causas, no obstante haberse iniciado en las fiscalías militares, posteriormente pasaron a ministros de corte, quienes pronunciaron las sentencias condenatorias.



Cabe señalar, también, que según los antecedentes proporcionados en la moción el Servicio de Registro Civil e Identificación habría cuantificado en un número considerable las personas que no pueden beneficiarse con la citada ley.



En razón de lo expuesto, señor Presidente, propongo aprobar la iniciativa que acabo de informar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en la Comisión de Derechos Humanos concurrí con mi voto a la aprobación del proyecto por estimar que va en la línea correcta y que tiene una orientación que debiera ser general. 



Hoy en día una persona que es condenada, transcurridos algunos años del cumplimiento de su pena, puede solicitar al Servicio de Registro Civil que le eliminen sus antecedentes prontuariales. Lo que hace este proyecto es extender ese beneficio a las personas que han cometido determinados delitos -que podríamos llamar de carácter político o vinculados a la seguridad del Estado- entre septiembre de 1973 y marzo de 1990, aplicándolo en forma automática, es decir, sin tener que formular la petición al Servicio de Registro Civil.



Señor Presidente, di mi voto a favor pensando que ojalá el Ministerio de Justicia pueda hacer que esta automaticidad en la eliminación de los registros prontuariales no sólo opere con relación a este tipo de delitos, bajo las condiciones o circunstancias que se dieron entre los años 73 y 90, sino, también, respecto de toda persona o ciudadano que se encuentre en igual situación en el día de hoy, evitando, así, un problema burocrático.



En consecuencia, señor Presidente, reitero que ojalá el Ministerio de Justicia pueda ampliar esta excepción y hacerla de carácter general para todos los ciudadanos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.

El señor NARANJO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, este proyecto sólo contempla dos artículos, por lo que pido que recabe la unanimidad de la Sala para poder despacharlo también en particular, atendido el hecho de que no se presentaron indicaciones.

El señor CHADWICK.- No tengo problema, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá de la forma indicada.



--Se aprueba en general el proyecto y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular. 

DESTINACIÓN DE RECURSOS PARA FONDEMA Y MODIFICACIÓN DE DIVERSOS CUERPOS LEGALES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que destina recursos para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, FONDEMA, y modifica cuerpos legales que indica, con informe de la Comisión de Hacienda. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (4879-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 20ª, en 16 de mayo de 2007.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 24ª, en 12 de junio de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto es de carácter misceláneo y tiene, entre otros, los siguientes objetivos:


1.- Realizar una adecuación del Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, permitiendo que dicho Fondo reciba recursos que el Estado perciba u obtenga con ocasión de la explotación efectuada al amparo de los llamados “contratos especiales de operación”.



2.- Establecer una mejora en la exención del impuesto de timbres y estampillas respecto de las operaciones de crédito.



3.- Modificar la tributación de artistas y técnicos de espectáculos y de los prácticos autorizados.



4.- Disponer que la cesión de facturas electrónicas sólo podrá efectuarse a través de medios electrónicos.



5.- Uniformar el estatuto laboral del personal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas. 



La Comisión de Hacienda discutió esta iniciativa sólo en general y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Escalona, García, Novoa y Sabag), en los mismos términos en que fue despachada por la Cámara de Diputados. 



Cabe indicar que la Comisión deja constancia de su parecer en cuanto a la necesidad de que el Ejecutivo desglose del proyecto lo relativo al Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, con el propósito de darle un tratamiento más expedito.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, ante todo, debo lamentar que la iniciativa relativa al FONDEMA venga en un proyecto misceláneo, con tantas otras materias, sin perjuicio de que sean todas importantes.



 Pero, específicamente en lo relativo al FONDEMA existe un compromiso de la Presidenta de la República. Ya la semana pasada se efectuó el lanzamiento a nivel internacional de la celebración de estos probables Contratos Especiales de Operación (CEOP), producto de la exploración y explotación de hidrocarburos en la Región de Magallanes.



Por lo tanto, la parte relativa al FONDEMA tiene mucha importancia para nuestra Región. Y en conversación reciente con el Senador señor Muñoz Aburto coincidimos en la urgencia de que ella sea votada de manera separada, sin por ello desconocer el interés de las otros asuntos incluidos en este proyecto.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, entendiendo que estamos ante una iniciativa de ley miscelánea, quisiera referirme a la situación de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA), ex ECA.



Esta empresa, curiosamente, ha sufrido una serie de mutilaciones, por así decir, externalizando su servicio y entregando una fórmula para que sus funcionarios se jubilaran, se hiciesen cargo de los distintos establecimientos e intentaran funcionar de manera independiente. 



Desde luego, ello atenta contra la concepción original de la empresa, que se encuentra en lugares en los cuales no hay suficiente comercio y que realiza más bien una acción de servicio público. Debemos pensar en las localidades más pequeñas, a las cuales apenas se llega en avión, en avioneta, en lancha, y que requieren de estos servicios.



Ahora, esa externalización no ha dado resultado. Existen más de 43 establecimientos a lo largo y ancho del país que hoy se están viendo apremiados, pidiéndoseles cheques a fecha para poder cumplir sus compromisos. La verdad es que EMAZA los ha dejado al borde del laberinto, generando condiciones que incluso afectan en su integridad psíquica a las personas involucradas.



Ahora bien, junto con ello, se presenta esta iniciativa de ley, que pretende una jubilación más acelerada para algunos trabajadores y prácticamente hacer desaparecer a EMAZA, dejando a unos pocos funcionarios adjuntos a la Subsecretaría de Economía.



Los mismos dirigentes de la empresa nos han pedido a los Senadores de las respectivas zonas que revisemos esa situación en la Comisión de Hacienda, ojalá con personeros del Ministerio de Economía, para dar salvaguardas adicionales a los trabajadores.



Por tales razones, entendiendo que hay otros aspectos tanto o más importantes que los reseñados, la idea es, o aprobar en general el proyecto para después, en la discusión particular, ver cada uno de sus detalles en la Comisión, o, como planteó el Honorable señor Bianchi, Senador por la Región vecina a la que yo represento, votarlo por separado.

El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, quiero ratificar lo señalado por el Senador señor Bianchi en cuanto a votar en forma separada todo lo que dice relación al Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes. Y, en este sentido, expreso mis agradecimientos al Presidente de la Comisión de Hacienda, Senador señor Escalona, quien solicitó que las normas respectivas se trataran aparte de las restantes materias que contiene el proyecto.



En honor a la verdad, debo recordar que, con el Senador señor  Bianchi, hace un año pedimos a la Ministra de Minería y al Ministro de Hacienda el envío de una iniciativa de ley en virtud de la cual los recursos derivados de los CEOP (contratos especiales de operación) se destinaran a la Región, tal como se hace con los derechos de explotación de la Empresa Nacional del Petróleo.



Quiero dejar constancia de ello, porque no se ha hecho mención de nuestras gestiones y de las peticiones que de manera expresa formulamos hace un año para que los contratos especiales de operación fueran incorporados al mismo tratamiento que se da a los derechos de explotación de la ENAP.



Por las razones expuestas, solicitamos a la Sala que preste su aprobación al proyecto en debate.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.-  Señor Presidente, por supuesto, apoyaré la iniciativa en lo que se refiere al FONDEMA.



Sin embargo, debo puntualizar que el artículo 6º de este proyecto, que es bastante misceláneo, contiene preceptos que tienden a eliminar a la EMAZA.



La verdad es que, siendo esa una empresa que atiende a las zonas aisladas y que constituye un poder comprador importante, me declaro partidario -no sé si reglamentariamente es factible-, a los efectos de no entorpecer el despacho de la iniciativa, de buscar una fórmula para que el artículo 6º sea separado del resto de las normas a fin de discutirlo con el Ejecutivo, que tiene iniciativa exclusiva en la materia.



No es mi propósito entorpecer la aprobación de la idea de legislar. Sin embargo, no me parece lógico que el Gobierno pretenda terminar con EMAZA, empresa que, con su poder comprador, puede entregar alimentos u otros elementos necesarios en las zonas más aisladas del país, a las cuales no llegan los particulares.



No sé -reitero- cuál es la solución reglamentaria para no tener que votar en contra de la idea de legislar. Y, si el proyecto es aprobado en general, esperamos tener la posibilidad de presentar indicaciones al artículo 6º.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, como representante de una zona minera, quiero comenzar mi reflexión acerca del proyecto anunciando que apoyaré los recursos al FONDEMA.



La semana pasada discutimos aquí acerca del royalty. Existe un fondo especial para las zonas extremas. Sin embargo, estas también, al igual que el resto del país, se benefician de ese derecho. Es decir, todas las Regiones tienen un beneficio; pero, entre las extremas, la Duodécima cuenta además con el FONDEMA.



Yo sostengo que algo similar debe ocurrir con las Regiones mineras. ¿Por qué no pueden disponer de un fondo exclusivamente con cargo a sus recursos mineros -en el caso de las zonas extremas están los hidrocarburos- parecido al FONDEMA?



Las zonas mineras aportan a todo el país.



La semana anterior demostramos que las principales Regiones mineras de Chile exhiben los porcentajes más bajos del royalty. Pero la Duodécima, por ejemplo, dispone del referido fondo especial y, además, de los recursos derivados de la minería.



Creo que a raíz del proyecto relativo a la distribución de los fondos del royalty, que se encuentra en discusión, o las zonas mineras se ven fuertemente privilegiadas, o, de lo contrario, deberá crearse un fondo especial de tales características que se concentre en ellas.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hago presente que para desglosar del proyecto la materia señalada se necesita patrocinio del Ejecutivo.



El Senado podría mandar el oficio correspondiente.



Sin embargo,  por ahora sólo cabe aprobar o rechazar la idea de legislar.

El señor HORVATH.- Aprobémoslo en general, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quiero argumentar en la misma línea seguida por el Senador señor Orpis.



El proyecto en debate contiene un planteamiento distinto de lo que el Gobierno dice habitualmente al resto de las Regiones del país.



Aquí queda en evidencia, entonces, que “cuando se quiere, se puede”.



Es justo -y me alegro por ello- que la gente de la Duodécima Región reciba un beneficio extra, una compensación,  porque vive en una zona extrema y hace un aporte significativo.



Sin embargo, el mensaje del Gobierno, no sólo respecto del royalty, sino también de las patentes mineras, envuelve un aparente beneficio a las Regiones mineras. Porque, por ejemplo, llegado el minuto de entregarles los recursos que les corresponden en función del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, hay un descuento por concepto del pago de aquellas patentes. O sea, en la práctica nos dicen "Les daremos algo”, pero al final eso nunca llega.



A mi entender, con motivo de la iniciativa en debate, debemos hacer una reflexión, totalmente legítima, sobre aquello a que aspiran los habitantes de las Regiones mineras.



Cuando se presentó el proyecto sobre royalty, se nos convenció de que con la extracción de recursos no renovables se hacía más pobres a las Regiones, por lo cual había que compensarlas con un royalty. Sin embargo, en la práctica, esto ha llegado a cifra cero.



Ahora, debo aclarar que no estamos “descubriendo la pólvora”. Porque aquello existió, señor Presidente: hace treinta años, en virtud de la "Ley de Fondos del Cobre", se descontaba una parte de tales recursos para beneficiar a las Regiones que hacían el aporte.



Creo que es el minuto de renovar esa discusión y plantear una medida que es justa para con las Regiones que viven en condiciones mucho más difíciles que las de Santiago.



Hoy día existe en el país un gran debate sobre el Transantiago. Y el Gobierno llega rápidamente al Congreso a "tirar" un proyecto donde pide 290 millones de dólares para ayudar al nuevo sistema de transporte público.



Sin embargo, en Regiones como la Tercera -la representamos con el Senador señor Núñez-, la Primera -representada por el Honorable señor Orpis-, la Duodécima....

El señor GÓMEZ.- Y la mía.

El señor PROKURICA.-…o la Segunda -representada por los Senadores señores Gómez y Cantero- pagamos más caro por los alimentos, por el agua, en fin.



Cuando llega el momento de hacer los aportes, todos somos chilenos, todos somos iguales. Pero a la hora de la repartija, se nos mira de otra forma y se nos mide con una vara diferente.



En mi concepto, se trata de un debate que debemos recuperar, porque no resulta admisible que se siga eludiendo una cuestión evidente.



Nadie se preocupa de los habitantes de la Primera, Segunda y Tercera Regiones, que hacen un enorme aporte al erario con los recursos mineros.



Cuando hay superávit por el precio del cobre, nadie dice de dónde viene. Pero cuando llega el momento de repartir los recursos pertinentes, somos iguales que el resto de los chilenos y no existe ninguna preocupación para que a quienes viven lejos de la Capital, pagan el agua más cara de Chile y subsisten en condiciones difíciles en las zonas más pobres les llegue una compensación.



Lamento que no esté presente el Ministro de Hacienda, porque habría querido expresarle: "Aquí hay un ejemplo de lo que tiene  que hacer con nuestras Regiones".



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Reitero que para desglosar el proyecto se requiere patrocinio del Ejecutivo.



En cuanto al resto, habría que aprobar la idea de legislar. No existe otra alternativa. De lo contrario, alguien tendría que solicitar que la iniciativa volviera a Comisión.

 El señor BIANCHI.-  Por último, señor Presidente, podemos votarla en general.



Pero, en todo caso, tal vez sea pertinente señalar que es lamentable que el Ejecutivo no se encuentre presente en la Sala cuando estamos analizando una materia tan importante y trascendental para la Región de Magallanes.



Y también recojo lo dicho aquí por algunos señores Senadores con respecto al establecimiento de un royalty para las zonas mineras. Porque esa es la realidad que viven hoy nuestras Regiones.



Sin entrar a profundizar sobre el asunto, solo quiero agradecer el ánimo manifestado por todos los señores Senadores, quienes seguramente van a votar a favor de este proyecto, que beneficia a la Región de Magallanes.



Insisto en que se trata de una iniciativa miscelánea, donde se abordan muchas materias, las cuales probablemente entraban su despacho. Y, por desgracia, no podemos pedir aquí su desglose, pues no contamos con la presencia de un representante del Ejecutivo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en la Comisión de Hacienda voté a favor del proyecto y solicité desglosarlo. Por tanto, suscribo la idea expuesta en este sentido, aun cuando creo que sería mejor que dejáramos aprobada la idea de legislar. De lo contrario, estaríamos haciéndonos un autogol.



Al mismo tiempo, debo manifestar que el planteamiento acerca de los recursos obtenidos por el Estado en virtud de los llamados “contratos especiales de operación” con el propósito de motivar al sector privado a invertir en la exploración y explotación de los hidrocarburos de la Región de Magallanes da la razón a otras ideas que se han formulado, algunas de las cuales han sido rechazadas en forma muy enérgica. Pero entiendo que este también es un tipo de royalty, tal como el que yo propuse hace algunos meses con relación a la acuicultura y la explotación de la industria del salmón. De manera que también soy de aquellos que piensan que si se puede en un región también debiera ser factible en otras.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, daríamos por aprobada la idea de legislar.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta técnica. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Soy partidario de la iniciativa, pero quiero dejar en claro que me interesa que se desglose el artículo 6º.



Entonces, yo pregunto: si doy mi asentimiento a la idea de legislar y esta resulta aprobada, ¿significa ello que dicho precepto queda aprobado o permanece abierta la posibilidad de presentar indicaciones, por ejemplo para desglosar?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, la aceptación de la idea de legislar implica aprobar globalmente las materias que consigna la iniciativa.



Por lo demás, no hay otra solución. Mientras no se desglose la parte en cuestión, o se aprueba en general o se rechaza. No existe alternativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Quiero referirme a un asunto reglamentario.



Señor Presidente, lo que sucede aquí es que el Gobierno de nuevo nos pone una trampa, porque manda a tramitación legislativa un proyecto en que lo atinente a EMAZA nada tiene que ver con lo del FONDEMA.



Reitero: esa es una trampa. Porque, a mi entender, todos estamos por aprobar el proyecto en lo concerniente a FONDEMA, pero habrá muy pocos votos para la otra materia.



Ahora, ¿qué pasa si aprobamos la idea de legislar? Todas las indicaciones requerirán el patrocinio del Ejecutivo. De modo que, aprobado en general el proyecto, se acaba la posibilidad de que el Senado intervenga en él.

El señor ÁVILA.- ¡Un cazabobos…!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Perdón, señor Senador, pero en la discusión particular usted podría rechazar artículo por artículo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará en general el proyecto y se fijará como plazo para presentar indicaciones el martes 3 de julio, a las 12.



--Así se acuerda.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro del Interior; a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia al 9 de enero de 2007; a la señora Ministra de Planificación; al señor Ministro de Obras Públicas; al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones; a la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes; a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo; al señor Director del SERVIU de la Región Metropolitana, y al señor Presidente del Directorio del Metro S.A., REITERÁNDOLES OFICIOS SIN RESPUESTA.



Del señor GARCÍA:



Al señor Contralor General de la República, pidiéndole pronunciamiento en cuanto a PRESENTACIÓN ACERCA DE IRREGULARIDADES EN PROYECTO DE RIEGO FINANCIADO POR CONADI EN COMUNA DE CARAHUE (NOVENA REGIÓN) y a LEGALIDAD DE EXIGENCIA DE GARANTÍA PARA REALIZAR TRABAJOS A HONORARIOS EN SECTOR PÚBLICO.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Interior, solicitándole información sobre CONJUNTO DE MEDIDAS COMPROMETIDAS POR DIVERSAS REPARTICIONES PÚBLICAS PARA RESOLVER PROBLEMAS DE REGIÓN DE AISÉN. A los señores Ministro del Interior, Comandante en Jefe de la Armada y Subsecretario de Pesca, pidiéndoles antecedentes respecto de FISCALIZACIÓN POR PERSONEROS DE FUNDACIÓN PUMALÍN EN PISCICULTURAS DE LAGO LLANQUIHUE (DÉCIMA REGIÓN). Al Ministro Secretario General de la Presidencia, a las Ministras de Minería y de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, al Subsecretario de Pesca, al Director Ejecutivo de la CONAMA y al Director del Territorio Marítimo y Marina Mercante, requiriéndoles antecedentes con relación a DERRAME DE PETRÓLEO EN BAHÍA DE SAN VICENTE (REGIÓN DEL BIOBÍO). Y a la señora Ministra de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y al señor Director General de Aguas, requiriéndole información sobre CONTAMINACIÓN DE RÍO MATAQUITO Y DE BAHÍA CORRESPONDIENTE (SÉPTIMA REGIÓN).



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole LISTADO DE PROYECTOS CONSIDERADOS EN PLAN DE INFRAESTRUCTURA PARA COMPETITIVIDAD EN REGIÓN DE VALPARAÍSO (reiteración de oficio) y solicitándole antecedentes acerca de TRABAJOS DE EJECUCIÓN DE TRAMO 2, SECTOR 2, DE "CAMINO INTERNACIONAL RUTA 60 CH"; y a la señora Directora del Servicio de Salud Viña del Mar-Quillota, requiriéndole información sobre POSIBLE HABILITACIÓN DE CENTRO DE SALUD EN LONCURA (todos de la Quinta Región).

)---------------------------(
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, los Comité Mixto (Partido Por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente), Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional no harán uso de su tiempo.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, cedo la palabra al Honorable señor Núñez, quien intervendrá primero.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NÚÑEZ.- Ocuparé unos pocos minutos, porque espero que el Presidente de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, Senador señor Ruiz-Esquide, se refiera más al fondo de un tema que deseamos abordar quienes integramos ese órgano técnico.

VIOLENCIA EN ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES



Señor Presidente, hace pocos días Televisión Nacional de Chile (TVN) exhibió un programa que ha impactado a todas las familias y -creo- a todos los que directa o indirectamente estamos vinculados con el proceso educativo en nuestro país.



Quienes somos profesores, quienes pasamos por el liceo, quienes vivimos la experiencia de los colegios hemos quedado impactados porque la violencia o el bullying se ha instalado como una situación increíble y francamente atentatoria contra el sentido ético y la dignidad que deben tener los seres humanos.



En los colegios de Chile se está desplegando entre los estudiantes una violencia sorprendente, y el Senado de la República no puede quedar impávido ante ella.



Tanto es así que, hace poco tiempo, en la Comisión de Educación, que preside el Honorable señor Ruiz-Esquide, realizamos un seminario -no muy difundido, por desgracia, pero seminario al fin y al cabo- donde tuvimos la posibilidad de conversar y discutir sobre esta materia con importantes especialistas -tanto pedagogos como psicólogos, cientistas políticos y cientistas sociales- que están preocupados por la generalización de este verdadero drama que vive la sociedad chilena y que afecta nada menos que al “futuro de Chile”, como normalmente se denomina a los jóvenes que se hallan en la educación básica y en la media.



Sin embargo, durante el debate que tuvimos en ese seminario nunca imaginamos que la violencia había llegado al límite mostrado por el referido programa televisivo.



Lamento bastante que, a pesar de que muchos Senadores -incluidos, por cierto, quienes integramos aquel órgano técnico de la Cámara Alta- vimos ese reportaje, que nos sensibilizó a todos, no se haya acordado celebrar una sesión especial sobre el tema a petición de nuestra Comisión de Educación.



Por eso, sus miembros tomamos la decisión de hablar en la hora de Incidentes para entregar sólo algunos datos que, en mi opinión, es muy importante consignar, porque demuestran la magnitud del drama que está viviendo la juventud chilena; que están viviendo, a lo mejor, nuestros propios hijos, nietos o bisnietos; que están viviendo las personas más cercanas a nosotros.



Muchos niños -como quedó claramente establecido tanto en el seminario cuanto en el programa de televisión referidos- han señalado que normalmente no transmiten a sus padres la violencia que sufren en los colegios.



Es más: los apoderados o quienes están más cerca de esos niños, hombres y mujeres, normalmente no transmiten a sus más cercanos el nivel de violencia que padecen en los establecimientos donde estudian.



Debo puntualizar, señor Presidente, que tal violencia no sólo se vive en los denominados “colegios municipalizados”, sino que también afecta -tal cual quedó claramente establecido tanto en el trabajo que realizamos (el informe pertinente se encuentra a disposición de todos los señores Senadores) cuanto en el programa de televisión antes señalado- a los niños y niñas de colegios privados, sean subvencionados particulares o privados propiamente tales.



Por lo tanto, este es un problema, no de los pedagogos, ni de los profesores, ni de quienes tienen la responsabilidad derivada del hecho de formar parte de la estructura educativa del país, sino de la sociedad chilena en su conjunto.



Estamos incubando en el seno de nuestra sociedad bastante más violencia de la que jamás se había incubado. Los jóvenes que enfrentan esta situación hoy seguramente tenderán a repetirla en otros estadios del desarrollo de su vida privada. Muchos muchachos que ahora juegan -entre comillas- con violencia mañana van a actuar con ella de manera distinta.



Como he dicho, las cifras son francamente aterradoras y preocupantes.



Por eso, con el acuerdo del conjunto de la Comisión de Educación, solicitamos una sesión especial.



El denominado "Primer Estudio Nacional de Convivencia Escolar", realizado el año 2005 por el Ministerio de Educación con patrocinio y respaldo de la UNESCO, recogió opiniones de estudiantes y docentes, de séptimo básico a tercero medio, de 507 establecimientos municipalizados, particulares pagados y subvencionados. Se cubrió un universo de 41 mil 729 educandos y 6 mil 782 profesores.



Entre los hallazgos destaca lo siguiente: 24 por ciento de los alumnos reportó que en sus establecimientos había muchas situaciones de violencia; 6 por ciento creía que la escuela no es un lugar seguro para ellos; 31 por ciento había sido amenazado o chantajeado alguna vez en su colegio; 61 por ciento había sido robado o le habían roto sus cosas; 30 por ciento declaró que sus compañeros les pegaron alguna vez.



Las agresiones físicas reportadas habían sido más frecuentes en séptimo y octavo básicos que en enseñanza media.



También, eran más comunes en grupos socioeconómicamente más vulnerables.



Y 37 por ciento declara haberle pegado a algún compañero.



Respecto de las percepciones de los profesores: 64 por ciento de los alumnos había sufrido agresiones físicas; 45 por ciento había sido objeto de chantajes o amenazas; 70 por ciento había sido víctima de algún robo o destrozo, y 57 por ciento sufría aislamiento social, rechazo o presión sicológica.



Señor Presidente, reitero que este no es un tema que concierne sólo a los que directa o indirectamente se hallan vinculados al proceso educativo: atañe a la sociedad chilena. Y creo que el Senado de la República tiene la obligación superior, ética, moral y política de alertar a las autoridades y a los padres y apoderados; de ser un factor determinante para que en Chile no se generen situaciones similares a las que se están viviendo en algunos Estados europeos y latinoamericanos, como en México, en donde la violencia forma parte de la vida cotidiana de las personas; de una manera de entender culturalmente la relación con los demás.



Nuestro país no merece ello. Y, a mi juicio, mirar hacia arriba, no tener conciencia de lo que significa la cuestión, puede producir un grave daño a su futuro.



Por esa razón, felicito al Senador señor Ruiz-Esquide, Presidente de la Comisión de Educación, quien permanentemente ha estado preocupado del asunto. Su Señoría fue uno de los que nos interesaron en el seminario que señalé. Creo que desde ese mismo momento formamos parte de aquellos chilenos que entendemos que nos encontramos ante una dificultad particularmente difícil de enfrentar, pero respecto de la cual tenemos la obligación de hacerlo.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, tal como lo ha expresado el señor Senador que me antecedió, este fue un acuerdo que tomó la Comisión a raíz de una visión bastante más amplia que hemos querido dar al estudio de los problemas y proyectos que tienen que ver con la educación chilena.



Estamos absolutamente convencidos de que la manera de enfocar el aspecto educativo de los niños, hoy día, ya no dice relación sólo a preocuparnos de la capacidad de aprendizaje, de cómo mejorar las condiciones para que puedan “aprender a aprender” y, de esa forma, también captar el enorme conocimiento existente en el mundo. Resulta imposible que un muchacho pueda asimilar algo si acaso no le enseñamos primero a recoger mejor la información; si no tiene paz interior; si no existe una técnica moderna apropiada, y, sobre todo, si no entendemos que lo que estamos haciendo es formar y no sólo instruyendo para captar conocimientos que pasan de moda muy rápidamente.



En virtud de ello, la Comisión ha querido considerar distintas materias, fuera de la pura discusión de sus proyectos. Esa fue la razón por la cual organizamos seminarios sobre televisión, sobre derechos y deberes y el que mencionó el Senador señor Núñez, que fue extremadamente positivo y contó con la participación de mucha gente técnica en la situación de los jóvenes. Es lo que nos permitió ocupar ahora tiempo para analizar algunas cuestiones que nos parece que deben tenerse presentes después o traducirse en leyes.



Para ser lo más preciso posible, consignaré que la manera de enfrentar el tema fue invitar a personas de todos los ámbitos del quehacer nacional relacionado con la educación, como el Ministerio, jardines infantiles, sociólogos, miembros de distintas entidades de carácter religioso o filosófico, profesores relevantes.



Algunas experiencias importantes nos llevaron a mantener tres o cuatro horas de discusión, tiempo suficientemente largo como para entender que estamos en presencia de una materia mucho más compleja de lo que se supone y mucho más difícil de resolver que lo que quisiéramos.



Lo segundo que vale la pena precisar -ello fue motivo de nuestros primeros escarceos con la política cuando llegamos al Senado- es por qué se genera la violencia entre los jóvenes.



Y comenzamos trabajando respecto de aquella de carácter personal, para luego entrar a analizar una más grupal, extraescolar. Asimismo, estudiamos qué pasaba con la familia. Y llegamos a ideas más o menos habituales en el mundo entero y que no constituyen una novedad. En cambio, sí lo fue constatar la existencia de tanto maltrato infantil, como lo indican las cifras, al igual que el hecho de que es algo coincidente en todos los países y en todas las clases sociales, siendo las soluciones prácticamente las mismas, en definitiva, en todos los estudios conocidos. Y las consecuencias son prácticamente universales.



Sólo para dar a conocer por qué arribamos a lo que ahora se menciona, debo decir que se ha estimado que hay a lo menos cuatro tipos de violencia y maltrato infantiles: sicológico, sexual, físico y uno del cual nunca se habla, pero que, a mi juicio, es de las razones más profundas de todas las enumeradas: la falta de cariño. No hay un maltrato más doloroso -por decirlo así- y de más consecuencias negativas que aquel que los niños entienden o sienten producto de una actitud de esa índole hacia ellos desde muy temprana edad. Y ello vale desde los últimos meses del embarazo y, también, desde los primeros meses del neonato.



¿Qué significa esto? Que el niño resiente más -para señalarlo en una frase- que su padre no le hable a que le pegue.



Entonces, se llega a la importante conclusión de que, mientras más temprana es la edad del agravio, más fuerte es la violencia con que el muchacho resiente la falta de cariño, reaccionando finalmente contra quien lo ofende.



Otro elemento clave es comprender que la violencia genera violencia.



La gran mayoría de los pediatras, neurólogos -sobre todo, en Canadá, como lo hemos dicho-, tienen muy claro que las razones para que la gente reclame por acciones violentas de niños de 10, de 12, de 15 años, derivan del maltrato de que estos han sido objeto desde muy pequeños.



En ese cuadro surge la información, al principio desechada, pues se consideró que no tenía ninguna importancia.



Sólo como anécdota, hago presente que, cuando dimos a conocer las primeras cifras -junto a otros entonces Senadores-, hacíamos referencia a 5 ó 7 por ciento de niños maltratados. Algunos sociólogos nos dijeron que eso era poco menos que hacer terrorismo social, porque en Chile no podía registrarse tal situación. En la actualidad, como se ha dicho, las cifras son altísimas y todos somos conscientes de que existe todavía un maltrato no visible.



Para llegar a lo de hoy, lo que sucedió en los últimos tiempos es que, de repente, nos dimos cuenta de que, al estudiar los cambios en los momentos educativos; al empezar a hablar de la vulnerabilidad, de la necesidad de contar con mayores recursos, de las razones por las cuales la educación -a pesar de todo el gasto que ha involucrado- no funcionaba en forma apropiada, de por qué un mismo grupo humano podía ser adecuado para algunos y malo para otros, se llega a la conclusión de que ahora el maltrato se halla focalizado en el sector más violento de la etapa juvenil: llámense "pingüinos", "alumnos más díscolos" o de otro modo. Es decir, se trata de personas jóvenes que responden al último factor que quería señalar, cual es el de la reacción frente a la violencia externa, aunque no caiga sobre ellas.



Las experiencias demuestran, de manera palmaria, que un niño puede ver, a la edad de 14 ó 15 años, aproximadamente unos 10 mil a 12 mil asesinatos en la televisión chilena. En Estados Unidos, la cifra es de alrededor de 15 mil. Pero lo que observa es, además, muy distorsionador, porque esa violencia se presenta como un acto de reacción y de cierta justificación. Y, por tanto, sería casi legítimo, digno y permitido. Mas ¿dónde se produce la interferencia para captar bien lo que está sucediendo? En el hecho, señores Senadores, de que de alguna forma el niño filtra la información y no es capaz de distinguir, cuando se comete un agravio -en el cine o la televisión-, si este se justifica o no. 



Un muchacho, en una de las últimas reuniones realizadas, señalaba: "Mi papá me decía que antiguamente el jovencito -los buenos, los que hacían justicia por la vía violenta- andaba en caballo blanco y siempre mataba sólo a los malos". Hoy día montan caballos negros y nadie sabe si están matando al bueno o al malo.



Entonces, se origina una exacerbación respecto de cómo se debe responder, y a la violencia la sigue otra mayor, en relación con el agravio inicial. Y vamos en una escalada que termina en lo que hemos visto, lo cual es francamente increíble.



De otro lado, antes de formular algunas proposiciones por acuerdo de la Comisión, quiero señalar que no hemos atacado la violencia infantil de manera adecuada, entre otras cosas, porque no ha habido consenso en cómo hacerlo. Se han celebrado muchas reuniones, mas, en definitiva, lo que sucede es que no se coincide acerca de cómo utilizar la justicia en materia juvenil -acabamos de aprobar varias leyes en ese ámbito- y durante mucho tiempo hemos discutido sobre cuál es el nivel de reprobación que debe merecer el niño, cómo se debe proceder, en qué forma se trata la violencia, cuánto encierro se contempla, etcétera. 



Pero, además, no hemos permanecido analizando a fondo cuáles son los factores que implican una mayor generación de violencia. Por ejemplo -sólo por nombrarlos y sin entrar a analizarlos-, no cabe ninguna duda de que están directamente relacionados con la manera en que una madre enfrenta el embarazo. La violencia familiar que se puede ejercer contra ella se traspasa directamente al hijo, desde muy temprana edad -prácticamente, al cuarto o quinto mes de gestación-, y luego se mantiene hasta por uno o dos años. Y una criatura que vive en un vientre materno forzado por la violencia, por el miedo, en una suerte de contexto hormonal absolutamente temeroso, termina siendo un niño amargado, violento, con gran respuesta al maltrato, y, por tanto, su nivel hormonal lo hace más sensible y responde de manera brutalmente fuerte frente a situaciones que a otros jóvenes, a otros niños, no los hacen reaccionar de la misma manera.



En segundo término, el ambiente familiar. A mayor violencia en ese plano, mayor violencia con la que el niño responde posteriormente.



Tercero, el ambiente que se da en el colegio, tal cual lo estamos viendo en el caso que se ha tratado.



En cuarto término, la visualización de la violencia por la vía de los medios de comunicación.



También se debe considerar la sensación de violencia familiar, aunque el niño no la ejerza ni la sufra. La visión del maltrato entre padre y madre o entre convivientes le causa el mismo efecto que si recayera en él mismo. Y se genera, entonces, como es habitual, una gran ira contra el padre. O también contra la madre. No nos olvidemos de la vieja novela española titulada “Hombre que se casó con mujer brava”; vale decir, ella era la que producía la violencia. Y es algo que hoy sigue ocurriendo en Chile.



En ese marco analizamos el tema, como decía, con todos nuestros invitados, personas de extraordinario nivel profesional, más allá de nombrarlos o de saber a qué institución pertenecen.



En resumen, ¿cómo enfrentamos la situación, por lo menos dentro de ciertos márgenes?



Desde luego, cabe recoger la realidad que se vive hoy y lograr que tanto la autoridad como la sociedad, en su conjunto, entiendan que esta materia nos compete a todos. Que el problema no es sólo del padre alcohólico, sobre la base de que el alcoholismo genera una respuesta o un rechazo muy fuerte.



Como contexto general, la sociedad tiene que internalizar la idea de que el maltrato, la muerte, el abuso de cualquier naturaleza no están en el ser de Chile.



Y lo señalo de una manera muy simple y rápida, pero también con mucha fuerza. Porque advertimos cada vez más que la sociedad se guía por los parámetros que se observan en los programas televisivos y que la violencia empieza a introducirse como un factor natural, habitual, dentro de nuestras vidas.



A contrario sensu de lo que pasaba en otro tiempo, hoy se aprecia en la relación de los niños con su medio, es decir, con muchos de sus amigos y con parte de su sociedad, que lo que más importa es asimilarse a la imagen del duro. Quien no es capaz de responder con reciedumbre y de golpear antes que argumentar, pasa a ser una persona despreciable, débil, muy mal comprendida entre sus pares.



Y se plantearon las siguientes propuestas:



1.- Enmarcar la discusión del tema en el ámbito de la Declaración de los Derechos del Niño, en la cual se reconoce a los niños como sujetos de derecho y, por tanto, titulares de las garantías fundamentales.



2.- Abordar la violencia desde la educación preescolar, ya que, en materia de maltrato infantil, se arguyó que no puede existir una actitud pasiva por parte de la autoridad, en la medida en que se podrían generar graves consecuencias en el desarrollo del niño, como individuo y como sujeto social.



3.- Generar políticas públicas ligadas a la familia, a los establecimientos educacionales y a la comunidad, a fin de externalizar el problema del maltrato, para conversarlo y discutirlo, así como generar espacios, escuchar a los niños e implementar estrategias de autocuidado.



4.- Incorporar en la normativa el aseguramiento de la convivencia escolar, puesto que se reconoció que en esta materia existe un vacío en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza,  ya que no se está asegurando que nuestros niños se desenvuelvan en un ambiente seguro y de paz.



5.- Promover, por parte de la autoridad, la convivencia, la participación y la democracia en las escuelas, mediante la implementación de programas que fomenten la cultura del buen trato.



Sólo quiero señalar que vienen ahora las nuevas modificaciones y una serie de datos e indicaciones que creo que pueden ayudarnos a lograr el objetivo perseguido.



Como anécdota: en el Senado se presentaron hace más de diez años algunos proyectos de idea para introducir el buen vivir y el estudio de los derechos humanos en el currículo escolar. Ello se postergó por distintas razones, sobre la base de que se concretaría después, y, en definitiva, nunca se hizo.



6.- Diseñar programas de reparación -constituyen otra forma de interrumpir los circuitos de violencia- y trabajar con víctimas y victimarios para promover la reparación del mal causado, con el objeto de que no se repita ese patrón de conducta.



7.- Fomentar programas preventivos, los que deben comenzar en una época temprana de la vida.



8.- Elaborar un sistema de detección temprana de la agresión.



9.- Modificar los sistemas de evaluación que se aplican a la comunidad escolar, ya que únicamente se mide el aprendizaje y no se evalúa la emocionalidad de nuestros alumnos.



10.- Abordar el matonaje en forma sistémica y no a través de acciones aisladas, y



11.- Asumir que la violencia no es sólo un problema de la educación, sino también de la salud, de la justicia y de la vivienda, porque es un problema de toda la comunidad.



Eso es lo que quería informar, señor Presidente.



Con los demás miembros de la Comisión de Educación, deseamos hacer una presentación completa sobre el tema, que, tomando en cuenta la iniciativa planteada hace un tiempo por el Senador señor Navarro, tratará de considerar las mejores posibilidades legales, reglamentarias y de enseñanza para los niños.



En resumen, este es un drama para todos, pues la relación entre maltrato y delincuencia es absolutamente lineal. En Canadá, por ejemplo, el 60 por ciento de los grandes criminales denota en sus interrogatorios un problema de violencia temprana, de cualquier naturaleza.



Nos alegraremos si con esta presentación ayudamos a que el asunto adquiera una presencia más permanente y a fondo dentro del Senado, una de las instituciones que abren espacios a la discusión de los grandes temas.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en todos los rincones de Chile y, particularmente, en muchos establecimientos educacionales hemos conocido a diario situaciones que no parecían ser parte del quehacer educativo. Sin embargo, existen. Me refiero al acoso escolar o bullying (en inglés), que es una forma de acoso sicológico perpetrado por un niño que es o se siente de alguna manera superior a los demás en una escuela.



Literalmente, el término inglés bully significa “matón o agresor”. En ese sentido, se trataría de conductas que tienen que ver con intimidación, tiranización, aislamiento, amenaza, insulto, sobre una o más víctimas, casi siempre cometidas lejos de los ojos de los adultos, con la intención de humillar y de someter abusivamente a una persona indefensa.



Todos los especialistas distinguen entre acoso directo, que es la forma más común entre los niños, y acoso indirecto o agresión social, que resulta más difícil de detectar y suele darse con mayor frecuencia entre las niñas y, en general, a partir de la preadolescencia.



Existen ejemplos concretos de cómo el acoso escolar, sin supervisión adecuada o nula de parte de los docentes, puede establecerse en cualquier rincón del colegio.



Habitualmente, los casos de bullying se dan entre alumnos cuyas edades van de los 6 a los 17 años. Pero la edad de mayor riesgo en la aparición de la violencia se sitúa entre los 11 y los 15 años. 



Por la importancia del tema, en el próximo debate que esperamos que se produzca en el país se deberán considerar propuestas legislativas, pero también acciones concretas.



¿Cuándo es posible hablar de un acto de acoso escolar?



1. Cuando un niño o una niña se relaciona con un compañero o una compañera mediante insultos, poniéndole sobrenombres irónicos o ridículos, burlándose de él o de ella, amenazándolo, tirándole sus cosas, pegándole o diciéndoles a otros que no se junten con él o con ella, etcétera.



2. Cuando en el patio, en el recreo, en los pasillos, en los servicios o en la propia clase, compañeros o compañeras se burlan o se ríen de otros, y luego achacan esto a un juego o a una pachotada.



3. Cuando niños o niñas les dicen a los demás que no le hablen a otro compañero o compañera, para que no tenga amigos ni amigas, o acusan a alguien falsamente de algo.



4. Cuando un chico o una chica abusa de su fuerza física, adopta actitudes matonescas, o pega o amenaza a otro compañero o compañera que no es tan fuerte o a quien le da vergüenza enfrentarse con él o con ella y siempre calla y aguanta (“se la traga para adentro”).



5. Cuando un grupo de niños o niñas levanta rumores falsos sobre un compañero o una compañera, simplemente porque no quiere salir con ellos o porque no está dispuesto a hacer lo que ellos quieren, ni soportar sus cosas. Y empieza a perder a sus amigos.



No hay que confundir estas situaciones con los típicos altibajos en las relaciones entre adolescentes o preadolescentes. Los conflictos y las malas relaciones existen. Sin embargo, la continuidad, la permanencia de las conductas, es lo que determina la ocurrencia del problema.



Para prevenir y atajar de manera conveniente tales situaciones, hay que dejar de pensar que “todo esto es normal entre escolares” o que “sólo se trata de bromas”.



Cabe dar cuenta de algunos mitos acerca del acoso o intimidación escolar.



¿Qué se dice?



1. “Estos hechos han sucedido siempre y no pueden cambiarse”. Esta creencia incide en que “no se intervenga” en la búsqueda de una solución.



2. “Estas agresiones son cosas de niños”, como sinónimo de poco importantes. Las edades clave en que se dan tales abusos van de 10 a 15 años. Hay un primer tramo, de 10 a 12, donde se comienzan a fraguar relaciones interpersonales de manera importante. En ese periodo los casos son muy frecuentes. De 12 a 15 años se dan menos, pero son más graves, más violentos.



3. El síndrome de Estocolmo del menor. La sintonía interna con el bully se da cuando los iguales o el adulto testigo asumen en su interior esa inmoralidad, miran para otro lado y la víctima queda sola. Se tiende a evitar sentirse responsable de la agresión, ser parte de ella.



4. La violencia en los centros educativos es “una respuesta a una provocación”. Si hay una pelea, se entiende que hubo una provocación. Esta argumentación, particularmente entre testigos, sean profesores u otras personas, es sinónimo de: “Algo habrá hecho”, “Se lo buscó”, “Así se hace hombre”. Esta idea es muy peligrosa, porque a la víctima se le castiga y, más encima, se considera como una virtud su condición de agredido. Es decir, recibe una doble agresión. Se cree que el que pega y acosa pasa a ser una persona de mayor aptitud moral.



5. El agresor no mide las consecuencias de sus actos, no tiene capacidad responsable. La mayoría de las veces, el agresor sabe lo que está haciendo y que eso está mal. El punto se halla suficientemente estudiado. No se trata de un burro, de un joven inconsciente, sino de alguien con una mentalidad que podríamos calificar de “un poco maquiavélica”, porque -por supuesto, sin conocer a Maquiavelo- existe una autojustificación y una conciencia de la acción que se realiza.



6. No notamos nada. Parecen felices. Normalmente, los padres no se enteran de estas situaciones, y si lo hacen, es en forma accidental. Como el niño no explica en la casa sus problemas, los padres tienden a no preguntar, a ignorar, a no preocuparse y, en caso de detectar algo, a justificarlo como un hecho pasajero.



Como los protagonistas (los agresores) saben que se trata de una conducta prohibida e indecente, procuran ocultarla. Generalmente, se incurre en ella en sitios alejados de la escuela o fuera de la vista de los adultos. Sin embargo, el que los mayores no vean esto no significa que no ocurra. Las agresiones existen.



7. Los profesores “no se enteran” de la ocurrencia de esos incidentes. Quiero decir, responsablemente, que los docentes saben o intuyen lo que está pasando, pero “muchos” minimizan el problema o carecen de técnicas para la resolución de conflictos.



Nuestros profesores no se encuentran preparados para enfrentar este fenómeno. Cuando a principios de los noventa la cobertura de enseñanza media fue aumentada de 82 u 83 por ciento a casi 94 por ciento -lo cual motivó felicitaciones por parte del Ministerio-, lo que se hizo fue llevar a las aulas a menores de entre 14 y 18 años, que estaban en las esquinas y presentaban problemas familiares y conductuales. Eran salas con más de 40 estudiantes, a cargo de profesores que carecían de técnicas de manejo de conflictos. El mayor aumento de la cobertura de enseñanza media en los últimos 16 años se debe a que se rescató de la calle y se llevó a las escuelas a niños con problemas de conducta. Pero no se dieron herramientas concretas para enfrentar la conflictividad al interior de los establecimientos.



Eso fue lo que pasó. 



Muchos niños estaban fuera por tener problemas. Y dentro del colegio las dificultades persistieron y se agravaron, debido a que los profesores carecen de los instrumentos adecuados.



8. Los afectados son niños problemáticos. Otro mito. Claramente, culpar al niño agredido resulta la más favorable y fácil de las tesis.



9. El síndrome del chivato, según señala la legislación española. Los compañeros miran para otro lado cuando se producen las agresiones físicas. En Chile y también en España, más del 85 por ciento de los alumnos se entera de estas acciones. Todo el curso lo sabe. Se trata de un fenómeno en el cual se busca culpabilizar al niño castigado por la agresión recibida.



10. “No es para tanto…”, se expresa muchas veces.



Al revisar otras realidades, se observa que ha habido casos extremos. En Estados Unidos, en Suecia, por ejemplo, se ha llegado al suicidio y al asesinato colectivo como respuesta a la amenaza o como venganza.



11. “Ya se pasará. Todos hemos pasado por esto”. La violencia deja huellas en todo el mundo, no sólo en la víctima. En los agresores, estas son muy importantes a corto, mediano y largo plazo. Pero también en los testigos. No obstante, deja más secuelas en quien recibe la agresión. Por lo tanto, el sujeto -en este caso, el niño o la niña objeto del acoso- tendrá una marca sicológica permanente en su vida.



12. El bullying escolar va en aumento. Así lo revelan las cifras entregadas por el Honorable señor Núñez y lo planteado por el Senador señor Ruiz-Esquide. Las encuestas muestran claramente que se registra una presencia abismante de violencia al interior de los colegios. Y ha llegado la hora de enfrentarla.



Alrededor del 30 por ciento de los alumnos declara que sus compañeros les han pegado alguna vez, según el Primer Estudio Nacional de Convivencia Escolar (2005), desarrollado por el Ministerio de Educación en conjunto con la UNESCO. 



El fenómeno, por cierto, existe.



En tal sentido, el acosador de hoy puede ser el maltratador de mañana. La obligación de padres, profesores y miembros de la comunidad escolar es evitar que la violencia germine y enfrentarla cuando aparezca.



Muchos padres preocupados en sus casas se preguntan qué hacer. La recomendación internacional es aplicar un test de conductas para detectar acciones agresivas. Se sugiere:



-Preguntar al niño qué le ha pasado;



-Buscar la ayuda de la maestra o del profesor;



-Pedir a los administradores de la escuela que cuenten lo que sucede dentro del colegio, en el patio;



-Estimular al niño, no para que se defienda mediante el uso de su propia fuerza, porque eso genera más agresión, sino para que dé cuenta a los superiores cuando es agredido;



-Ayudar al niño a practicar qué decirle al intimidador, cómo afrontar la situación con personalidad, con respuesta propia, cuando el maltrato procede de un par.



Por eso, señor Presidente, se hace necesario consagrar este conjunto de definiciones, experiencias, en un cuerpo legal que permita enfrentar la problemática en análisis.



Conforme al Primer Estudio Nacional de Convivencia Escolar, el 28 por ciento de los alumnos confiesa haber recibido insultos y el 9 por ciento señala ser golpeado frecuentemente. 



Además, el Estudio revela que la mayoría de los profesores (80 por ciento) considera estar de acuerdo en que los conflictos en su establecimiento se resuelven en forma justa. Y el 70 por ciento de los educandos concuerda con dicha información. Es decir, nuestra comunidad escolar cree que se está solucionando el problema.



Por otra parte, los profesores (70 por ciento) y los estudiantes (74 por ciento) consideran que deben tomarse medidas más estrictas con los alumnos que causan problemas. Son los educandos quienes más las solicitan.



Se debe autosincerar la situación en la escuela, porque se tiende a ocultar. El 94 por ciento de los docentes declaran resolver sus conflictos principalmente por la vía del diálogo, frente al 73 por ciento indicado por los alumnos.



A nuestro juicio, todos estos antecedentes ameritan un abordaje legislativo. Combatir el acoso o intimidación escolar no sólo debe ser una política de Estado; también tiene que llevarse a cabo al interior de la escuela y del hogar. La convivencia pacífica debe primar. 



Por eso, proponemos agregar en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza el siguiente inciso: “El derecho a la educación incluirá el derecho a la convivencia pacífica, integrada y libre de violencia física y psicológica entre los miembros de la comunidad educativa.”.



En la Comisión de Educación esperamos dar cuerpo a un proyecto que permita el manejo del conflicto -no su erradicación total, porque eso forma parte de un proceso cultural mucho más largo- para enfrentar el problema sin ocultarlo ni minimizarlo como lamentablemente estamos haciendo hoy día.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por no haber más asuntos que tratar, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:49





Manuel Ocaña Vergara,





  Jefe de la Redacción 
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ACTAS APROBADAS

SESION 21ª, ORDINARIA, EN MARTES 5 DE JUNIO DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos Weber y de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar Sanz y el señor Subsecretario de Planificación, don Gonzalo Arenas Valverde.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones decimonovena y vigésima, ambas ordinarias, de 15 y 16 de mayo de 2.007, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República, con los que da inicio a los siguientes proyectos de ley:



1) El que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, con el objeto de ampliar límites de inversión en el extranjero de los Fondos de Pensiones (Boletín N° 5.082-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



2) El que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz (Boletín N° 5.068-10).



-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas y a la de Hacienda, en su caso.



3) El que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).



-- Pasa a las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y a la de Hacienda, en su caso y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Diecisiete de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:



Con los ocho primeros, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal (Boletín N° 669-01).



2) Proyecto de acuerdo relativo a la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (Boletín N° 1.265-10).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, otorgando a la mujer y al marido iguales derechos y obligaciones (Boletín N° 1.707-18).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto de Propiedad Industrial y modifica otras disposiciones legales (Boletín N° 2.469-03).



5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby (Boletín N° 3.407-07).



6) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece regalía minera ad-valorem y crea Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín N° 3.588-08).



7) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (Boletín N° 4.030-04).



8) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la figura de las personas competentes y crea la comisión calificadora de competencias en recursos y reservas mineras (Boletín N° 4.065-08).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los seis siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en memoria de los fallecidos en la tragedia de Antuco (Boletín N° 3.882-04).


2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios (Boletín Nº 3.968-12).


3) Proyecto de ley que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (Boletín N° 4.361-11).


4) Proyecto de ley, que establece beneficios para el personal del Sector Salud.  (Boletín Nº 4.545-11).


5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica normas relativas al subsidio familiar y a la adopción (Boletín N° 4.812-13).



6) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversas normas sobre remuneraciones de los funcionarios municipales (Boletín N° 4.900-27).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el decimoquinto y el decimosexto, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para el despacho, en todos sus trámites constitucionales, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio N° 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989 (Boletín N° 233-10).



2) Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).



-- Se tiene presente las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último, comunica el retiro de la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (Boletín N° 3975-13).


-- Se tiene presente y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual comunica, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Constitución Política de la República, que se ausentará del territorio nacional, en las fechas que a continuación se señalan, con el propósito que en cada caso se indica:



El día 27 de mayo en curso, a las 13.00, en vuelo hacia el continente europeo, arribando el día 28 de mayo, del actual año, a las 21.00 horas;


Los días 28 y 30 de mayo del presente año, visita de Estado, en la ciudad de Helsinski, República de Finlandia;



Los días 30 y 31 de mayo del actual año, visita oficial en la ciudad de Oslo, Reino de Noruega;



Los días 1 y 4 de junio del año en curso, visita de Estado y participación en la Reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, en las ciudades de Berna y Ginebra, respectivamente, Confederación Suiza, y 



El día 4 de junio, en vuelo hacia el continente americano, arribando a territorio nacional a las 13.50 horas del día 5 de junio del presente año.



Finalmente, agrega que, durante su ausencia, será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Belisario Velasco Baraona, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la Carta Fundamental.



--Se toma conocimiento.



Tres de la Excelentísima Corte Suprema:



Con los dos primeros, emite su parecer respecto del proyecto de ley que introduce diversas adecuaciones al Código de Procedimiento Civil (Boletín N° 4.979-07) y sobre la iniciativa legal que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la Ley N° 19.968, que establece los Tribunales de Familia (Boletín 4.438-07).



-- Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el tercero, da respuesta a un oficio remitido en nombre de diversos Honorables señores Senadores en relación con la implementación de la ley N° 20.084, sobre Responsabilidad Penal Juvenil.



-- Queda a disposición de los Honorable señores Senadores.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Orpis, en relación con la pavimentación de la Ruta Tambo Quemado, que une las ciudades de Arica, La Paz y Cochabamba.



-- Queda a disposición de los Honorable señores Senadores.



Diez del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, envía copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el proyecto de ley que modifica diversas disposiciones del Código de Procedimiento Civil (Boletín Nº 3.934-07).



-- Se toma conocimiento.



Con el segundo, tercero y cuarto, remite copia autorizada de las sentencias dictadas respecto de la acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 559 y 560, N° 2 del Código Orgánico de Tribunales, del artículo 61 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y del artículo 37 de la ley N° 20.000, respectivamente.



-- Se toma conocimiento.



Con el quinto, sexto y séptimo, comunica que ha acogido a tramitación sendos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de los artículos 450, inciso primero, del Código Penal, 299, N° 3 y 431 del Código de Justicia Militar y 509 del Código Procesal Penal, decretándose, a su respecto, remitir copia al Senado, con el fin de que en el plazo de diez días, presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



--Se toma conocimiento y se remite los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el octavo y el noveno, remite copia autorizada, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 42 de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, de los requerimientos de inconstitucionalidad referidos al proyecto que modifica la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracción a la ley penal (Boletín N° 4.197-07) y respecto del que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, sobre subvenciones a establecimientos educacionales y otros cuerpos legales (Boletín N° 3.953-04).


Con el décimo, remite copia de las resoluciones recaídas en el requerimiento de inconstitucionalidad referido al proyecto que modifica la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracción a la ley penal (Boletín N° 4.197-07), mediante las cuales prorroga el plazo de 10 días establecido en la Constitución Política de la República para resolver dicho requerimiento y fija una audiencia para escuchar alegatos.



-- Se toma conocimiento.



Cuatro del señor Ministro del Interior:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la preparación de los organismos pertinentes ante la eventualidad de maremotos en las costas chilenas.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Vásquez, a través del cual reitera su petición en orden a que en los actos, ceremonias y eventos de carácter público-estatal que requieran de asistencia religiosa, se considere la presencia de pastores evangélicos.



Con el tercero, da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Cantero y Horvath, en que solicitan el respaldo del Ejecutivo al proyecto de ley que regula honores a los grandes servidores.



Con el cuarto, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a posibles represalias para los integrantes del Concejo Municipal de Osorno al denunciar hechos delictuales.



Dos del señor Ministro del Interior subrogante, con los cuales da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con la reingeniería de la Oficina Nacional de Emergencia, el  establecimiento de áreas de riesgo en cada comuna del país y acerca de los planteamientos formulados acerca del terremoto ocurrido en la zona de Aysén. 



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con la posición del Gobierno chileno frente a la situación  del Sahara Occidental.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a la eliminación del impuesto de timbres y estampillas a los créditos hipotecarios otorgados para adquirir inmuebles nuevos que indica.



Con el segundo, da su opinión sobre el proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, relativo a la solicitud de incremento de los recursos del Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE) (Boletín N° S 946-12).



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de las políticas públicas para incorporar al mundo laboral a las personas discapacitadas.



Dos de la señora Ministra de Educación, por medio de los cuales responde igual número de oficios enviados por el Honorable Senado en que comunica la aprobación de sendos proyectos de acuerdo, uno en relación con la próxima conmemoración, el día 21 de diciembre, del centenario de la matanza registrada en la Escuela Santa María de Iquique (Boletín N° S 930-12) y el segundo referido a la repatriación de los bienes que conforman el legado cultural de Gabriela Mistral (Boletín N° S 934-12).



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero y el segundo, da respuesta a dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca del establecimiento de una unidad especial para analizar los caudales de diseño y períodos debidos al cambio climático y en relación con los problemas de navegación existentes entre Puerto Chacabuco y Puerto Montt, respectivamente.



Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Vásquez, relativo a los problemas de infraestructura del Centro Penitenciario de Temuco.



Con el cuarto, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, sobre la situación de la Ruta L-665 Ajial-Santa Delfina y la pavimentación de los accesos a la comuna de Retiro, en la VII Región.



Con el quinto, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Chadwick, en relación con la pavimentación de las calles Santa Eugenia, Arturo Prat y La Carlina de la comuna de Chimbarongo.



Con el sexto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a la reparación del puente ubicado en el sector de Las Vertientes, en la comuna de Freire.



De la señora Ministra de Salud, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en cuanto a regular la exposición a ondas electromagnéticas.



Tres de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido al proyecto “Mejoramiento Camino Troncal Quillota-La Cruz-La Calera”.



Con el segundo, da respuesta a un oficio remitido en nombre de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Naranjo y Sabag, en relación con la facultad de los municipios de conceder certificados de regularización de construcciones y determinar los derechos municipales correspondientes.



Con el tercero, responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, acerca de la nómina de los terrenos expropiados en la ciudad de Iquique entre enero del 2003 y mayo del 2006.



Dos del señor Ministro de Agricultura:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Coloma, en relación con el crédito concedido a la empresa “Comercial Entre Ríos Limitada”, de la zona de Santa Rebeca de Teno.



Con el segundo, contesta diversos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de la creación de un “Fondo de Tierras” para atender los requerimientos de los pequeños campesinos.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el establecimiento de un nuevo plazo para la determinación de la norma sobre televisión digital.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, por el que contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la declaración como Santuario de la Naturaleza del Humedal Laguna de Cartagena, ubicado en la comuna del mismo nombre, V Región.



Del señor Comandante en Jefe de la Armada, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del accidente del trabajo acaecido en la embarcación que señala en el puerto de Coronel.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con el atentado perpetrado a helicópteros de la Forestal Mininco, en el sector de Lleu Lleu, VIII Región.



Del señor Subsecretario del Trabajo, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, en relación con las condiciones laborales de las manipuladoras de alimentos que dependen de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.



Del señor Presidente de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Valparaíso, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, referido a diversos aspectos concernientes al caso judicial relacionado con el señor Michel Chamás.



Dos de la señora Intendenta de la VIII Región, mediante los cuales responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la implementación y funcionamiento del Relleno Sanitario Santa Alicia, de la Empresa Servicios Vertedero Los Maitenes S.A., en el sector Parque Patagual de la comuna de Coronel y acerca del atentado perpetrado a helicópteros de la Forestal Mininco, en el sector de Lleu Lleu, respectivamente.



Del señor Intendente de la IX Región, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, en relación con el estado de avance de las obras de mitigación destinadas a disminuir los efectos de una eventual erupción del Volcán Villarrica.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la II Región, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en relación con los problemas derivados de la atención médica de persona que indica.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la V Región, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, acerca del cierre de los actuales vertederos existentes en esa Región.



De la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, por el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a posibles irregularidades cometidas en el proceso de licitación de la “Convocatoria para el desarrollo de proyectos de ecoturismo en áreas silvestres protegidas por el Estado”, durante el año 2005.



Del señor Director Nacional del Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, en relación con el otorgamiento de beneficios a los pequeños agricultores que realizan otra actividad económica complementaria a la agricultura.



De la señora Directora Nacional de Pesca, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la comercialización del recurso salmón en toda época del año.



Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la IX Región, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a los efectos producidos por el desborde del canal Pochochingue, en el sector de Chillancito, comuna de Angol.



De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con los cortes de energía eléctrica que han afectado a la XI Región.



Del señor Superintedente de Seguridad Social subrogante, con el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referido a la calificación de ciertas patologías como enfermedades profesionales.



Del señor Secretario Ejecutivo del Comité Interministerial para el Desarrollo de las Zonas Extremas, a través del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la interrupción de la energía eléctrica en la comuna de Las Guaitecas.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro de Obras Públicas, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, acerca de la cesión de terrenos para la construcción de un nuevo puente San Pedro, en la comuna de Osorno.



De la señora Jefa de Gabinete de la señora Ministra de Salud, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Cantero y Prokurica, en relación con  los medicamentos internados al país a través del Ministerio de Relaciones Exteriores.


Del señor Gerente General de Aguas Andina S.A., por el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, en relación con el proyecto de saneamiento ambiental “Planta de Tratamiento de Aguas Servidas”, de la localidad de Lonquimay.



--Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Economía e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al decreto ley Nº 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE) (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 4.363-03).



De las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de la de Hacienda, recaídos en las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria de los fallecidos en la tragedia de Antuco (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 3.882-04).



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incluye en la ley Nº 19.962, sobre eliminación de ciertas anotaciones prontuariales, a los condenados por tribunales ordinarios (Boletín Nº 4.348-17).



-- Quedan para tabla.

Mociones



Del Honorable Senador señor Orpis, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.913, con el fin de sancionar a las personas jurídicas que ejecutan actos de lavado de dinero y blanqueo de activos (Boletín Nº 5.067-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Dos de la Honorable Senadora señora Alvear, por medio de las cuales da inicio a las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de reforma constitucional para garantizar el acceso universal e igualitario a la pensión de vejez (Boletín N° 5.087-07)



-- Pasa a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Trabajo y Previsión Social.



2) Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, Ley de Tránsito, con el objeto de aumentar la sanción por conducir vehículos a alta velocidad de acuerdo al exceso en que se incurra (Boletín N° 5.088-15).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Del Honorable Senador señor Bianchi, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil declarando inembargables los bienes básicos para el funcionamiento de las micro, pequeñas y medianas empresas hasta el valor de ciento cincuenta unidades tributarias mensuales (Boletín N° 5.089-07). 



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaraciones de Inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Escalona y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley sobre grado y escalafón de los Conservadores de Bienes Raíces.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, en virtud de lo dispuesto en el N° 4 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, al modificar las remuneraciones de los trabajadores que indica.



Moción de los Honorables Senadores señores Orpis y Flores que modifica la ley N° 20.062, con el objeto de regularizar ocupaciones de terreno fiscal en el borde costero de la Región de Tarapacá. 



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 10 del artículo 63 y en el inciso tercero del artículo 65, ambos de la Constitución Política de la República, al regular la enajenación de los bienes del Estado.

Proyectos de Acuerdo



De diversos Honorables señores Senadores, mediante el cual solicitan que el Gobierno de Chile exprese su rechazo a toda forma de prisión por motivos políticos o ideológicos en Cuba (Boletín N° S 963-12).



De los Honorables Senadores señores Naranjo, Muñoz Barra, Sabag y Vásquez, con el que requieren que el Senado exprese su inquietud por la no renovación de la concesión de Radio Caracas Televisión, y que el Gobierno de Chile haga llegar estas preocupación a diversas entidades (Boletín N° S 964-12). 



De diversos Honorables señores Senadores, mediante el cual solicitan que se de a conocer el pensamiento del Senado acerca de la situación de Venezuela y su relación con la “Cláusula Democrática” (Boletín N° S 965-12).



-- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria. 

Comunicación


Del Honorable Senador señor Orpis, mediante la cual comunica que viene en retirar el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.913, con el fin de sancionar a las personas jurídicas que ejecutan actos de lavado de dinero y blanqueo de activos (Boletín Nº 5.046-07), del que se dio cuenta el día martes 15 de mayo del presente año, en la Sesión 19a, ordinaria, en razón de que ha presentado una nueva iniciativa sobre esta materia.



-- Se manda archivar.

_______________
ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece beneficios para el personal del Sector Salud (Boletín Nº 4.545-11), hasta las 18 horas del día de hoy.



2) Ampliar los plazos para presentar indicaciones respecto de las siguientes iniciativas:



a.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (Boletín N° 3.507-13), hasta el día 11 de junio en curso, a las 12 horas.


b.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (Boletín Nº 4.361-11), hasta el día 18 de junio en curso, a las 12 horas.



3) Respecto de la solicitud de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en orden a disponer que la Hora de Incidentes de una de las sesiones ordinarias de la próxima semana se destine al análisis de la violencia intraescolar, se acuerda que esta materia sea tratada en el seno de dicha Comisión.



4) Con ocasión del desagravio que realizarán en la Hora de Incidentes de la sesión ordinaria del día de mañana, miércoles 6 de junio, los Honorables Senadores señores Ávila, Gómez y Vásquez, respecto del señor Patricio Tombolini, se acuerda unir los tiempos que le corresponden a los Comités de los Partidos de la Concertación por la Democracia.

______________



En seguida, el señor Secretario General informa a la Sala que corresponde dar por aprobado en particular el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que interpreta lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 162 del Código del Trabajo, para efectos de precisar el monto de lo que corresponde pagar por concepto de cotizaciones previsionales morosas, en la situación que indica, correspondiente al Boletín Nº 3.506-13, en los mismos términos en que fue aprobado en general, ya que ha vencido el plazo para formular indicaciones sin que ello haya ocurrido.



- De conformidad a lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación, el señor Presidente declara que queda aprobado en particular el proyecto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY



“Artículo 1º.- Declárese interpretado el inciso séptimo del artículo 162 del Código del Trabajo en el siguiente sentido:



El inciso séptimo del artículo 162 del Código del Trabajo en cuanto señala que “Sin perjuicio de lo anterior, el empleador deberá pagar al trabajador las remuneraciones y demás prestaciones consignadas en el contrato de trabajo durante el período comprendido entre la fecha del despido y la fecha de envío o entrega de la referida comunicación al trabajador.”, debe interpretarse y aplicarse de forma tal que el pago al cual está obligado el empleador moroso en el pago de las cotizaciones previsionales comprende la totalidad del período de tiempo que media entre la fecha del despido y la fecha de envío o entrega de la comunicación mediante la cual el empleador le comunica al trabajador que ha pagado las cotizaciones morosas, con las formalidades indicadas en el inciso sexto de dicha disposición legal, sin perjuicio del plazo de prescripción señalado en el inciso 3° del artículo 480, del mismo Código, el que sólo se considerará para los efectos de la interposición de la respectiva demanda.



Artículo 2º.- Incorpórase en el inciso séptimo del artículo 162, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase:



“No será exigible esta obligación del empleador cuando el monto adeudado por concepto de imposiciones morosas no exceda de la cantidad menor entre el 10% del total de la deuda previsional o 2 unidades tributarias mensuales, y siempre que dicho monto sea pagado por el empleador dentro del plazo de 15 días hábiles contado desde la notificación de la respectiva demanda.”.”.


A continuación el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita recabar el acuerdo unánime de la Sala para que el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, con el objeto de ampliar límites de inversión en el extranjero de los Fondos de Pensiones, correspondiente al Boletín N° 5.082-05, sea discutido por las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.



No habiendo objeción, se accede a lo solicitado.

- - -



Luego el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que se autorice a la Comisión de Relaciones Exteriores a discutir en general y en particular a la vez el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre estatuto aplicable a los delegados oficiales de Estados extranjeros u organizaciones internacionales, correspondiente al Boletín N° 4.859-10.


Así se acuerda.

____________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes 

Nacionales.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios, correspondiente al Boletín Nº 3.968-12, y para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.


Añade que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales discutió este proyecto solamente en general de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio aprobación a la idea de legislar sobre la materia por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Longueira y Navarro y una abstención, del Honorable Senador señor Allamand.

- - -



En seguida, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala del señor Subsecretario de Planificación.



- Se otorga la autorización requerida.



En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath, Navarro, Sabag, Muñoz Barra y Pérez Varela, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Arancibia, Vásquez, Ruiz-Esquide, Escalona, Allamand, Núñez y Longueira.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Arancibia solicita al señor Presidente que se recabe el acuerdo de la Sala para que este proyecto sea discutido también por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

- - -



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto de ley, es aprobado por 26 votos a favor y 2 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Allamand y Novoa.


El señor Presidente propone a la Sala, a solicitud del Honorable Senador señor Vásquez, fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día martes 3 de julio próximo, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



En seguida, el señor Presidente informa a la Sala que corresponde pronunciarse acerca de la indicación formulada por el Honorable Senador señor Arancibia para que el proyecto sea discutido, durante su segundo informe, también por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Consultada la opinión de la Sala, se rechaza la indicación.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Título I

Ámbito y definiciones



Artículo 1º.- Ámbito de aplicación de la ley. A las disposiciones de esta ley quedarán sometidas la destinación, la administración y el término de todo espacio costero marino de los pueblos originarios de que tratan los artículos siguientes.


Artículo 2º.- Definiciones. Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Asociación de comunidades indígenas: agrupación de dos o más comunidades indígenas constituidas de conformidad con la ley N° 19.253, todas las cuales, a través de sus representantes deberán, suscribir una misma solicitud de espacio costero marino de pueblos originarios.


b) Comisión Regional de Uso del Borde Costero o Comisión: comisión creada como instancia de coordinación en la aplicación de la política de uso del borde costero del litoral aprobada por el decreto supremo N° 475, de 1994, del Ministerio de Defensa Nacional, integrada por representantes de los ministerios y de los servicios públicos regionales con competencia sobre el borde costero o cuyas funciones tengan incidencia en él, creadas en cada región por el Intendente Regional.


c) Comunidad indígena o comunidad: las comunidades indígenas constituidas de conformidad con la ley N° 19.253.


d) Conadi: Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.


e) Espacio costero marino de pueblos originarios: espacio marino delimitado, cuya administración es entregada a asociaciones de comunidades indígenas, cuyos integrantes han ejercido el uso consuetudinario de dicho espacio.


f) Subsecretaría: Subsecretaría de Pesca.


Artículo 3º.- Espacio costero marino de pueblos originarios. Créase el espacio costero marino de pueblos originarios, cuyo objetivo será resguardar el uso consuetudinario de dichos espacios, a fin de mantener las tradiciones y el uso de los recursos naturales por parte de las comunidades vinculadas al borde costero. El espacio costero marino de pueblos originarios será entregado en destinación por el Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, a la Subsecretaría de Pesca la cual suscribirá el respectivo convenio de uso con la asociación de comunidades asignataria.


Artículo 4º.- Delimitación del espacio costero marino de pueblos originarios. La delimitación del espacio costero marino de pueblos originarios deberá considerar el uso consuetudinario que se ha realizado en él, de conformidad con el artículo 6º, así como los usos que el solicitante pretenda incluir en el plan de administración, los que deberán ser indicados en la solicitud, conforme lo señalado en el artículo 7º.


Artículo 5º.- Administración del espacio costero marino de pueblos originarios. La administración del espacio costero marino de pueblos originarios deberá asegurar la conservación de los recursos naturales comprendidos en él y propender al bienestar de las comunidades, conforme a un plan de administración aprobado por la comisión intersectorial a que se refiere el artículo 11.


Podrán acceder a la administración de los espacios costeros marinos de pueblos originarios las asociaciones de comunidades indígenas compuestas de dos o más comunidades indígenas, las que administrarán conjuntamente el espacio costero marino de pueblos originarios, conforme a un plan de administración aprobado en la forma señalada en el artículo 11.


Sin perjuicio de lo anterior, podrá acceder a la administración de un espacio costero marino de pueblos originarios una comunidad indígena en el caso en que se constate que sólo ella ha realizado el uso consuetudinario del espacio y no existen otras comunidades vinculadas a él.


Artículo 6º.- Uso consuetudinario. El espacio costero marino de pueblos originarios deberá fundarse siempre en el uso consuetudinario del mismo que han realizado los integrantes de la asociación de comunidades o comunidad solicitante. 


Se entenderá por uso consuetudinario las prácticas o conductas realizadas por la generalidad de los integrantes de la asociación de comunidades o comunidad, según corresponda, de manera habitual y que sean reconocidas colectivamente como manifestaciones de su cultura.


El uso consuetudinario podrá comprender, entre otros, usos pesqueros, religiosos, recreativos y medicinales.
Título II

Procedimiento



Artículo 7º.- Inicio del procedimiento. El procedimiento se iniciará por una asociación de comunidades indígenas o comunidad en el caso señalado en el inciso tercero del artículo 5º, según corresponda, mediante solicitud presentada ante la Subsecretaría, la que deberá indicar los fundamentos que justifican el uso consuetudinario del espacio costero marino de pueblos originarios por parte del solicitante y los usos que pretendan ser incorporados en el plan de administración. La solicitud deberá contener los antecedentes señalados en el reglamento.



Recibida la solicitud, la Subsecretaría verificará, en el plazo de un mes, si se sobrepone a concesiones de acuicultura o áreas de manejo otorgadas a titulares distintos del solicitante. En caso de constatarse una sobreposición con concesiones de acuicultura o áreas de manejo otorgadas que impidan absolutamente el otorgamiento del espacio costero marino de pueblos originarios, se comunicará esta circunstancia al solicitante, mediante una resolución denegatoria. En caso de que la sobreposición sea parcial, la Subsecretaría propondrá al solicitante una modificación del espacio costero marino de pueblos originarios.



No impedirá el inicio del procedimiento la sobreposición con una concesión de acuicultura o área de manejo otorgada a la comunidad solicitante, en el caso del artículo 5° inciso tercero. En tal caso, la concesión o área de manejo deberá ser dejada sin efecto expresamente en el acto de destinación del espacio costero marino de pueblos originarios.



Artículo 8º.- Informe sobre el uso consuetudinario y consultas. En caso de que no exista sobreposición con concesiones de acuicultura o áreas de manejo otorgadas a titulares distintos del solicitante o cuando se encuentre en la situación del inciso final del artículo anterior, la Subsecretaría remitirá la solicitud a la Conadi para que ésta emita, en el plazo de un mes, un informe que acredite el uso consuetudinario invocado por el solicitante. Dicho informe deberá contener los requisitos que establezca el reglamento.



En caso de que el informe de la Conadi no dé cuenta del uso consuetudinario, deberá comunicarlo al solicitante, el que dispondrá del plazo de un mes, contado desde la notificación, para interponer un recurso de reclamación ante el Ministerio de Planificación. El Ministerio de Planificación tendrá el plazo de un mes para resolver la reclamación, oyendo a una institución externa.



Si el Ministerio de Planificación rechaza el recurso de reclamación, remitirá los antecedentes a la Subsecretaría para que ésta rechace la solicitud por resolución fundada sin más trámite.



En caso de que el informe de la Conadi establezca la efectividad del uso consuetudinario invocado por el solicitante, o si el Ministerio de Planificación hubiere acogido el recurso de reclamación, en su caso, la Conadi deberá someter inmediatamente a consulta de las comunidades indígenas próximas al espacio costero marino de pueblos originarios el establecimiento del mismo. El resultado de esta consulta deberá ser remitido a la Subsecretaría en el plazo de dos meses, contados desde la emisión del informe respectivo o de la resolución que acogió el recurso de reclamación, según corresponda.



En caso de que existan otra u otras comunidades indígenas que también hubieren ejercido el uso consuetudinario del espacio costero marino de pueblos originarios solicitado, podrán asociarse con el solicitante a fin de administrarlo conjuntamente o deberán ser comprendidas como usuarias en el plan de administración. 



En caso de que una o más comunidades consultadas no emitan pronunciamiento en el plazo de un mes, contado desde el requerimiento, se entenderá que no existen observaciones al establecimiento del espacio costero.



La Subsecretaría deberá someter el establecimiento del espacio costero a la Comisión Regional de Uso del Borde Costero. Dicha Comisión contará con el plazo de un mes para emitir su pronunciamiento. Vencido dicho plazo, se entenderá emitido un pronunciamiento favorable.



La Comisión podrá aprobar, rechazar o proponer modificaciones fundadas al espacio costero marino, las que serán consideradas por la Subsecretaría para solicitar la destinación del mismo.



En todo caso, el rechazo de la destinación del espacio costero marino de pueblos originarios por parte de la Comisión deberá emitirse por resolución fundada.



Dicha resolución será comunicada por la Subsecretaría al solicitante en el plazo de diez días hábiles. Podrá reclamarse de dicha resolución ante la Comisión, en el plazo de un mes contado desde la notificación de la resolución denegatoria. El recurso deberá ser resuelto en el plazo de un mes, contado desde su presentación.



Artículo 9º.- Destinación del espacio costero marino de pueblos originarios. Con el pronunciamiento aprobatorio o con las modificaciones propuestas por la Comisión, la Subsecretaría deberá, en el plazo de diez días hábiles, presentar los antecedentes del espacio costero marino de pueblos originarios al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, junto con un informe técnico que dé cuenta de la delimitación conforme al reglamento, a fin de solicitar la destinación del espacio costero marino.



Al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, le corresponderá entregar en destinación el espacio costero marino de pueblos originarios a la Subsecretaría de Pesca, debiendo identificar la asociación de comunidades o la comunidad, en su caso, que podrán acceder a la administración. La solicitud de la Subsecretaría será resuelta por el Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, dentro del plazo de cuatro meses, contados desde la presentación. Un extracto del decreto que destine el espacio costero marino de pueblos originarios será publicado en el Diario Oficial en el plazo de tres meses, contados desde su total tramitación.



La destinación no causará gasto alguno para su entrega.



Artículo 10.- Criterios de decisión entre solicitudes incompatibles. En caso de que la misma área solicitada como espacio costero marino de pueblos originarios hubiere sido objeto de una solicitud de afectación para otros fines, se deberá suspender su tramitación hasta que se emita el informe del uso consuetudinario elaborado por la Conadi o hasta que se resuelva el recurso de reclamación que se hubiere interpuesto en su contra.



En caso de que el informe de la Conadi no dé cuenta del uso consuetudinario y se hubiere rechazado el recurso de reclamación respectivo, se dará curso a la solicitud suspendida sin más trámite. En caso de que el informe de la Conadi dé cuenta del uso consuetudinario, se deberá preferir la solicitud de espacio costero marino de pueblos originarios, sin perjuicio que el titular de la solicitud rechazada pueda ser considerado como usuario en el plan de administración, previo acuerdo con la asociación de comunidades solicitantes o comunidad, según corresponda.

Título III

Planes y convenios



Artículo 11.- Plan de administración. Dentro del plazo de un año, contado desde la destinación del espacio costero marino de pueblos originarios, el asignatario deberá presentar ante la Subsecretaría un plan de administración que deberá comprender los usos y las actividades que serán desarrolladas en él. El asignatario podrá solicitar una prórroga de plazo hasta por dos meses contados desde el vencimiento del plazo original.



El plan de administración deberá contener, los siguientes elementos:



a) Usos por realizar en el espacio costero marino de pueblos originarios, con indicación de períodos, cuando corresponda;



b) Usuarios que no sean integrantes de la comunidad o asociación de comunidades asignatarias y cuyas actividades se encuentren contempladas en el plan de administración;



c) En caso de que se contemple la explotación de recursos hidrobiológicos, deberá comprender un plan de manejo conforme a los requisitos señalados en el reglamento, y



d) Los demás requisitos que establezca el reglamento.



El plan de administración deberá ser aprobado por una comisión intersectorial en el plazo de dos meses contados desde su presentación. La aprobación constará por resolución de la Subsecretaría.



La comisión intersectorial estará integrada por representantes del Ministerio de Planificación, de las Subsecretarías de Marina y de Pesca, de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante y de la Conadi.



La comisión intersectorial deberá verificar el cumplimiento de las disposiciones legales a que se encuentran sometidos los usos comprendidos en el plan de administración.



El plan de administración deberá comprender la entrega a la Subsecretaría de informes de actividades. El contenido, periodicidad y requisitos de dichos informes así como las observaciones, la incorporación de nuevos recursos hidrobiológicos y otras modificaciones del plan de manejo derivadas de la situación del espacio costero marino de pueblos originarios, serán establecidos por reglamento.



La Subsecretaría deberá aprobar o rechazar los informes de actividades por resolución en el plazo de tres meses contados desde su presentación.



Artículo 12.- Convenio de uso. Aprobados el plan de administración y el plan de manejo, en su caso, la Subsecretaría deberá suscribir el convenio de uso con la asociación de comunidades o comunidad asignataria en el plazo de un mes, contado desde dicha aprobación.



El convenio de uso tendrá carácter indefinido, salvo que se constaten las causales señaladas en el artículo 13, caso en el cual la Subsecretaría deberá ponerle término.

Título IV

Término y conflictos



Artículo 13.- Término del espacio costero marino de pueblos originarios. La destinación del espacio costero marino de pueblos originarios, y el convenio de uso, tendrán el carácter de indefinidos, salvo que se constaten las siguientes causales:



a) Incumplimiento del plan de manejo que haya afectado gravemente la conservación de los recursos hidrobiológicos del espacio costero marino de pueblos originarios, constatado mediante los resultados de los informes de actividades. El término no se configurará cuando, a través de los informes de actividades, se compruebe que la asociación de comunidades o comunidad, en su caso, adoptó acciones específicas dirigidas a revertir los resultados desfavorables obtenidos en los períodos previos a la verificación de la causal.



b) Disolución de la asociación de comunidades o comunidad asignataria del área.



En los casos señalados precedentemente, la Subsecretaría deberá comunicar la circunstancia de haberse constatado la causal respectiva a la asociación de comunidades o comunidad, en su caso, para que ésta aporte los antecedentes que permitan evaluar la efectividad de la causal invocada.



En caso de que la Subsecretaría rechace lo manifestado por el titular, deberá dictar una resolución de la cual se podrá reclamar ante el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción en el plazo de un mes, contado desde su notificación. El recurso deberá resolverse en el plazo de un mes, contado desde su interposición.



Rechazado el recurso de reclamación o en caso de no haberse interpuesto, la Subsecretaría deberá poner término inmediato al convenio de uso y comunicará dicha circunstancia al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina para que deje sin efecto el decreto que entregó en destinación el espacio costero marino de pueblos originarios.



Artículo 14.- Conflictos de uso del espacio costero marino de pueblos originarios. Los conflictos de uso que se susciten entre los miembros de la asociación de comunidades o comunidad asignataria se resolverán conforme a lo previsto en el estatuto de la organización.



Los conflictos de uso que se susciten entre la asociación de comunidades o comunidad asignataria y otros usuarios, estén o no comprendidos en el plan de administración, serán resueltos conforme a este último. En caso de que el plan de administración no contemple un procedimiento o si aplicado éste, persista el conflicto, resolverá la autoridad competente conforme al reglamento, según corresponda.

Título V

Infracciones



Artículo 15.- Infracciones. La asociación de comunidades o comunidad asignataria será sancionada conforme al artículo 116 de la ley General de Pesca y Acuicultura en los siguientes casos:



a) Por contravenir el plan de administración, sea por el ejercicio de usos y actividades no autorizadas, o porque se impida el uso a quienes hubieren sido reconocidos por él, y



b) Por impedir el acceso al espacio costero marino de pueblos originarios a cualquier persona o impedir el tránsito o la libre navegación por el espacio costero marino de pueblos originarios.



Serán sancionados de la misma forma los usuarios que, sin ser integrantes de la comunidad o asociación de comunidades asignataria y que se encuentren contemplados en el plan de administración, lo contravengan en cualquier forma. En este caso, si en el plazo de un año son cursadas tres infracciones, la asociación de comunidades o la comunidad asignataria podrá solicitar a la Subsecretaría que deje sin efecto la calidad de usuario del infractor del plan de administración.



Las infracciones serán cursadas por la Autoridad Marítima o por el Servicio Nacional de Pesca, según corresponda y serán aplicadas de conformidad con el párrafo 2° del Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.
Título VI

Disposición final


Artículo 16.- Reglamento de esta ley. El reglamento a que se refiere esta ley será dictado por los Ministerios de Economía, Fomento y Reconstrucción y de Planificación, y deberá dictarse en el plazo de seis meses, contados desde la fecha de su publicación.”.
_______________

Proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Matthei y señores Horvath, Núñez y Orpis, en primer trámite constitucional, sobre publicaciones ordenadas por el Código de Minería, con segundo 

informe de la Comisión de Minería y Energía.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Matthei y señores Horvath, Núñez y Orpis, en primer trámite constitucional, sobre publicaciones ordenadas por el Código de Minería, correspondiente al Boletín Nº 4.741-08.


Añade que la Comisión de Minería y Energía, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: No hubo.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: No hubo.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Indicación única.



4.- Indicaciones rechazadas: No hubo



5.- Indicaciones retiradas: No hubo.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hubo.



El señor secretario General señala que la Comisión informante propone a la Sala aprobar el proyecto despachado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo único



1) Introducir las siguientes modificaciones al artículo único:



a.- Reemplazar el encabezamiento por el siguiente:



“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 238, del Código de Minería, por el siguiente:



b.- Agregar en el inciso primero, antes de la frase “En cada región”, la expresión “Artículo 238.”.



c.- Suprimir en el inciso primero la frase “que llevará además la designación de la ciudad en que aparezca y”.



2) Agregar el siguiente inciso, nuevo:



“El Ministerio de Minería velará por la correcta publicación de los Boletines de Minería regionales y regulará su publicación, en forma mensual, en un sitio en Internet.”.”.



El señor Secretario General señala, finalmente, que estas modificaciones fueron acordadas por unanimidad, por lo que, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas.

- - -



En discusión las modificaciones propuestas por la Comisión informante, ningún Honorable señor  Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometidas a votación las modificaciones, son aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 238 del Código de Minería, por el siguiente:



“Artículo 238. En cada Región se editará una publicación con el nombre de "Boletín Oficial de Minería", en el cual deberán hacerse todas las publicaciones que ordena este Código. El reglamento determinará la forma en que se realizarán dichas publicaciones.



El Ministerio de Minería velará por la correcta publicación de los Boletines de Minería regionales y regulará su publicación, en forma mensual, en un sitio en Internet.”.”.

_________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Prokurica, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Tributario en lo relativo a derechos de los contribuyentes, con segundo informe de la 

Comisión de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Tributario en lo relativo a derechos de los contribuyentes, con segundo informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.845-05.


Añade que la Comisión de Hacienda, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: la de S. E. la Presidenta de la República.



IV.- Indicaciones rechazadas: números 6 y 7. 



V.- Indicaciones retiradas: números 1, 2, 3, 4, 5, 8, 9 y 10.



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.



Agrega que dicha instancia propone aprobar el proyecto despachado en general, con las siguientes modificaciones

Artículo Único

Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo único.- Modifícase el Código Tributario de la siguiente forma:



1)
Agrégase al Título Preliminar del Código Tributario, a continuación del artículo 8º, un Párrafo 4º., denominado “Derechos de los Contribuyentes”, que contendrá el siguiente artículo 8° bis:

“Párrafo 4º

Derechos de los Contribuyentes



Artículo 8º bis.-
Sin perjuicio de los derechos garantizados por la Constitución y las leyes, constituyen derechos de los contribuyentes, los siguientes: 



1°
Derecho a ser atendido cortésmente, con el debido respeto y consideración; a ser informado y asistido por el Servicio sobre el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus obligaciones; 



2°
Derecho a obtener en forma completa y oportuna las devoluciones previstas en las leyes tributarias, debidamente actualizadas;



3°
Derecho a recibir información, al inicio de todo acto de fiscalización, sobre la naturaleza y materia a revisar, y conocer, en cualquier momento por un medio expedito, su situación tributaria y el estado de tramitación del procedimiento; 



4°
Derecho a ser informado acerca de la identidad y cargo de los funcionarios del Servicio bajo cuya responsabilidad se tramitan los procesos en que tenga la condición de interesado;


5°
Derecho a obtener copias, a su costa, o certificación de las actuaciones realizadas o de los documentos presentados en los procedimientos, en los términos previstos en la ley;


6°
Derecho a eximirse de aportar documentos que no correspondan al procedimiento o que ya se encuentren acompañados al Servicio y a obtener, una vez finalizado el caso, la devolución de los documentos originales aportados;


7°
Derecho a que las declaraciones impositivas, salvo los casos de excepción legal, tengan carácter reservado, en los términos previstos por este Código;



8°
Derecho a que las actuaciones se lleven a cabo sin dilaciones, requerimientos o esperas innecesarias, certificado que sea por parte del funcionario a cargo  la recepción de todos los antecedentes solicitados;



9°
Derecho a formular alegaciones y presentar antecedentes dentro de los plazos previstos en la ley y a que tales antecedentes sean incorporados al procedimiento de que se trate y debidamente considerados por el funcionario competente;



10°
Derecho a plantear, en forma respetuosa y conveniente, sugerencias y quejas sobre las actuaciones de la Administración en que tenga interés o que le afecten.



Los reclamos en contra de actos u omisiones del Servicio que vulneren cualquiera de los derechos de este artículo serán conocidos por el Juez Tributario y Aduanero, conforme al procedimiento del Párrafo 2º del Libro Tercero de este Código.



En toda dependencia del Servicio de Impuestos Internos, deberá exhibirse, en un lugar destacado y claramente visible al público, un cartel en el cual se consignen los derechos de los contribuyentes expresados en la enumeración contenida en el inciso primero.”.



2) En el inciso primero del artículo 11, elimínase el punto (.) que sigue a la frase “forma de notificación” y agréganse las siguientes oraciones: “o que el interesado solicite para sí ser notificado por correo electrónico. En este último caso, la notificación se entenderá efectuada en la fecha del envío del correo electrónico, certificada por un ministro de fe. El correo contendrá una trascripción de la actuación del Servicio, incluyendo los datos necesarios para su acertada inteligencia, y será remitido a la dirección electrónica que indique el contribuyente, quien deberá mantenerla actualizada, informando sus modificaciones al Servicio en el plazo que determine la Dirección. Cualquier circunstancia ajena al Servicio por la que el contribuyente no reciba el correo electrónico, no anulará la notificación.”.


3) En el artículo 26, intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:



“El Servicio mantendrá a disposición de los interesados, en su sitio de Internet, las circulares o resoluciones destinadas a ser conocidas por los contribuyentes en general y los oficios de la Dirección que den respuesta a las consultas sobre la aplicación e interpretación de las normas tributarias. Esta publicación comprenderá, a lo menos, las circulares, resoluciones y oficios emitidos en los últimos tres años.”.



4) En el artículo 59, introdúcense las siguientes modificaciones:



a)
En el inciso primero, el punto aparte (.) que sigue a la expresión “contribuyentes” pasa a ser punto seguido (.) y a continuación agrégase la siguiente oración: “Cuando se inicie una fiscalización mediante requerimiento de antecedentes que deberán ser presentados al Servicio por el contribuyente, se dispondrá del plazo fatal de nueve meses para, alternativamente, citar para los efectos referidos en el artículo 63, liquidar o formular giros, contado desde que el funcionario a cargo de la fiscalización certifique que todos los antecedentes solicitados han sido puestos a su disposición.”.



b)
Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:


“El plazo señalado en el inciso anterior será de doce meses en los siguientes casos:



a)
Cuando se efectúe una fiscalización en materia de precios de transferencia;



b)
Cuando se deba determinar la renta líquida imponible de contribuyentes con ventas o ingresos superiores a 5.000  unidades tributarias mensuales;



c)
Cuando se revisen los efectos tributarios de procesos de reorganización empresarial, y



d)
Cuando se revise la contabilización de operaciones entre empresas relacionadas.



No se aplicarán los plazos referidos en los incisos precedentes en los casos en que se requiera información a alguna autoridad extranjera ni en aquéllos relacionados con un proceso de recopilación de antecedentes a que se refiere el Nº 10 del artículo 161.



El Servicio dispondrá de un plazo de doce meses, contado desde la fecha de la solicitud, para fiscalizar y resolver las peticiones de devolución relacionadas con absorciones de pérdidas.”.”.



El señor Secretario General señala que las enmiendas efectuadas al proyecto aprobado en general por la Comisión de Hacienda anteriormente transcritas son producto de una indicación sustitutiva del artículo único presentada por el Ejecutivo, la que fue aprobada en forma unánime por los Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag, por lo que, de conformidad a lo dispuesto por el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, ella deben ser votar sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas o que existan indicaciones renovadas.

- - -



En discusión las modificaciones efectuadas al proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Sabag, Vásquez, Espina, Ominami y Bianchi.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Espina deja constancia de su opinión favorable respecto de esta iniciativa y acerca de la necesidad de hacer un esfuerzo, cuando se trata de establecer políticas de Estado, para lograr una relación más armoniosa entre el pequeño empresario y Estado.


Cerrado el debate y puestas en votación las modificaciones propuestas al proyecto aprobado en general, son aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo único.- Modifícase el Código Tributario de la siguiente forma:



1)
Agrégase al Título Preliminar del Código Tributario, a continuación del artículo 8º, un Párrafo 4º., denominado “Derechos de los Contribuyentes”, que contendrá el siguiente artículo 8° bis:

“Párrafo 4º

Derechos de los Contribuyentes



Artículo 8º bis.-
Sin perjuicio de los derechos garantizados por la Constitución y las leyes, constituyen derechos de los contribuyentes, los siguientes: 



1°
Derecho a ser atendido cortésmente, con el debido respeto y consideración; a ser informado y asistido por el Servicio sobre el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus obligaciones; 



2°
Derecho a obtener en forma completa y oportuna las devoluciones previstas en las leyes tributarias, debidamente actualizadas;



3°
Derecho a recibir información, al inicio de todo acto de fiscalización, sobre la naturaleza y materia a revisar, y conocer, en cualquier momento por un medio expedito, su situación tributaria y el estado de tramitación del procedimiento; 



4°
Derecho a ser informado acerca de la identidad y cargo de los funcionarios del Servicio bajo cuya responsabilidad se tramitan los procesos en que tenga la condición de interesado;


5°
Derecho a obtener copias, a su costa, o certificación de las actuaciones realizadas o de los documentos presentados en los procedimientos, en los términos previstos en la ley;


6°
Derecho a eximirse de aportar documentos que no correspondan al procedimiento o que ya se encuentren acompañados al Servicio y a obtener, una vez finalizado el caso, la devolución de los documentos originales aportados;


7°
Derecho a que las declaraciones impositivas, salvo los casos de excepción legal, tengan carácter reservado, en los términos previstos por este Código;



8°
Derecho a que las actuaciones se lleven a cabo sin dilaciones, requerimientos o esperas innecesarias, certificado que sea por parte del funcionario a cargo  la recepción de todos los antecedentes solicitados;



9°
Derecho a formular alegaciones y presentar antecedentes dentro de los plazos previstos en la ley y a que tales antecedentes sean incorporados al procedimiento de que se trate y debidamente considerados por el funcionario competente;



10°
Derecho a plantear, en forma respetuosa y conveniente, sugerencias y quejas sobre las actuaciones de la Administración en que tenga interés o que le afecten.



Los reclamos en contra de actos u omisiones del Servicio que vulneren cualquiera de los derechos de este artículo serán conocidos por el Juez Tributario y Aduanero, conforme al procedimiento del Párrafo 2º del Libro Tercero de este Código.



En toda dependencia del Servicio de Impuestos Internos, deberá exhibirse, en un lugar destacado y claramente visible al público, un cartel en el cual se consignen los derechos de los contribuyentes expresados en la enumeración contenida en el inciso primero.”.



2) En el inciso primero del artículo 11, elimínase el punto (.) que sigue a la frase “forma de notificación” y agréganse las siguientes oraciones: “o que el interesado solicite para sí ser notificado por correo electrónico. En este último caso, la notificación se entenderá efectuada en la fecha del envío del correo electrónico, certificada por un ministro de fe. El correo contendrá una trascripción de la actuación del Servicio, incluyendo los datos necesarios para su acertada inteligencia, y será remitido a la dirección electrónica que indique el contribuyente, quien deberá mantenerla actualizada, informando sus modificaciones al Servicio en el plazo que determine la Dirección. Cualquier circunstancia ajena al Servicio por la que el contribuyente no reciba el correo electrónico, no anulará la notificación.”.


3) En el artículo 26, intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:



“El Servicio mantendrá a disposición de los interesados, en su sitio de Internet, las circulares o resoluciones destinadas a ser conocidas por los contribuyentes en general y los oficios de la Dirección que den respuesta a las consultas sobre la aplicación e interpretación de las normas tributarias. Esta publicación comprenderá, a lo menos, las circulares, resoluciones y oficios emitidos en los últimos tres años.”.



4) En el artículo 59, introdúcense las siguientes modificaciones:



a)
En el inciso primero, el punto aparte (.) que sigue a la expresión “contribuyentes” pasa a ser punto seguido (.) y a continuación agrégase la siguiente oración: “Cuando se inicie una fiscalización mediante requerimiento de antecedentes que deberán ser presentados al Servicio por el contribuyente, se dispondrá del plazo fatal de nueve meses para, alternativamente, citar para los efectos referidos en el artículo 63, liquidar o formular giros, contado desde que el funcionario a cargo de la fiscalización certifique que todos los antecedentes solicitados han sido puestos a su disposición.”.



b)
Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:


“El plazo señalado en el inciso anterior será de doce meses en los siguientes casos:



a)
Cuando se efectúe una fiscalización en materia de precios de transferencia;



b)
Cuando se deba determinar la renta líquida imponible de contribuyentes con ventas o ingresos superiores a 5.000  unidades tributarias mensuales;



c)
Cuando se revisen los efectos tributarios de procesos de reorganización empresarial, y



d)
Cuando se revise la contabilización de operaciones entre empresas relacionadas.



No se aplicarán los plazos referidos en los incisos precedentes en los casos en que se requiera información a alguna autoridad extranjera ni en aquéllos relacionados con un proceso de recopilación de antecedentes a que se refiere el Nº 10 del artículo 161.



El Servicio dispondrá de un plazo de doce meses, contado desde la fecha de la solicitud, para fiscalizar y resolver las peticiones de devolución relacionadas con absorciones de pérdidas.”.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick y Novoa y del ex Senador señor Stange, en primer trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, y a la ley Nº 18.290, de Tránsito, con nuevo primer informe de la Comisión de Transportes y 

Telecomunicaciones.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, y a la ley Nº 18.290, de Tránsito, correspondiente al Boletín Nº 2.776-15.


Añade que este proyecto cuenta con un nuevo primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en la sesión 1ª ordinaria, de 13 de Marzo del año en curso, oportunidad en que se tomó conocimiento de la opinión de la Corte Suprema respecto del artículo 16 A, nuevo, que contemplaba una delegación de facultades jurisdiccionales en los Secretarios Abogados de los Juzgados de Policía Local, materia que al Máximo Tribunal le mereció reparos en consideración a la opinión conteste de la doctrina sobre la indelegabilidad de la función jurisdiccional y por la eventual vulneración del principio de independencia judicial. 



El señor Secretario General agrega que en el nuevo primer informe se deja constancia que el Honorable Senador señor Novoa retiró el artículo 16 A, nuevo, contenido en la indicación sustitutiva que reemplazó el proyecto de ley original, sometiéndose a votación, en consecuencia,  el texto que no incluye dicha disposición, el que fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Muñoz Barra, Novoa y Pizarro, el que se transcribe más adelante.



Finalmente, recuerda que la Sala, en sesión 77ª ordinaria, de 13 de Diciembre de 2.006, autorizó a la Comisión para estudiar este proyecto en general y en particular.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Novoa.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto de ley, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



El señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día 18 de junio próximo, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.287, de Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local:



1.- Agrégase, en el artículo 7º, como inciso tercero, nuevo, el siguiente:



“En su primera presentación, los abogados patrocinantes y los mandatarios judiciales, en su caso, deberán señalar correo electrónico y número telefónico, de contacto.”.



2.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 22, por el siguiente:



“Se entenderá que el denunciado las acepta, poniéndose término a la causa, por el solo hecho de que proceda a pagar la multa respectiva, dentro de quinto día de efectuada la denuncia o que ésta haya sido dejada en el vehículo o, en caso que la citación sólo se haya efectuado por carta certificada, hasta tres días antes de la fecha correspondiente a la audiencia. En este caso, tendrá derecho a que se le reduzca en un 25% el valor de la multa, que se deducirá de la cantidad a pagar, la que se calculará sobre el valor mínimo de la multa que se aplique. El pago deberá hacerse en la Tesorería Municipal correspondiente al lugar en que se haya cometido la infracción, o en la entidad recaudadora con la que haya celebrado convenio esa Municipalidad, quienes harán llegar al Tribunal el comprobante de pago a la brevedad. Para estos efectos, el Juez de Policía Local remitirá al Tesorero Municipal la nómina de las infracciones con sus correspondientes multas y el valor que resulte de la deducción del 25% antes aludida. El Juzgado de Policía Local o la unidad de Carabineros en cuyo poder se encuentre la licencia de conducir, la devolverá al infractor contra entrega del comprobante de pago respectivo. Los infractores que hayan aceptado la multa cuyos vehículos hayan sido retenidos, podrán solicitar su devolución, siempre y cuando estos últimos no registren multas impagas en el Registro de Multas del Tránsito No Pagadas y obligándose a cumplir con las exigencias que motivaron la retención del vehículo dentro del plazo que establezca el Juez, bajo el apercibimiento del artículo 41 de la presente ley.



3.- Agrégase, en el artículo 32, el siguiente inciso cuarto, pasando su inciso cuarto a ser quinto:



“Sin perjuicio de lo anterior, las apelaciones de sentencias que sólo impongan multa y suspensión de licencia por infracciones a la Ley de Tránsito, o que no imponiendo suspensión  se pronuncien sobre litigios en que la cuantía de lo disputado no supere las 30 unidades tributarias mensuales, serán vistas en cuenta por la Corte de Apelaciones respectiva.”.



Artículo 2º.- Introdúcese la siguiente modificación a la ley Nº 18.290, de Tránsito:



1.- Agrégase, en el artículo 50, el siguiente inciso final:



“Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, podrá ordenarse la restitución de un vehículo retenido a su propietario, previo depósito de una caución que el Juez fijará, la que se devolverá o cancelará una vez que el infractor haya cumplido con las exigencias cuya omisión fue denunciada.”.
_______________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Acuerdo entre las Repúblicas de Chile y de Bolivia sobre el libre ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del personal consular, administrativo y técnico que presta servicios en las respectivas representaciones de Oficinas Consulares en Bolivia y Chile, suscrito por intercambio de notas fechadas el 3 y 4 de octubre de 2005, en La Paz y Santiago, respectivamente, con informe de la Comisión de Relaciones 

Exteriores.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre las Repúblicas de Chile y de Bolivia sobre el libre ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del personal consular, administrativo y técnico que presta servicios en las respectivas representaciones de Oficinas Consulares en Bolivia y Chile, suscrito por intercambio de notas fechadas el 3 y 4 de octubre de 2005, en La Paz y Santiago, respectivamente, correspondiente al Boletín N° 4.735-10.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto de acuerdo en general y en particular a la vez, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, procedimiento que propone utilizar a la Sala, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



En discusión en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:



"Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre la República de Chile y la República de Bolivia sobre el libre ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del personal consular, administrativo y técnico que presta servicios en las respectivas representaciones consulares en Bolivia y Chile, suscrito por cambio de notas fechadas el 3 y el 4 de octubre de 2005, en La Paz y Santiago, respectivamente.".

________________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Acuerdo entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Jamaica sobre Supresión de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito el 9 de junio de 2006, en Kingston, Jamaica, con informe de la Comisión de 

Relaciones Exteriores.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Jamaica sobre Supresión de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito el 9 de junio de 2006, en Kingston, Jamaica, correspondiente al Boletín N° 4.736-10.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto de acuerdo en general y en particular a la vez, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, procedimiento que propone utilizar a la Sala, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:



"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo entre el Gobierno  de la República de Chile y el Gobierno de Jamaica sobre Supresión de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales", suscrito el 9 de junio de 2006, en Kingston, Jamaica.".

- - -



A continuación, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por diversos señores Senadores, en el que se solicita al Gobierno de Chile adherir a lo resuelto en 1985 por la Organización de Naciones Unidas en relación con el genocidio de la Nación Armenia 

bajo el Imperio Otomano.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Escalona, Gazmuri, Girardi, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Prokurica, Ruiz-Esquide y Navarro, correspondiente al Boletín Nº S 962-12, a través del cual proponen aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:
1. Que el 24 de abril de 1915, en Constantinopla, entonces capital del imperio turco, la detención sin juicio y, más tarde, la desaparición de toda la dirigencia de la comunidad armenia, marcó el inicio de una sistemática política de exterminio de ese pueblo por parte de las autoridades imperiales;
2. Que el brutal genocidio, llevado a cabo entre 1915 y 1923, significó la muerte de más de 1.500.000 súbditos armenios que habitaban desde hacía milenios en las tierras de sus ancestros;
3. Que esta acción repudiable constituyó la primera “limpieza étnica” del siglo XX, que, más allá de cualquier interpretación jurídica, significó una flagrante violación de los derechos humanos de esa nación;
4. Que, a pesar del intento de borrar estos hechos de la memoria colectiva de la humanidad y de la falta de sensibilidad de las grandes potencias frente a aquéllos, los armenios y sus diversas organizaciones existentes alrededor del mundo se encuentran abocados al reconocimiento de parte de la comunidad internacional del genocidio del que fueran víctimas; 

5. Que tal reconocimiento le fue otorgado en 1985 por la Subcomisión de Prevención de las Discriminaciones y Protección a las Minorías de las Naciones Unidas, la que calificó el caso armenio como un genocidio;
6. Que países como Uruguay, Argentina, Grecia, Bulgaria, Bélgica, Rusia, Italia, Líbano, Suecia, Suiza, Holanda, Venezuela, Lituania, Canadá y Francia, han hecho lo propio, así como también el Parlamento Europeo, el Consejo Mundial de Iglesias y el Tribunal Permanente de los Pueblos;
7. Que nuestro país aún no lo hace, a pesar de invocar permanentemente la supremacía de los derechos humanos en las relaciones internacionales por sobre cualquier acuerdo o compromiso, por importantes que sean, y

8. Que, consecuencialmente, constituye un deber ético y moral que Chile haga suyo lo resuelto por la ONU en 1985, en cuanto a que en Armenia, bajo el imperio otomano, se cometió un genocidio brutal contra un pueblo indefenso, que clama por una reparación moral por parte de la comunidad internacional y, en especial, del Estado Turco.



El Senado acuerda:



1) Solidarizar con la nación Armenia, condenando el genocidio de su pueblo, y



2) Solicitar a Vuestra Excelencia que el Gobierno de Chile adhiera a lo acordado por Naciones Unidas en 1985.”.

- - -



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente descrito.

- - -



A continuación el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien solicita que el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que introduce una disposición transitoria en la Carta Fundamental a fin de regular la aplicación del impuesto específico a la actividad minera para el financiamiento de obras de desarrollo regional, correspondiente al Boletín N° 4.946-07, que se encontraba en el 5° lugar de la Tabla de esta sesión, sea colocado en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 93 del Reglamento del Senado.



El señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para proceder de esta manera, en la medida que no existan proyectos con urgencia, conforme lo establece el artículo 96 del Reglamento de la Corporación, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.

_____________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) A los señores Ministro de Obras Públicas y Director Regional de Vialidad de la IX Región, requiriendo la solución de los problemas de acceso que afectan a los vecinos de la Villa Esperanza, comuna de Collipulli.



2) A la señora Ministra de Salud, solicitando la construcción de un consultorio o centro de salud familiar en la localidad de Capitán Pastene, comuna de Lumaco y la fijación de una fecha para realizar una reunión con las autoridades de esa Comuna.



3) A los señores General Director de Carabineros de Chile y Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, requiriendo el aumento de la dotación policial para el sector de Púa, comuna de Victoria e informen acerca del incremento de delitos en esa localidad.



4) Al señor Subsecretario del Interior, para que informe detalladamente  acerca de los montos invertidos en la ejecución del programa “Barrio Seguro” en la distintas Comunas y Regiones del país.



5) Al señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, con el objeto de efectuar las siguientes peticiones:



i) Disponer la condonación total de las deudas contraídas por agricultores que participaron en el proyecto “Mejoramiento Canal El Globo, sectores San Gabriel y Venecia”.



ii) Adoptar las medidas tendientes a paliar la escasez de fósforo en la comuna de Vilcún y el aumento del monto del subsidio a este insumo a fin de equipararlo con su precio real de mercado.



iii) Informar acerca de los usuarios y beneficiarios de los programas desarrollados por dicho Instituto en las comunas que forman parte de la 14ª. Circunscripción senatorial. 



iv) Informar acerca de la situación por la cual atraviesan las habitantes de la comuna de Collipulli que postularon al Programa de Desarrollo e Inversión, quienes no han sido beneficiados en los últimos años, las razones de ello, los requisitos exigidos y que se aumente el presupuesto destinado para ese programa en la IX Región.



6) Al señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en relación con el procedimiento dispuesto para el otorgamiento de motobombas en la comunidad Casimiro Cañumir, IX Región.



7) A la señora Directora Regional del Servicio de Vivienda y Urbanización de la IX Región, requiriendo que estudie la posibilidad dar una solución habitacional a persona que indica, disponiendo el reemplazo de la vivienda asignada, de manera de poder estar cerca del centro asistencial en el que se atiende su hijo.



8) Al señor Director del Hospital de Traiguén, solicitando información acerca de diversos aspectos relacionados con dicho centro asistencial y requiriendo la implementación de ciertos servicios de atención. 



Del Honorable Senador señor Frei:



1) Al señor Ministro del Interior, solicitando la atención de ciertas necesidades básicas de la comuna de Riñinahue, expuestas por la Gobernación de Valdivia.



2) A la señora Ministra de Planificación, para que considere los planteamientos formulados por la Asociación de Estudiantes Chilenos en Francia en cuanto a la posibilidad de establecer determinados beneficios para ellos.



3) A los señores Ministro de Obras Públicas y Director Regional de Vialidad de la X Región, requiriendo información acerca del estado de avance de los proyectos para la construcción de los caminos Paillaco-Dollinco, segundo tramo, Itropulli-Dollinco, los Chilcos y Santa Rosa-San Pedro, de esa Región.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro del Interior, señora Intendenta de la XI Región y señor Director de la Oficina Nacional de Emergencia, en relación con los aspectos que debe considerarse en los estudios científicos y técnicos requeridos para evaluar la naturaleza y efectos del fenómeno sísmico que ha experimentado esa Región.



2) A los señores Ministros Secretario General de la Presidencia y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, solicitando disponer la urgencia para el despacho de los proyectos de ley que crea el Fondo Nacional de Investigación y Desarrollo de Energías Renovables Limpias y No Convencionales (Boletín N° 4.636-08) y respecto del que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales (Boletín N° 4.977-08)


3) A las señoras Ministras de Salud y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, solicitando información acerca de la posible instalación de una planta de gas propano en la zona alta de la comuna de Peñalolén.



4) A las señoras Ministra de Vivienda y Urbanismo e Intendenta de la XI Región,  solicitando que los integrantes de las familias incluidas en los Programas de Empleos de Trabajadores (PET) puedan ser considerados en los beneficios que se considerar para los sectores de vivienda SERVIU y SERVIU-Banca, que fueran anunciados recientemente por Su Excelencia la Presidenta de la República.



5) A los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, Intendente de la V Región, Alcalde de la comuna de Valparaíso y Secretario Regional Ministerial de esa Cartera de Estado en dicha Región, solicitando la adopción de medidas para enfrentar la crítica citación que enfrente el sistema de transporte de trolebuses de la ciudad de Valparaíso.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
_______________



En el tiempo del Comité Partido Socialista hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien se refiere a la decisión adoptada por el Presidente de Venezuela, señor Hugo Chávez, en orden a no renovar la concesión de Radio Caracas Televisión y efectúa diversos planteamientos sobre el particular.



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien efectúa algunas observaciones en relación con esta misma materia y solicita dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Embajadora de Venezuela en nuestro país, adjuntando copia de su intervención.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, usa de la palabra el Honorable Senador señor Pizarro, quien hace llegar a la Corporación, a través de la Mesa, la nota aclaratoria del Concejal de la comuna de Paihuano, señor Juan Luis Huerta, en relación con los planteamientos que formulara en la sesión 20ª ordinaria, del 16 de mayo pasado, referida a supuestas irregularidades existentes en el camping municipal de Chanchoquí y solicita dirigir oficio, en su nombre, al Concejo comunal de la mencionada comuna, adjuntando copia de esta intervención.



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, en tiempo cedido por el Comité Partido Demócrata Cristiano, quien efectúa diversas precisiones en relación con las observaciones planteadas por el Honorable Senador señor Navarro acerca de las opiniones que planteara acerca de Radio Caracas Televisión.

___________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien efectúa otros planteamientos en relación con los hechos a que anteriormente se refirió, relativos a la decisión adoptada por el Gobierno venezolano en cuanto a Radio Caracas Televisión.



En seguida, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Pérez Varela, quien se refiere a la necesidad de dotar a las poblaciones Volcanes 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8; Lomas de Oriente 1, 2, 3 y 4; Nuevo Amanecer Brisas del Volcán y Brisas del Oriente, en la comuna de Chillán, de un recinto policial y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor General Director de Carabineros de Chile para que informe de los estudios existentes sobre la materia o de cuando se va a adoptar una decisión sobre el particular.


A continuación, el señor Senador se refiere la necesidad de dotar de minicentrales hidroeléctricas a la VIII Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento, para que dispongan los estudios necesarios que determinen la posibilidad de construir dicha infraestructura.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores  Ministro del Interior, Fiscal Nacional del Ministerio Público, General Director de Carabineros y Director Nacional de Policía de Investigaciones, para que informen del estado de avance de las investigaciones para encontrar a distintas personas desaparecidas en la X Región en los últimos años.



A continuación, el señor Senador solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Intendente de la X Región y Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Calbuco, para que informen acerca del procedimiento existente para el otorgamiento de pensiones de invalidez, pronunciándose acerca del caso que señala.



Luego, el Honorable señor Senador se refiere a la necesidad de efectuar modificaciones a la regulación existente en el otorgamiento de las Becas Presidente de la República para realizar estudios de postgrado en el extranjero y solicita dirigir oficio, en su nombre, a las señoras Ministras Planificación y de Educación, con el objeto de poner en su conocimiento diversas propuestas sobre el particular.



Finalmente, el señor Senador Kuschel se refiere a la ejecución del Plan Chiloé y al atraso en la construcción del Camino a Chile y solicita dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República, solicitando información acerca del estado de avance de dicho Plan y a los señores Ministros de Defensa Nacional y de Obras Públicas, para que informen acerca de las razones de dicho retardo.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia que no hace uso de sus tiempos el Comité Mixto Partido por la Democracia, Partido Radial Socialdemócrata e Independiente.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESION 22ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 6 DE JUNIO DE 2.007.


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros del Interior, don Belisario Velasco Baraona y Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz Pollmann y el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García Pino.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.
______________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones decimonovena y vigésima, ambas ordinarias, de 15 y 16 de mayo de 2.007, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.665, con el fin de posponer la fecha de nombramiento de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal en la Región Metropolitana (Boletín N° 5.099-07).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que da inicio al proyecto de ley que modifica la ley N° 19.665, con el fin de posponer la fecha de nombramiento de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal en la Región Metropolitana (Boletín N° 5.099-07).



-- Pasa a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, al proyecto de reforma constitucional que establece los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 3.955-07)



-- Se toma conocimiento, se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República y se remite el documento al archivo junto a sus antecedentes.



Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que protege al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio de probidad (Boletín N° 4.722-06).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el tercero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que prohíbe el uso de números para designar las Regiones, permitiendo su nombre abreviado, sin derogar sus denominaciones legales (Boletín N° 4.938-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, por medio del cual remite copia autorizada de la sentencia dictada respecto de la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de diversos artículos del Código de Justicia Militar, del Código Orgánico de Tribunales y de la ley N° 17.998, de Control de Armas.



-- Se toma conocimiento.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en que solicita el envío de mapas con detalle de los propietarios ubicados en el sector Caleta 2 de Mayo-Lago Errázuriz-Roca, con el fin de facilitar la construcción de caminos por parte del Ministerio de Obras Públicas.



De la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de las Artes, por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con  la inclusión de Isla de Pascua entre las Nuevas Siete Maravillas del Mundo.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido al proyecto “Construcción Casetas Sanitarias Sector La Aguada”, presentado por la Ilustre Municipalidad de Corral.



Dos del señor Subsecretario de Pesca, a través de los cuales responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de los requerimientos de servicios básicos de las Caletas Candelaria, Cantera y Puerto Inglés y en relación con la reparación de boxes y realización de otras construcciones en la Caleta Talcahuano.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, en relación con la implementación del sistema de fibra óptica para llevar señal de telefonía, televisión e Internet a las Regiones de la Zona Austral del país.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a los cortes de energía eléctrica que han afectado a la XI Región.



--Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.419, protegiendo a las trabajadoras embarazadas que se desempeñen en establecimientos donde se permite fumar (Boletín Nº 4.719-11).



Segundos informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica normas relativas al subsidio familiar y a la adopción (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.812-13).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República, por la que requiere el acuerdo del Senado para nombrar a la señora María Elena Hermosilla Pacheco como integrante del Consejo Nacional de Televisión (con urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Boletín N° S 960-05).



-- Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Escalona, Naranjo y Núñez, con la cual inician un proyecto de ley que modifica el artículo 400 del Código Penal, estableciendo una circunstancia agravante específica respecto del delito de lesiones en consideración a la edad de la víctima (Boletín N° 5.100-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de Acuerdo



De los Honorables Senadores señor Espina y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Frei, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Naranjo, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que modifique las normas sobre cambio de sujeto de derecho del Impuesto al Valor Agregado y que se instruya al Servicio de Impuestos Internos para que suprima la aplicación de las normas respectivas en relación con la actividad silvoagropecuaria. (Boletín N° S 966-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria. 

Comunicación



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, por medio de la cual solicita la autorización de la Sala para modificar el trámite dispuesto respecto del proyecto de ley sobre políticas de fomento y resguardo de la actividad circense nacional (Boletín N° 2.579-06), en orden a omitir el informe de esa Comisión. 



-- Se accede a lo solicitado.

- - -



Durante la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley N° 20.063, con las modificaciones que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 5.086-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



En el transcurso de la sesión, llega a la Mesa una Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley destinado a brindar mayor protección a los Fiscales del Ministerio Público y a los Defensores de la Defensoría Penal Pública en el ejercicio de sus funciones (Boletín N° 5.103-07).



- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para autorizar a la Comisión de Hacienda a sesionar mientras lo esté haciendo la Sala, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 35 del Reglamento del Senado, con el objeto de analizar el proyecto de ley que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley N° 20.063, con las modificaciones que indica, correspondiente al Boletín N° 5.086-05, ya que Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia para su despacho en el carácter de “discusión inmediata”.


Sobre el particular, el señor Presidente ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis y Sabag.



- Sometida a votación la solicitud, es rechazada por 14 votos en contra y 10 a favor. 



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica y Romero.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Frei, Gómez, Muñoz Barra, Núñez, Pizarro, Sabag y Vásquez.
______________

ORDEN DEL DIA

Observaciones, en segundo trámite constitucional, formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria de los fallecidos en la tragedia de Antuco, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de las observaciones de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata de las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria de los fallecidos en la tragedia de Antuco, correspondiente al Boletín Nº 3.882-04, para cuyo despacho el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que las observaciones formuladas al proyecto de ley son del siguiente tenor:



“1) Para agregar, en el artículo 3°, los siguientes incisos nuevos:


“Dicho fondo se incrementará con un aporte fiscal de hasta $76.500 miles de pesos, cantidad que deberá destinarse, preferentemente, a la construcción del monumento que esta ley autoriza erigir en la comuna de Antuco. Para estos efectos se suplementará el ítem correspondiente del presupuesto del Ministerio del Interior con cargo a la partida 50. Tesoro Público.


Con cargo a los recursos indicados en el inciso anterior podrán financiarse tanto la construcción del monumento respectivo, así como todos aquellos gastos que se deriven del concurso a que se refiere el número 3 del artículo 5° de esta ley, incluidos los premios para los ganadores, los que no podrán exceder de la suma de $ 1.500 miles de pesos para el ganador.


Los remanentes que pudieren quedar del aporte fiscal a que se refiere el inciso segundo, una vez construido el monumento en la comuna de Antuco, se destinarán a la construcción del monumento que se autoriza erigir en la comuna de Los Ángeles, y no será aplicable a su respecto lo establecido en el artículo 6°.”.


2) Para modificar el artículo 4°, de la siguiente forma:


a) Incorpórase, en la letra c), a continuación de la palabra “Antuco”, la frase “y el gobernador de la provincia del Bio-Bio”;


b) Sustitúyese, en la letra e) la conjunción “y”, y la coma (,) que la antecede, por punto y coma (;);


c) Reemplázase, en la letra f), el punto final por “y”, antecedida por una coma (,), y


d) Agrégase la siguiente letra g), nueva:


“g) El Director de Arquitectura del Ministerio de Obras Públicas.”.”.


Añade el señor Secretario General que las dos observaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Hacienda, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.



Finalmente, hace presente que estas observaciones, de conformidad a lo preceptuado por el artículo 188 del Reglamento del Senado, deben ser discutidas en general y en particular a la vez, cada una se votará separadamente, no procediendo dividir la votación.

- - -



A continuación, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala y para hacer uso de la palabra al señor Subsecretario de Guerra.



Consultada la opinión de la Sala, se otorga la autorización.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Ruiz-Esquide, señora Matthei y señores Prokurica, Cantero, Arancibia, Zaldívar, Orpis, Núñez, Letelier y  Muñoz Barra, al señor Subsecretario de Guerra y a los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Longueira.



Cerrado el debate y sometida a votación la observación número 1), es aprobada por 29 votos a favor. 



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.
- - -



A continuación, el señor Presidente somete a votación la observación número 2), la que es aprobada por 30 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto de las observaciones despachadas por el Senado corresponde a las anteriormente transcritas.

______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el decreto ley N° 3.472, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE), con segundos informes 

de las Comisiones de Economía y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.472, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE), correspondiente al Boletín Nº 4.363-03, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Agrega que la Comisión de Economía, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente: 


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Artículo único, numerales 1 al 9.



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Ninguna.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Indicación de Su Excelencia la Presidenta de la República. 



IV.- Indicaciones rechazadas: Ninguna.



V.- Indicaciones retiradas: Ninguna.



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.



El señor Secretario General informa que dicha Comisión propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO ÚNICO



- Incorporar como artículo transitorio, el siguiente:



“Artículo transitorio.- Facúltase a la Presidenta de la República para que, a más tardar el 31 de diciembre del 2007, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, destine recursos adicionales al patrimonio del Fondo por un monto total de hasta 30.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en la medida que el monto de las obligaciones garantizadas por el Fondo exceda nueve veces su patrimonio, considerándose en éste el aporte fiscal a que se refiere el número 2), letra a), del artículo único de la presente ley.”. 



El señor Secretario General agrega que, por su parte, la Comisión de Hacienda, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, ya citada, deja constancia de lo siguiente: 


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo único.



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: la del Ejecutivo.



IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.



V.- Indicaciones retiradas: no hay.



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no


El señor Secretario General informa que esta Comisión propone aprobar la misma modificación que efectuó la Comisión de Economía respecto del texto que se despachó en general, que fue anteriormente transcrita.



El señor Secretario General señala que, de conformidad a lo expuesto precedentemente, cabe concluir que el artículo único de la iniciativa no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, debe darse por aprobada, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite someterlo a discusión y votación.



- El señor Presidente declara que la referida disposición queda aprobada.



Luego, el señor Secretario General informa que la modificación efectuada al proyecto aprobado en general fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Economía, Honorables Senadores señores Flores, Orpis y Vásquez, decisión que también adoptó la Comisión de Hacienda por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag, por lo que, en virtud de lo preceptuado por el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, debe ser votado sin debate, salvo que algún señor Senador solicite debatirla.


En discusión la modificación consistente en incorporar un artículo transitorio, nuevo, al proyecto, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Sometida a votación la modificación, es aprobada por 30 votos a favor. 



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Sabag y Vásquez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.472, de 1980, que crea el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios:



1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 1º, las palabras que van entre la expresión “los créditos” y la frase “y el Servicio de Cooperación Técnica”, por la siguiente oración: “, las operaciones de leasing y otros mecanismos de financiamiento autorizados al efecto por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en adelante financiamiento o financiamientos, que las instituciones financieras públicas y privadas”.



2) Modifícase el artículo 2° de la siguiente manera:



a) En su inciso primero:



i) Incorpórase el párrafo segundo de la letra d), como inciso segundo del artículo.



ii) Agregáse la siguiente letra f), nueva: 



“f) Un aporte fiscal de 10.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.”.



b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:



“Un decreto supremo del Ministerio de Hacienda establecerá la proporción o parte del aporte fiscal señalado en la letra f) precedente que deberá mantenerse en moneda extranjera y la forma, instrumentos y proporción de éste que deberá invertirse en el exterior.”.



3) Modifícase el artículo 3º, de la siguiente forma:



a) Suprímense en su inciso primero las siguientes expresiones: “que tengan proyectos de inversión o necesidades de capital de operación financiera”, “en caso de pequeños productores no agrícolas, ni de 14.000 unidades de fomento, en caso de pequeños productores agrícolas,” y “que requieran capital de trabajo y”, y agrégase, antes del punto aparte (.), precedido por una coma (,), la expresión “que tengan necesidades de capital de trabajo o proyectos de inversión”.



b) Reemplázanse en su inciso tercero las palabras “préstamos” y “créditos” por “financiamientos”.



4) Modifícase el artículo 4º, de la siguiente forma:



a) En su inciso primero:



i) Reemplázase la expresión “préstamos” por “financiamientos”, en las dos ocasiones en que aparece.



ii) Reemplázase la expresión “y no podrán exceder” por la siguiente: “, con excepción de aquellos destinados a pequeños empresarios que tengan por objeto el financiamiento de operaciones de exportación o importación, los cuales también podrán otorgarse en moneda extranjera. En todo caso, los financiamientos garantizados por el Fondo no podrán exceder”.



iii) Intercálase, a continuación de la expresión “3.000 unidades de fomento”, antecedida y seguida de coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”.



iv) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedida por una coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”. 



b) En su inciso segundo:



i) Reemplázase la palabra “préstamo” por “financiamiento”, en las dos ocasiones en que aparece.



ii) Intercálase, a continuación de la expresión “hasta 3.000 unidades de fomento”, antecedida y seguida de una coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”.



iii) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedida por una coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”.



c) En su inciso tercero:



i) Reemplázase la palabra “crédito” por “financiamiento”.



ii) Reemplázase la palabra “dólares” por las palabras “moneda extranjera”.



iii) Sustitúyese la expresión “cuatro mil ochocientos diez”, por “5.000”.



iv) Reemplázase la palabra “préstamo” por “financiamiento”.



d) En su inciso cuarto:



i) Reemplázase la palabra “préstamos” por “financiamientos”.



ii) Reemplázase la palabra “préstamo” por “financiamiento”.



e) Reemplázase su actual inciso quinto, por el siguiente:



“La garantía del Fondo no podrá tener un plazo superior a 10 años, sin perjuicio del plazo del financiamiento por el cual se otorgue.”.



f) En su inciso sexto:



i) Reemplázase la oración “préstamos otorgados con la garantía del Fondo” por “financiamientos garantizados por el Fondo”.



ii) Reemplázase la expresión “en las” por la preposición “a”.



iii) Sustitúyese la expresión “mutuario” por “deudor”.



iv) Reemplázase la palabra “préstamos” por “financiamientos”.



5) Modifícase el artículo 5º, de la siguiente forma:



a) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:



“El Fondo podrá caucionar obligaciones hasta por un monto que, en su conjunto, no exceda la relación que con respecto a su patrimonio determine la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.”.


b) En su inciso cuarto:



i) Reemplázase la oración “qué sector o sectores económicos y bajo qué condiciones podrán hacer uso de los recursos que se comprometen” por la siguiente: “las condiciones generales en que las instituciones participantes y los pequeños empresarios y exportadores podrán acceder a la garantía y hacer uso de los derechos de garantía licitados”.


ii) Reemplázase la palabra “préstamos”, por la palabra “financiamientos”.



iii) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedido por una coma (,), lo siguiente: “o su equivalente en moneda extranjera”.



c) Reemplázase, en su inciso quinto, la palabra “créditos” por “financiamientos”, en las dos ocasiones en que aparece.



6) Modifícase el inciso primero del artículo 7°, de la siguiente manera:



i) Reemplázase la palabra “créditos” por “financiamientos”.



ii) Reemplázase la expresión “los cuales” por “cuyos derechos”.



7) Modifícase el artículo 8º, de la forma que sigue:



a) Reemplázase, en su inciso primero, la palabra “crédito” por "financiamiento”.



b) Reemplázase, en su inciso tercero, la referencia normativa que se hace con la oración “artículo 21 del decreto ley Nº 1.097, de 1975” por la siguiente: “artículo 22 de la ley General de Bancos”.



8) Reemplázase en el artículo 9º, la expresión “Ley de Timbres, Estampillas y Papel Sellado” por “Ley de Impuesto de Timbres y Estampillas”.



9) Agrégase el siguiente artículo 11, nuevo:



“Artículo 11.- El Fondo podrá, sujeto a las condiciones que establezca para estos efectos la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y previa autorización del Ministerio de Hacienda, contratar con instituciones públicas o privadas, nacionales o extranjeras, mecanismos de reafianzamiento o de seguro respecto de las garantías vigentes o las que otorgue en el futuro. Asimismo, podrá convenir y pagar comisiones o primas por los reafianzamientos o seguros contratados, con cargo a sus recursos, las que no podrán exceder de una proporción que determinará la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras sobre el monto de las comisiones y el producto de las inversiones que perciba a que se refieren las letras b) y c) del artículo 2°.”.



Artículo transitorio.- Facúltase a la Presidenta de la República para que, a más tardar el 31 de diciembre del 2007, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, destine recursos adicionales al patrimonio del Fondo por un monto total de hasta 30.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en la medida que el monto de las obligaciones garantizadas por el Fondo exceda nueve veces su patrimonio, considerándose en éste el aporte fiscal a que se refiere el número 2), letra a), del artículo único de la presente ley.”.

______________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Gómez, Chadwick, Orpis y Pizarro, en primer trámite constitucional, que introduce una disposición transitoria en la Carta Fundamental a fin de regular la aplicación del impuesto específico a la actividad minera para el financiamiento de obras de desarrollo regional, con informes de las Comisiones de Minería y Energía y de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de reforma constitucional de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que introduce una disposición transitoria en la Carta Fundamental a fin de regular la aplicación del impuesto específico a la actividad minera para el financiamiento de obras de desarrollo regional, correspondiente al Boletín Nº 4.946-07.


Añade que esta iniciativa fue conocida primeramente por la Comisión de Minería y Energía, que la discutió solamente en general, dándole aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Núñez.



El señor Secretario General agrega que, seguidamente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, autorizada por la Sala en sesión 14ª, ordinaria, de 2 de Mayo en curso, discutió esta reforma constitucional en general y en particular y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Letelier. En cuanto a la discusión en particular, la Comisión aprobó una indicación sustitutiva del artículo único, la que resultó aprobada en forma unánime por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, y que corresponde al texto que se transcribe más adelante.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que este proyecto de reforma constitucional requiere para su aprobación del voto conforme de las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general el proyecto de reforma constitucional, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Gómez, señora Matthei y señores Orpis y  Coloma.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Coloma solicita al señor Presidente recabar el acuerdo de la Sala para suspender la tramitación de esta iniciativa a la espera de alcanzar una acuerdo político que de cumplimiento a lo resuelto cuando se aprobó el proyecto de ley que estableció un impuesto específico a la actividad minera (royalty), que se publicó como la  ley N° 20.026, de 16 de mayo de 2.005.

- - -



A continuación el señor Secretario General informa a la Sala que en este momento han llegado a la Mesa una solicitud de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, mediante la cual requiere al señor Presidente del Senado recabar el acuerdo de la Sala para  abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema de otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora, correspondiente al Boletín N° 4.740-15, hasta las 12 horas del día lunes 11 de junio próximo.



- El señor Presidente consulta el parecer de la Sala y al no haber objeción, se accede a lo solicitado.

- - -



Continuando con la discusión del proyecto de reforma constitucional, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Pizarro, Núñez, Cantero y Vásquez.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Cantero, solicita al señor Presidente recabar el acuerdo de la Sala, con el objeto enviar oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República requiriéndole que presente una indicación respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una regalía minera ad-valorem y crea el fondo de innovación para la competitividad, correspondiente al Boletín N° 3.588-08, que se encuentra en tramitación en la Comisión creada al efecto.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión por lo que queda pendiente la discusión de este asunto.

_____________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Romero, Bianchi, Coloma, Frei, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Orpis, Pérez Varela y Prokurica, mediante el cual solicitan que se de a conocer el pensamiento del Senado acerca de la situación de Venezuela y su 

relación con la “Cláusula Democrática”.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Romero, Bianchi, Coloma, Frei, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Orpis, Pérez Varela y Prokurica,  correspondiente al Boletín Nº S 965-12, a través del cual proponen aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la Cláusula Democrática es un concepto crecientemente reforzado por diversas declaraciones e instrumentos, que, en definitiva, apuntan a fortalecer el concepto de protección que dicha Cláusula asume sobre el desarrollo democrático de los Estados, para lo cual hay que tener especialmente presente:
a) La Carta de la OEA, de 1948;
b) La Convención Americana sobre Derechos Civiles y Políticos, o "Pacto de San José de Costa Rica", de 1969;
c) La Declaración de Santiago de 1991, sobre "Democracia Participativa";
d) La Carta Democrática Interamericana, o "Declaración de Lima", de 2001;
e) La Declaración de Santiago de 2003, sobre " Democracia y Confianza Ciudadana", y
f) La Declaración de Florida, "Hacer Realidad los Principios de la Democracia", de 2005;
2. Que el primero de los instrumentos señalados y la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, consideran diversos principios de organización democrática del Estado, los cuales se contienen en documentos de los que dimanan obligaciones internacionales.
La expresión de dichos principios, en el Preámbulo del Pacto de San José de Costa Rica, antes enunciado, manifiesta dicho anhelo, "Reafirmando su propósito (los Estados Americanos signatarios) de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre”, consagrando especialmente, además, la garantía a la libertad de expresión (artículo 13), y el derecho de reunión y la libertad de asociación (artículos 15 y 16), entre otros, como piedras angulares de un régimen democrático.
Esa misma Convención Americana nos recuerda la vigencia de dichos principios en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, en virtud de la cual sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, garantizando además, en su artículo 19, que "todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión”, incluyendo "el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión”.
3. Que, a partir de la década de los 90, se puede observar un florecimiento de la democracia en los países de América Latina, los que entienden el régimen político democrático como un sistema que llegó para quedarse y que debe defenderse más allá de la mera formalidad electoral. Así, en 1991 se suscribe la Declaración de Santiago, sobre Democracia Representativa, aprobada como resolución de la Asamblea General (AG/RES 1080), en virtud de la cual se resuelve:
a) Instruir al Secretario General que solicite la convocatoria inmediata del Consejo Permanente, en caso de que se produzcan hechos que ocasionen una interrupción abrupta o irregular del proceso político institucional democrático o del legítimo ejercicio del poder por un gobierno democráticamente electo en cualquiera de los Estados miembros de la Organización para, en el marco de la Carta, examinar la situación, decidir y convocar una reunión ad-hoc de Ministros de Relaciones Exteriores, o un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General, todo ello dentro de un plazo de 10 días;
b) Expresar que la reunión ad-hoc de Ministros de Relaciones Exteriores o el período extraordinario de sesiones de la Asamblea General, tenga por objeto analizar colectivamente los hechos y adoptar las decisiones que se estime apropiadas, conforme a la Carta y el derecho internacional, y
c) Encomendar al Consejo Permanente que elabore un conjunto de propuestas de incentivo a la preservación y fortalecimiento de los sistemas democráticos, sobre la base de la solidaridad y la cooperación internacional, e informe a la Asamblea General en su vigésimo segundo período ordinario de sesiones;
4. Que un hito decisivo es la Carta Democrática Interamericana, en lo concerniente a la Cláusula Democrática, al establecer el "principal referente hemisférico para la promoción y defensa de principios y valores democráticos compartidos en las Américas al inicio del siglo veintiuno", según lo afirmaron los Ministros de Relaciones Exteriores americanos al término del trigésimo tercer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, constituyendo en lo político un serio compromiso de los gobernantes con la democracia, no ya en su versión minimalista electoral, sino con un concepto amplio que toca todos los aspectos de la dignidad humana como eje central de su concepción.
Dicha declaración, "en lo histórico, recoge y proyecta los antecedentes que le han servido de guía, desde la letra de la propia Carta de la OEA hasta las manifestaciones relacionadas con el compromiso de Santiago. En lo sociológico, la Carta expresa una realidad profunda: los pueblos de América sienten que tienen derecho a la democracia aunque haya quienes piensen que "su" democracia no ha contribuido momentáneamente a resolver los problemas. Y, por fin, en lo jurídico, aunque se trata de una Resolución y no de un Tratado, es claro que no es una Resolución cualquiera porque fue expedida como herramienta de actualización e interpretación de la Carta fundacional de la OEA, dentro del espíritu del desarrollo progresivo del derecho internacional".
Por otro lado, la Carta también constituye un referente en cuanto a las discusiones en el seno del Consejo Permanente y de la Asamblea;
5. Que el desarrollo antes expuesto fue, además, reafirmado en dos instrumentos posteriores: la "Declaración de Santiago sobre Democracia y Confianza Ciudadana: Un Nuevo Compromiso de Gobernabilidad para las Américas", y la "Declaración de Florida". La primera de ellas, aprobada por aclamación de sus Cancilleres en el año 2003, siguió el camino trazado por la Declaración de Santiago de 1991 y la Tercera Cumbre de las Américas de 2001 para fortalecer permanentemente la democracia.

La Declaración de 2003 expresa la necesidad de definir una Agenda de Gobernabilidad para el Hemisferio que contemple los desafíos políticos, económicos y sociales, y permita fomentar la credibilidad y la confianza ciudadanas en las instituciones democráticas. "El compromiso con la democracia, el fortalecimiento del estado de derecho, el acceso a una justicia eficaz, el respeto de los derechos humanos, la promoción de consensos nacionales básicos y el desarrollo integral son las bases del progreso, la estabilidad y la paz de los pueblos de las Américas y esenciales para la gobernabilidad democrática”, dice finalmente esta Declaración de Santiago.
La Declaración de 2005, en tanto, aprobada por los Cancilleres de las Américas en Fort Lauderdale, EE.UU., reafirmó, entre otras cosas, que el Secretario General, "en el ejercicio de la autoridad que le confiere la Carta de la OEA y de acuerdo con la Carta Democrática Interamericana, podrá llevar a la atención del Consejo Permanente aquellas situaciones que pueden requerir acción de conformidad con dichas Cartas";
6. Que órganos técnico-jurídicos, como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, cuyos miembros son independientes de los Estados, ya se han pronunciado en diferentes casos sobre la Venezuela gobernada por el Presidente Chávez, en relación con aspectos señalados como antidemocráticos (informes de 2005 y 2006), especialmente sobre la libertad de expresión y el abuso del gobierno de su autoridad sobre los medios, agregando que la Corte Interamericana se encuentra conociendo de un caso llevado por la Comisión antes señalada, con motivo del cierre de RCTV;
7. Que no se puede dejar de señalar la gravedad de las amenazas que se han vertido en contra del canal de TV Globo Visión, que en los últimos días ha sido imputado de falsas afirmaciones respecto del contenido de sus programas, cobrando una altísima gravedad, al ser el único canal independiente actualmente en funcionamiento en Venezuela, y
8. Que, en mérito de lo expuesto, el Senado de Chile concluye:
I.- Que la Cláusula Democrática resguarda tanto la verificación de procesos electorales transparentes, como la existencia de las "condiciones sociales y políticas que hagan de la competencia electoral un ejercicio verdaderamente libre y razonado por parte de los electores", instando además por elementos como la fortaleza de la sociedad civil, la independencia del Poder Judicial o la libertad de prensa y expresión, también esenciales en la vida democrática;
II.- Que es hora para los órganos políticos más importantes de la OEA, como la Asamblea General o el Consejo Permanente, de manifestar un pronunciamiento sobre la situación de Venezuela y su relación con la Cláusula Democrática, especialmente en vista de los antecedentes de los organismos técnico-jurídicos del sistema interamericano, que alertan en este sentido, como la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el primero de los cuales ya ha emitido críticos informes sobre la situación de los derechos civiles y políticos en Venezuela, además de la presentación ante la Corte Interamericana un caso en contra de ese país, con motivo de la denuncia de dos periodistas de Radio Caracas Televisión (RCTV);
III.- Que la Cláusula Democrática, que hoy se configura con mucha fuerza desde su establecimiento en la Carta de la OEA, que data desde su creación en 1948, considerando convenciones, documentos y declaraciones posteriores a esa fecha, debe ser entendida e interpretada como el eje fundamental sobre el que debe girar la acción de los gobernantes para proteger y garantizar los demás derechos plasmados en el sistema interamericano, especialmente a la luz de la Carta Democrática, y
IV.- Que todos los hechos ocurridos recientemente en Venezuela deben ser asumidos tanto por la Organización de Estados Americanos, cuanto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como un atentado a la libertad de expresión y de información y, por ende, un claro atentado al concepto de Cláusula Democrática, inserto en su propia Carta Constitutiva de 1948, en el Parto de San José de 1969, en las Declaraciones de Santiago de 1991 y 2003, y en la de Florida de 2005, así como, especialmente, en la Carta Democrática Interamericana de Lima, de 2001, por afectar gravemente la marcha democrática de una nación comprometida a su fortalecimiento, en virtud de dichos instrumentos internacionales.


El Senado acuerda:


1) Dar a conocer el pensamiento del Senado de la República de Chile acerca de esta situación, a fin de que organismos de la Organización de Estados Americanos (OEA), como su Asamblea General y el Consejo Permanente, efectúen el análisis necesario con miras a solucionar la amenaza a la democracia representada por las libertades afectadas en Venezuela, y


2) Solicitar a Vuestra Excelencia que, por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, exhorte a la representación nacional en la OEA para que promueva una debida consideración de la materia en su seno, en vista de todos los instrumentos vigentes previamente señalados, sosteniendo el irrestricto compromiso del país con la libertad de información y expresión, como condiciones esenciales para la vigencia de una efectiva democracia.”.
- - -



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 23 votos a favor, 2 en contra y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.


Votan por su rechazo los Honorables Senadores señores Ávila y Navarro.


Se abstiene el Honorable Senador señor Gómez.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente descrito.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Longueira, Naranjo, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Sabag, mediante el cual solicitan que el Gobierno de Chile exprese su rechazo a toda forma de prisión por motivos 

políticos o ideológicos en Cuba.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Longueira, Naranjo, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Sabag, correspondiente al Boletín Nº S 963-12, a través del cual proponen aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el irrestricto respeto de los derechos humanos sostenido transversalmente por los integrantes de esta Corporación, debe manifestarse, a propósito de la dramática situación de los presos políticos cubanos, en hechos concretos, y expresarse en la necesidad de solicitar formalmente al gobierno cubano que ponga fin a las detenciones efectuadas por motivos ideológicos, esto es, por ser contrarias al régimen político de Fidel Castro;
2. Que, actualmente, el número parcial de presos políticos en Cuba es de 359 personas;
3. Que, por su parte, la Asamblea para Promover la Sociedad Civil en Cuba señala, en su listado de detenidos clasificados según provincias, que aquélla con la mayor concentración es La Habana, que registra 46 detenidos. Entre los actos sancionados más recurrentes, conforme a la ley cubana, se encuentran la salida ilegal del país, la oposición al régimen, espionaje, actos contra la seguridad del Estado y desacato a la autoridad;
4. Que otro dato significativo es el creciente aumento del número de mujeres detenidas. A comienzos del año 2006 el número de detenidas era sólo de tres, mientras que al finalizar el año aumentó a 28;
5. Que durante la "Primavera Negra", del año 2003, se produjo una detención masiva de periodistas independientes, defensores de los derechos humanos, opositores y sindicalistas cubanos. Todos ellos fueron detenidos y condenados, tras haber sido presentados en los juicios sumarios: 75 opositores acusados por el gobierno de participación en las conspiraciones organizadas por el Jefe de la Sección de Intereses de los Estados Unidos en Cuba. Las penas para estos detenidos oscilaban entre los 6 y 30 años de cárcel, habiendo sido liberados algunos de los condenados por encontrarse en un paupérrimo estado de salud. No obstante, aún continúan privadas de libertad 59 personas de las 75 detenidas durante esta persecución;
6. Que dichas detenciones motivaron el pronunciamiento de la antigua Comisión de Derechos Humanos de la ONU, a mediados de abril de 2004, que aprobó por 22 votos a favor y 21 en contra, la adopción de una resolución en la que se lamentaban "los hechos ocurridos el año pasado en Cuba en relación con algunas condenas a disidentes políticos y periodistas", en referencia a las duras sentencias impuestas a los disidentes en abril de 2003. Una serie de países latinoamericanos votaron a favor de la resolución. Asimismo, el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria consideró, en su opinión N° 9/2003, que habían sido detenidas arbitrariamente y en contravención de lo dispuesto en los artículos 19, 20 y 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos;
7. Que la mayoría de los disidentes y opositores han sido condenados en relación al artículo 91 del Código Penal cubano, la Ley N° 88, o ambos:
- El artículo 91 del Código Penal hace referencia a "Actos contra la Independencia o la Integridad Territorial del Estado". Según esta disposición, "el que, en interés de un Estado extranjero, ejecute un hecho con el objeto de que sufra detrimento la independencia del Estado cubano o la integridad de su territorio, incurre en sanción de privación de libertad de diez a veinte años o muerte".
- La Ley N° 88, de Protección de la Independencia Nacional y la Economía de Cuba (Ley Mordaza), indica que "el que, con el propósito de lograr los objetivos de la Ley "Helms-Burton", el bloqueo y la guerra económica contra nuestro pueblo, encaminados a quebrantar el orden interno, desestabilizar el país y liquidar al Estado Socialista y la independencia de Cuba, colabore por cualquier vía con emisoras de radio o televisión, periódicos, revistas u otros medios de difusión extranjeros, incurre en sanción de privación de libertad de dos a cinco años o multa de mil a tres mil cuotas, o ambas";
8. Que organizaciones de defensa de los derechos humanos como “Cuba, Democracia YA!” alegan la falta de apoyo que han recibido los presos políticos y de conciencia. Si bien un número considerable ha sido dejado en libertad, se alega que en su mayoría se debe al término de su condena, encontrándose otros en libertad provisional, debido a su precario estado de salud;
9. Que una de las últimas concesiones se realizó durante abril pasado, cuando se liberó a 6 presos políticos por causas que aún se desconocen. Ante este hecho las organizaciones se preguntan por qué el gobierno de Castro no ha liberado de buena voluntad a quienes se encuentran en precarias condiciones de salud, sospechando las motivaciones que tienen, ya que las liberaciones por parte del gobierno cubano siempre se realizan a cambio de algún otro beneficio. Por lo demás, no debe olvidarse que Cuba es uno de los pocos países del mundo, y el único del hemisferio occidental, que niega el acceso a las prisiones al Comité Internacional de la Cruz Roja, ya desde 1989;
10. Que el 3 de abril de 2003, la Cámara de Diputados de Chile, en sesión 63a, aprobó el proyecto de acuerdo N° 192, mediante el cual se solicitó a la Ministra de Relaciones Exteriores que recabara la información respecto de la relación existente entre las detenciones masivas efectuadas en Cuba y la presentación a la Asamblea Nacional del Poder Popular del país, del proyecto de reforma constitucional denominado "Proyecto Varela";
11. Que lo señalado en los párrafos anteriores es de interés internacional y, desde luego, de Naciones Unidas y su Alto Comisionado para los Derechos Humanos, que ha nombrado un delegado especial para supervisar la situación cubana, el cual, al efecto, ha realizado diversos informes. En el correspondiente al de fecha 20 de enero del año pasado, la señora. Representante del Alto Comisionado, Christine Chanet, se refiere a las detenciones de marzo de 2003, como la "ola de represión sin precedentes, con el pretexto de que el representante de los intereses estadounidenses en La Habana intervenía activamente en la oposición política", recordando las detenciones realizadas a miembros de la sociedad civil, denunciando que "sesenta personas siguen detenidas arbitrariamente, según la opinión N° 9/2003 del Grupo de Trabajo sobre la detención arbitraria...”, sumándose a ellas "los nuevos arrestos y detenciones que se produjeron en 2005";
12. Que, por su parte, el informe de la misma comisionada, de fecha 26 de enero de 2007, señala que los procedimientos especiales (el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria, el Relator Especial sobre la Promoción y Protección del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión, la Representante Especial del Secretario General sobre la Situación de los Defensores de los Derechos Humanos, el Relator Especial sobre la Independencia de los Magistrados y Abogados y el Relator Especial sobre el Derecho de toda Persona al Disfrute del Más Alto Nivel Posible de Salud Física y Mental) hicieron nueve llamamientos urgentes en la materia, por separado o conjuntamente, y
13. Que, finalmente, luego de todo lo expuesto, y atendido el hecho de que el informe señalado precedentemente recomienda al Gobierno de Cuba, que:
a) Cesen los procesos de ciudadanos que ejercen los derechos garantizados por los artículos 18,19, 20, 21 y 22 de la Declaración Universal de Derechos Humanos;
b) Ponga en libertad a las personas detenidas que no hayan cometido ningún acto de violencia contra personas o bienes;
c) Revise las leyes que tipifican como delito el ejercicio de las libertades de expresión, de manifestación, de reunión y de asociación, en particular la Ley N° 88 y el artículo 91 del Código Penal, para que esas disposiciones legislativas se ajusten a los artículos mencionados de la Declaración Universal de Derechos Humanos;
d) Mantenga sin excepción la moratoria de la pena de muerte que instituyó en 2000, con miras a abolir esa pena;
e) Reforme el procedimiento penal para que se ajuste a lo dispuesto en los artículos 10 y 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos;
f) Cree un órgano permanente independiente que reciba las denuncias de las personas que aleguen ser víctimas de violaciones de sus derechos fundamentales;
g) Revise los reglamentos relativos a la entrada y salida del territorio a fin de garantizar la libertad de circulación definida en el artículo 13 de la Declaración Universal de Derechos Humanos;
h) Autorice la entrada en Cuba de las ONG;
i) Promueva el pluralismo en lo relativo a las asociaciones, los sindicatos, los medios de comunicación y los partidos políticos en el territorio nacional, y
j) Se adhiera al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como a sus Protocolos Facultativos, y al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.


El Senado acuerda:



Solicitar a Vuestra Excelencia se sirva instruir al señor Ministro de Relaciones Exteriores, a fin de que se adopten las siguientes medidas:


1) Rechazar toda prisión por motivos políticos o ideológicos en Cuba, y requerir a su Gobierno -haciendo presente la preocupación internacional sobre esta materia- para que ponga término a esas detenciones, especialmente de quienes fueron apresados en 2003 por ser contrarios al régimen político de Fidel Castro, en virtud de la aplicación del artículo 91 del Código Penal de Cuba y de la Ley N° 88, de 1998, sobre Protección de la Independencia Nacional y la Economía de Cuba;


2) Exhortar al apego irrestricto del Gobierno de Cuba a las recomendaciones de las Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos en ese país, y


3) Prestar el voto decidido de Chile en orden a la aprobación de todo informe de las Naciones Unidas, y de sus organismos dependientes, que dé cuenta de la crítica situación de los derechos humanos en el país del Caribe, así como de toda declaración en el mismo sentido.”.
- - -



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 19 votos a favor, 4 en contra y 3 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Naranjo, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero y Sabag.


Votan por su rechazo los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro, Núñez y Ominami.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Ávila, Girardi y Muñoz Barra.


Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente descrito.

- - -



Luego, el señor Presidente suspende la sesión.



Se reanuda la sesión a las 18.38 horas.

_______________

INCIDENTES

ACTO DE DESAGRAVIO AL SEÑOR PATRICIO TOMBOLINI 



El señor Presidente anuncia que la unanimidad de los Comités acordó mantener el orden de Incidentes de la sesión 21ª ordinaria, el día de ayer, a fin de que los integrantes de los Comités pertenecientes a la Concertación de Partidos por la Democracia hagan uso de la palabra para realizar el acto de desagravio al señor Patricio Tombolini.



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Vásquez, Gómez, Ávila, Cantero y Gazmuri, señora Alvear y señores Muñoz Barra y Longueira.
- - -



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Allamand al señor Director Nacional de Vialidad y, por su intermedio, a los señores Director Regional y Provincial de ese Servicio de la X Región y de la provincia de Valdivia, respectivamente, solicitando la instalación de un puente provisorio en reemplazo del puente Traiguén, ubicado en la ruta que comunica Río Bueno con La Unión y para que informe acerca de los responsables de inspeccionar dicho puente y de las labores que se están realizando para la construcción de un puente definitivo.



- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Ministro de Justicia, para que informe cómo se dispondrá el cumplimiento de la medida de detención o de la pena de prisión de las mujeres en el centro de detención COD Cereco de Punta Arenas por aplicación de la nueva Ley de Responsabilidad Penal Juvenil y de las razones que existieron para que ese Centro no contemplara espacios para la detención de ellas.



- Del Honorable Senador señor Cantero:



1) Al señor Intendente de la II Región, solicitando que informe a esta Corporación sobre las dificultades que estaría enfrentando el “Complejo Portuario de Mejillones”.



2) Al señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales de la II Región, exponiendo su parecer respecto del “Complejo Portuario de Mejillones”.



3) A los señores Intendente de la II Región, Alcalde de la comuna de Mejillones, Director del Servicio Nacional de Turismo y Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales de esa Región, solicitando que emitan su opinión y argumentos técnicos respecto de la posibilidad y factibilidad de declarar “Área Costera, Zona Protegida de Desarrollo e Interés Turístico” el sector del “Complejo Portuario de Mejillones”.



- Del Honorable Senador señor Frei al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, solicitando el apoyo a la iniciativa legal que el Servicio del Adulto Mayor ha formulado en relación con la violencia y el maltrato de los adultos mayores.



- Del Honorable Senador señor García al señor Contralor General de la República, solicitando que disponga una investigación en relación con posibles irregularidades cometidas en Chiledeportes en cuanto a las asignaciones de recursos efectuada a la Asociación Regional Central de Balonmano.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señores Ministros del Interior, de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción y a la señora Intendenta de la XI Región, solicitando que se estudie la posibilidad de conceder créditos con tasas reducidas y meses de gracia a los habitantes de esa Región, de manera que puedan afrontar de mejor manera las adversidades ocasionadas por el terremoto recientemente ocurrido en la zona.



2) Al señor Ministro de Defensa Nacional, solicitando que disponga la ejecución de las medidas regulatorias necesarias con el fin de reducir la extensión del predio asignado a Carabineros de Chile en la XII Región, con el objeto de permitir la construcción del camino Estancia Vicuña-Yendegaia-Caleta 2 de Mayo-Lago Errázuriz-Roca, la instalación del futuro poblado y del aeropuerto respectivo.



3) Al señor Ministro de Hacienda, para que disponga el pago total del bono acordado entre la Asociación Nacional de Empleados Fiscales y el Gobierno para los funcionarios públicos de la XI Región.



4) Al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y, por su intermedio, al señor Subsecretario de Marina y a los señores Subsecretarios de Pesca y Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca, solicitando información acerca del procedimiento existente para la obtención de una concesión de acuicultura y el tiempo promedio que demora su otorgamiento.



5) Al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitando que estudien la posibilidad de disponer la transferencia, en condiciones favorables, de predios e instalaciones a los funcionarios de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas.



6) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y, por su intermedio, al señor Subsecretario de esa Cartera de Estado, solicitando el envío de los antecedentes técnicos de los atraviesos de los sectores marinos de Chacao, Chiloé-Chaitén y Queulat-Puerto Cisnes.



7) A los señores Ministro de Justicia y Director Nacional de Gendarmería de Chile, solicitando disponer el aumento de la dotación del Centro de Detención Preventiva de Puerto Aysén, de personal capacitado para la manipulación de alimentos, de un nuevo vehículo adaptado para le traslado de reos y de un técnico paramédico.



8) A las señoras Ministras de Salud y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, solicitando que se regule el uso de leña y de los artefactos que la utilizan, considerando la gradualidad en su aplicación y los subsidios para los sectores más vulnerables.



- Del Honorable Senador señor Romero:



1) Al señor Intendente de la V Región, solicitando que informe acerca de los proyectos de pavimentos rurales que se ejecutarán en el año 2007 y las soluciones que se dispondrán para las áreas de extensión urbana en el Plan Regulador Intercomunal.



2) A los señores Directores del Servicio de Salud Viña del Mar-Quillota, Valparaíso-San Antonio y San Felipe-Los Andes, solicitando diversos antecedentes en relación con la ejecución del programa de hemofilia dispuesto por el Ministerio de Salud.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1

NUEVO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE DISPONE QUE LA PRESCRIPCIÓN EN DELITOS SEXUALES CONTRA MENORES SE COMPUTARÁ DESDE EL DÍA EN QUE ESTOS ALCANCEN LA MAYORÍA DE EDAD

(3786-07 y 3799)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de emitir un nuevo informe sobre el proyecto de ley de la suma, que se encuentra en segundo trámite constitucional. 


El presente proyecto se inicia en dos mociones parlamentarias, la primera, Boletín Nº 3.786-07, fue presentada por los Honorables Diputados señores Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Büchi, Mario Bertolino Rendic, Roberto Delmastro Naso, Pablo Galilea Carrillo, René Manuel García García, Nicolás Monckeberg Díaz, Alfonso Vargas Lyng y Carlos Vilches Guzmán, y los ex Diputados señores Francisco Bayo Veloso y Arturo Longton Guerrero. La segunda, Boletín Nº 3.799, fue presentada por los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mancilla, Jorge Burgos Varela y Patricio Walker Prieto y el ex Diputado señor Francisco Bayo Veloso. Ambas mociones fueron refundidas por la Cámara de Diputados, en el primer informe de su Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.


El proyecto fue informado previamente por esta Comisión el día 18 de abril del presente año. La Sala decidió, en sesión de fecha 8 de mayo pasado, que volviera a la Comisión para un nuevo informe.


Se deja constancia de que, según lo dispuesto por el artículo 127 de Reglamento del Senado, considerando que es un proyecto de artículo único, él fue tratado en general y en particular a la vez. La Comisión propone a la Sala discutirlo del mismo modo.


Se hace presente que las disposiciones del proyecto no requieren quórum especial de aprobación.

- - - - - -

IDEA MATRIZ DE LA INICIATIVA


Al tenor de las mociones que le dan origen, esta iniciativa de ley tiene por fin establecer una medida de protección a favor de los menores de edad que han sido víctimas de abusos de carácter sexual, para lo cual se dispone que el plazo de prescripción de la acción penal comenzará a correr, en tales casos, a partir de la fecha en que la víctima ha alcanzado la mayoría de edad.   

- - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO


Están relacionadas con el proyecto las siguientes disposiciones legales:

· Del Código Penal: los artículos 361 y 362, contenidos ambos en el epígrafe sobre la violación, párrafo 5 del Título VII del Libro Segundo. También los artículos 363 a 367 ter, contenidos todos en el párrafo sobre el estupro y otros delitos sexuales, numero 6 del Título VII del Libro Segundo.

· Del Código Procesal Penal, los artículo 53 a 55, contenidos todos en el párrafo 1º, sobre clases de acciones, del Título III del Libro Primero.

 - - - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN

Para la mejor resolución del tema, la Comisión acordó solicitar al abogado penalista Juan Domingo Acosta Sánchez un informe sobre los alcances de la disposición contenida en el proyecto. En la segunda quincena del mes de mayo el abogado Acosta remitió a la Comisión una minuta expresando su punto de vista sobre el asunto.


El letrado señaló que de los fundamentos señalados en las mociones que integran el proyecto y del texto del mismo aprobado en el primer trámite constitucional, se desprende que la iniciativa en estudio pretende proteger a los menores de edad que han sido víctimas de un delito sexual, permitiéndoles ejercer sus derechos (denunciar o querellarse) a partir del momento en que alcancen la mayoría de edad y, por tanto, puedan actuar por sí mismos. Agrega que, en términos concretos, la suspensión del plazo de prescripción implica una extensión del mismo. 


El abogado indicó que el texto aprobado en el primer trámite está estrechamente vinculado con el inciso segundo del artículo 132 del Código Penal Español, que señala lo siguiente:

“En la tentativa de homicidio y en los delitos de aborto no consentido, lesiones, malos tratos, detenciones ilegales, torturas y otros delitos contra la integridad moral, contra la libertad sexual y contra la intimidad, cuando la víctima fuera menor de edad, desde el día en que ésta haya alcanzado la mayoría de edad. Si la víctima falleciere antes de la mayoría de edad el plazo de prescripción se computará  a partir de la fecha del fallecimiento.”.


La disposición citada ocupa un criterio amplio, aplicando la regla especial de contabilidad de la prescripción a un espectro mayor de delitos cometidos contra menores. En cambio, la disposición aprobada por la Cámara de Diputados sólo plantea la regla para ciertos delitos relativos a la indemnidad sexual.


El letrado expresó, a continuación, que si la norma contenida en el proyecto tiene por finalidad dar protección al menor y permitirle ejercer sus derechos a denunciar o accionar penalmente  cuando alcanza la mayoría de edad, parece razonable que el plazo de prescripción comience a contarse, sólo a favor del menor, desde que ese hecho acaezca. Por esta razón, no se justifica reglar, como hace el proyecto, que en el evento de que el menor muera la prescripción se contará desde la fecha del  deceso, porque esto supone ampliar la protección a los herederos del menor, que comúnmente van a ser mayores de edad y han podido ejercer acciones como representantes de la víctima desde que se cometió el delito. Esta situación no está contenida en la idea matriz del proyecto, que apunta a la protección del menor que ha sido víctima de un delito, y no al establecimiento de un régimen especial de prescripción aplicable a otras personas distintas del menor.


En seguida, el abogado señaló que si pretende consagrar un régimen especial de contabilización de la prescripción en favor de los menores y respecto de los delitos que afecten su indemnidad sexual, no parece adecuado excluir del listado de ilícitos, tal como lo hace el proyecto, el que comete quien interviene en la producción de material pornográfico en cuya elaboración han participado menores de 18 años (artículo 366 quinquies del Código Penal); el que promueve o facilite la prostitución de menores (artículo 367 del Código Penal), el que promueve o facilita la entrada o salida de menores del país para que ejerzan la prostitución en territorio nacional o extranjero (artículo 367 bis del Código Penal) y el que, a cambio de dinero u otra prestación, obtiene servicios sexuales por parte de personas mayores de 14 pero menores de 18 años (artículo 367 ter del Código Penal).


El Honorable Senador señor Gómez planteó que la Sala del Senado envió el proyecto a la Comisión para una nueva discusión porque se advirtió que en la disposición aprobada en el primer trámite constitucional quedan fuera de la regla especial de contabilización de la prescripción de delitos sexuales contra menores ciertos tipos penales que protegen el mismo bien jurídico, como son los relativos a la prostitución de menores y el uso de menores en la producción de material pornográfico.


El Honorable Senador señor Larraín se mostró de acuerdo con lo señalado  y agregó que, tal como ha puesto de relieve el abogado señor Acosta, la idea central del proyecto es proteger a los menores en su indemnidad sexual y no a otros sujetos de la acción penal. Por tanto, no tiene sentido aplicar la regla especial de suspensión de la prescripción una vez que el menor ha fallecido, porque, en ese caso, el titular de la acción (el heredero del menor) es generalmente una persona mayor de edad y, en razón de la idea matriz de la iniciativa, ellos no requieren ser protegidos por el régimen especial que se establece.


Considerando las circunstancias antes señaladas, y según lo que dispone el artículo 121 inciso cuarto del Reglamento del Senado, los Honorables señores Senadores asistentes presentaron la siguiente indicación sustitutiva:


“Artículo único.- Incorpórase, a continuación del artículo 369 ter del Código Penal, el siguiente artículo 369 quáter, nuevo:


“Artículo 369 quáter. En los delitos previstos en los dos párrafos anteriores, el plazo de prescripción de la acción penal empezará a correr para el menor de edad que haya sido víctima, al momento que cumpla 18 años.”.”.


Sometida a votación, la indicación sustitutiva fue aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, señora Alvear y señores Espina, Gómez y Larraín. 

- - - - - -

CONSTANCIA


Al igual que se señaló en el informe anterior, se deja constancia de que en la presente discusión se tuvo a la vista la moción del Honorable Senador señor Ávila, sobre aumento del plazo de prescripción de los delitos de abuso sexual y violación de menores, Boletín Nº 3.991-07, que no pudo ser refundida en el presente proyecto por encontrarse en un trámite constitucional distinto, pero cuyas ideas fueron subsumidas en la indicación sustitutiva aprobada por la Comisión.


Por esta razón, de aprobarse el presente informe, la Comisión recomienda al Senado archivar la referida moción.

- - - - - -

MODIFICACIÓN

En mérito de los acuerdos consignados, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone la siguiente modificación al texto aprobado por la Cámara de Diputados:

Artículo único


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo único.- Incorpórase, a continuación del artículo 369 ter del Código Penal, el siguiente artículo 369 quáter, nuevo:


“Artículo 369 quáter. En los delitos previstos en los dos párrafos anteriores, el plazo de prescripción de la acción penal empezará a correr para el menor de edad que haya sido víctima, al momento que cumpla 18 años.”.”.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


De aprobarse la modificación propuesta por la Comisión, el proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Incorpórase, a continuación del artículo 369 ter del Código Penal, el siguiente artículo 369 quáter, nuevo:


“Artículo 369 quáter. En los delitos previstos en los dos párrafos anteriores, el plazo de prescripción de la acción penal empezará a correr para el menor de edad que haya sido víctima, al momento que cumpla 18 años.”.”.
- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 6 de junio de 2007, con asistencia de los Honorable Senador señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero y Hernán Larraín Fernández.

Valparaíso, 8 de junio de 2007.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario 
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR MUÑOZ ABURTO, POR MEDIO DE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE PERMITE EJECUTAR EL PAGO DE OBLIGACIONES LABORALES SOBRE OTROS PATRIMONIOS COMERCIALES DEL DEUDOR

(5123-13)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º numerales 16º y 24º, en el artículo 63º numeral 3) de la Constitución Política de la República y en el Código del Trabajo.

Considerando:
1.-
Que el trabajo es un derecho humano esencial. Su ejercicio en condiciones de dignidad y respeto de la persona es un imperativo de todas las sociedades.

2.-
Que con tal objeto las naciones han adoptado, desde hace largos años, legislaciones protectoras de los trabajadores, las que establecen estatutos mínimos de resguardo y sanciones aplicables en caso de su vulneración. 

3.-
Que, asimismo, se han establecido normas y mecanismos administrativos y judiciales tendientes a perseguir el cumplimiento de las obligaciones provenientes de los contratos de trabajo.

En nuestro país ello ha motivado, en los últimos meses, la modificación del procedimiento laboral y la creación de Tribunales del Trabajo, los que deben comenzar a funcionar en los próximos meses.

4.-
Que, sin embargo, se constata aún la existencia de diversos subterfugios para eludir las obligaciones o dificultar su cobro, sea manteniendo escasos bienes bajo administración comercial o a través de la creación de sociedades de diverso tipo que no disponen de capital suficiente para asegurar su pago.

5.-
Que a consecuencia de ello existen múltiples ejemplos de trabajadores que, habiendo obtenido sentencias favorables en juicios laborales, no han dispuesto de ningún patrimonio en que ejecutar sus acreencias, pese a que las personas naturales o los miembros de las sociedades empleadoras crean nuevas entidades y disponen, para ello, de recursos abundantes.

6.-
Que lo anterior constituye una grave anomalía que afecta los derechos laborales, generando una sensación de desprotección e impunidad, por lo que resulta conveniente modificar la legislación vigente posibilitando que las deudas originadas en obligaciones laborales persiga otros patrimonios del empleador, más allá de aquéllos del negocio que origina la deuda.

Por lo anterior, el Senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Incorpórese el siguiente inciso final al artículo 4º del Código del Trabajo:

“La falta o insuficiencia de bienes donde hacer cumplir las obligaciones laborales de los trabajadores, reconocidas por la justicia, hará que éstas puedan ejecutarse sobre otros patrimonios comerciales del único deudor, si éste es persona natural o una empresa individual de responsabilidad limitada o de cualquiera de los socios, si se tratare de una sociedad empleadora.”
(Fdo.):Pedro Muñoz Aburto,

Senador

3

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE NORMAS PARA ASEGURAR LA TRANSPARENCIA Y LA CALIDAD EN LA CREACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE NUEVAS CARRERAS TÉCNICAS Y PROFESIONALES

(5121-04)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º numerales 10º y 11º y en el artículo 63º número 1) de la Constitución Política de la República 

Considerando:

1.-
Que las carreras técnicas y profesionales son de gran importancia para el país, preparando los especialistas necesarios para el quehacer nacional en diversas disciplinas.

2.-
Que, del mismo modo, ellas resultan una fase indispensable del proceso educativo, brindando a los jóvenes alternativas que les permitan desarrollar sus potencialidades, atender su vocación y mejorar sus oportunidades de desarrollo personal y económico.

3.-
Que dicho esfuerzo tiene un elevado costo para el país y evidentemente para los estudiantes y sus familias, lo que exige del Estado un riguroso control acerca de la seriedad de los planes y programas que se ofrecen a los estudiantes.

4.-
Que la ampliación de la oferta educativa y, particularmente, la creación de nuevas carreras es un proceso que debe realizarse con la mayor seriedad, procurando que ellas sean fruto de un real desarrollo de las áreas del conocimiento respectivas y que, además, sean requeridas por el mercado laboral, a efecto de no alentar expectativas que no puedan ser satisfechas, motivando frustración en los jóvenes titulados.

5.-
Que, como lo han demostrado diversos programas televisivos, estudios técnicos y la propia realidad de miles de estudiantes, en los últimos años se han creado una multiplicidad de nuevas carreras o ampliado excesivamente las vacantes de disciplinas tradicionales, sin que se acredite, en el primer caso, el campo ocupacional real o, en el segundo, la mayor demanda existente.

6.-
Que al generarse muchas de ellas en el seno de instituciones que han obtenido ya su autonomía, no corresponde a las autoridades pronunciamiento alguno, existiendo escasas posibilidades de poder evitar acciones irresponsables y de que los futuros postulantes puedan evaluar críticamente sus fundamentos y perspectivas.

7.-
Que la Ley que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la calidad de la Educación, N° 20.129, constituye un importante avance en la materia, pero la voluntariedad de sus normas en materia de acreditación de carreras técnicas y profesionales y programas de pregrado, con la sola excepción de la medicina y la docencia, dificulta que consiga el objetivo de dotar de la máxima seriedad al proceso de creación de nuevas carreras.

Que, en ese sentido resulta más aconsejable establecer la obligatoriedad de la acreditación de todas las carreras que se creen en el futuro, manteniendo, además, tal imperativo para aquéllas vinculadas a las áreas señaladas ya existentes.

8.-
Que, por lo anterior, se hace necesario introducir, en primer término, una reforma a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza que, respetando rigurosamente la autonomía de los planteles al permitirles crear sus programas educativos sin intervención estatal, otorgue a dicho proceso la suficiente transparencia y rigurosidad técnica para que los postulantes conozcan el máximo de antecedentes, fundamentos, potencialidades y críticas acerca de las carreras que se creen.

En este sentido lo ideal sería que la obligación de habilitar el sitio informativo en Internet en que constaren las actuaciones a que de lugar el reconocimiento de las entidades estuviera a cargo del Ministerio de Educación, sin embargo, carezco de atribuciones para plantearlo de ese modo. 

En segundo lugar, se propone reemplazar la voluntariedad para la acreditación de nuevas carreras técnicas y profesionales y programas de pregrado en la forma señalada.

Por lo anterior, el Senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1º.-
Modifíquese el D.F.L. No 1 de 2006 del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, del modo que sigue:

a)
Agréguese la siguiente parte final en el inciso tercero de los artículos 57º, 67º y 74º:

“Lo mismo tendrá lugar tratándose de infracciones a las normas de transparencia contenidas en el Párrafo 7º en lo referido a la creación de carreras o cuando se revelen hechos graves que afecten el funcionamiento de éstas o las perspectivas laborales de sus egresados, tales como carencia de infraestructura y equipamiento que haga inviables las actividades educativas, inexistencia de campos para realizar la práctica profesional y falsedad u omisión de antecedentes respecto de su ámbito ocupacional.”

b)
Incorpórese, a continuación de su artículo 77º el siguiente nuevo Párrafo 7º del Título III:

“Párrafo 7º

Disposiciones Generales

Artículo 77 bis.-
Los procedimientos descritos en los Párrafos 3º, 4º y 5º deberán desarrollarse con absoluta transparencia. Con tal objeto, las entidades cuyo reconocimiento se pretenda deberán habilitar un sitio en Internet en el que deberán constar todas las actuaciones, diligencias y antecedentes aportados al proceso.

Artículo 77 ter.-

Sin perjuicio de la autonomía académica a que hace referencia el artículo 79º, la creación de nuevas carreras por parte de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica deberá informarse a la comunidad a lo menos con 90 días de antelación al inicio del proceso de matrículas a través de una publicación en un diario de circulación en la región en que ellas se vayan a impartir.

El plantel respectivo deberá, a contar de dicho momento, habilitar un sitio en Internet donde se expresen los fundamentos tenidos en consideración para dicha medida y se recojan todas las opiniones y comentarios que ello merezca a las entidades públicas o privadas interesadas en el asunto.

Artículo 77 quater.-
El proceso de creación y modificación de carreras de instituciones que no hayan obtenido su autonomía deberá ajustarse a lo dispuesto en el artículo precedente.”
c)
Agréguese el siguiente inciso final al artículo 79º:

“Lo anterior no obstará al cumplimiento de las obligaciones que se dispongan con el objeto de trasparentar ciertos aspectos de carácter académico, económico y administrativo, en cuanto lo requiera el interés nacional.”

Artículo 2º.-
 Reemplácese los incisos primero y segundo del artículo 27º de la Ley 20.129,  que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, por los siguientes:

“Artículo 27.- 
Sin perjuicio de lo anterior, las nuevas carreras y programas de estudio de cualquier tipo deberán someterse obligatoriamente al proceso de acreditación establecido en este párrafo. La acreditación se aplicará siempre desde el primer año de funcionamiento de la respectiva carrera o programa.
Lo mismo se aplicará a las carreras y programas conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos sea que se creen en el futuro o que existan en la actualidad. En el primer caso, la acreditación se regirá por lo dispuesto en el inciso precedente; en el segundo, deberán someterse al proceso de acreditación antes del 17 de Noviembre del 2006.”

(Fdo.):Pedro Muñoz Aburto,

Senador

4

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR MUÑOZ ABURTO, POR MEDIO DE LA CUAL INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.628 CON EL OBJETO DE INCORPORAR DEUDAS PREVISIONALES EN REGISTROS O BANCOS DE DATOS PERSONALES

(5122-07)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º numerales 1º, 16º, y 18º y en el artículo 63º numeral 20 de la Constitución Política de la República, en la ley 17.322 y en la ley 19.628.

Considerando:

1.-
Que la seguridad social y, en especial la previsión, es un derecho humano esencial, en tanto constituye un justo descanso tras años de esfuerzos en beneficio de la sociedad, siendo reconocido en diversos textos internacionales y en la Carta Fundamental.

2.-
Que, en nuestro país, coexisten tres sistemas de pensiones, a saber: el de capitalización individual, a cargo de las Administradoras de Fondos de Pensiones, creadas por el D.L. 3500; el de reparto, conformado por diversas Cajas agrupadas en el Instituto de Normalización Previsional y el de las Fuerzas Armadas, en lo esencial también de reparto, aunque con algunas diferencias de cobertura y prestaciones.

3.-
Que, en todos ellos, aunque especialmente en el primer caso, resulta fundamental el pago efectivo de cotizaciones, forma principal de aportar recursos al sistema y cumplir los requisitos que establece la ley para acceder a una pensión.

4.-
Que, sin embargo, por razones ajenas a su voluntad miles de trabajadores no cuentan con imposiciones de un modo regular. Las estadísticas del sistema de AFP revelan que casi la mitad de los afiliados a estas entidades no cuentan con cotizaciones al día, motivándose el retardo en el incumplimiento de los empleadores.

5.-
Que lo anterior representa un enorme perjuicio para los trabajadores, posibilitado por la existencia de la denominada “declaración sin pago”, siendo necesario establecer medidas más rigurosas para terminar con dicha práctica.

6.-
Que, a este respecto, ya se han implementado mejoramientos a las normas sobre cobranza de cotizaciones de seguridad social y creado los tribunales especiales con dicho objeto.

Asimismo, se han propuesto múltiples iniciativas destinadas a favorecer el pago y apremiar o sancionar más da los empleadores morosos.

7.-
Que, la gravedad y magnitud de la situación obliga a extremar los mecanismos destinados a este objetivo, constituyendo una buena alternativa impeler a los empleadores a través de su sanción social, sea con la publicación de listados de incumplimiento, como propuse en otra moción, como mediante su incorporación en bases de datos comerciales.

8.-
Que, lamentablemente, esto último ha sido prohibido por la Corte Suprema de Justicia al fallar que la denuncia de deudas realizada por la Dirección del Trabajo a estos registros excede lo dispuesto en los artículo 17º y 20º de la Ley 19.628, al no constituir éstos alguno de los documentos reseñados en el primero de los preceptos citados y requerir el consentimiento del afectado.

9.-
Que, en tanto esa vía constituye un mecanismo eficaz para procurar el pago de las cotizaciones, creo conveniente proponer una enmienda legal que permita que el propio empleador, las Administradoras de Fondos de Pensiones o cualquier otra entidad que conozca del asunto y cuente con mecanismos para acreditarlo pueda procurar esta inserción.

Por lo anterior, el Senador que suscribe viene en proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1º: Modifíquese la Ley 19.628 del modo que sigue:

a)
Elimínese, en el inciso primero de su artículo 17º, la conjunción “y” que antecede a la frase “de sociedades administradoras de créditos” y agréguese a continuación de la expresión “casas comerciales” la frase “y las deudas previsionales que consten en las resoluciones o títulos referidos en los artículos 2º y 4º de la Ley 17.322, respectivamente, o en las certificaciones a que alude el artículo 183-C del Código del Trabajo.”
b)
Incorpórese, en su artículo 18º, la siguiente frase final: “Lo anterior no se aplicará tratándose de las deudas previsionales, respecto de las cuales sólo podrá tener lugar lo dispuesto en el inciso siguiente.”
c)
Agréguese el siguiente inciso segundo al artículo 20º: “Con todo, no se exigirá dicha autorización tratándose de deudas previsionales.”
Artículo 2º.-
Las deudas previsionales devengadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley podrán ser incorporadas en registros o bancos de datos hasta cinco años después de su entrada en vigor.  
(Fdo.):Pedro Muñoz Aburto,

Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES LARRAÍN Y NOVOA, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.290, DE TRÁNSITO, CON EL OBJETO DE AUMENTAR SANCIONES POR CONDUCIR A EXCESO DE VELOCIDAD 

(5124-15)

Honorable Senado:

La conducción de vehículos motorizados a una velocidad que exceda los límites establecidos en la ley, ha constituido, desde los orígenes de la regulación del tránsito, una de las infracciones castigadas con las mayores sanciones contempladas por el ordenamiento jurídico para conductas imprudentes.

El texto original de la Ley N°18.290 consideraba a esta conducta como una infracción gravísima, con una pena de suspensión de la licencia de habilitación y multa, sin considerar la entidad del exceso de velocidad.

Con el objeto de adecuar la regulación de esta materia a las exigencias del principio de proporcionalidad entre la naturaleza de la infracción y la sanción a ella aplicable, la Ley N°19.816 introdujo numerosas modificaciones a la regulación de las infracciones contempladas en la citada Ley 18.290, conocida como Ley del Tránsito.

Entre ellas, distinguió tres tramos en cuanto al exceso de velocidad. Para tal efecto, introdujo un artículo 200 bis a la citada Ley 18.290, precisando que constituirá infracción menos grave el hecho de exceder hasta en diez kilómetros por hora el límite máximo de velocidad contemplado en el artículo 150; grave cuando la velocidad exceda entre once y veinte kilómetros por hora el mismo límite; y gravísima cuando el exceso de velocidad supere los veinte kilómetros por hora en relación con el máximo permitido.

Por su parte, el artículo 150 a que alude la citada disposición, establece los límites de la velocidad a la que pueden circular los vehículos motorizados, distinguiendo entre zonas urbanas y rurales y entre diversas clases de vehículos.

En efecto, tratándose de zonas urbanas, el límite de velocidad para vehículos de menos de tres mil ochocientos sesenta kilos de peso bruto vehicular y para motocicletas, es de sesenta kilómetros por hora. Para vehículos de más de ese peso, buses, vehículos de transporte escolar o con más de diecisiete asientos, incluido el del conductor, el límite en zona urbana es de cincuenta kilómetros por hora.
En zonas rurales, en tanto, se distingue según las características del camino. Es así como, en caminos con una pista de circulación en cada sentido, el límite legal es de cien kilómetros por hora; en tanto que, en caminos con dos pistas de circulación en cada sentido, el límite es de ciento veinte kilómetros la hora. Se exceptúan de esta disposición los buses y camiones de más de tres mil ochocientos sesenta kilos de peso bruto vehicular y los vehículos de transporte escolar, los que en ningún caso pueden circular a una velocidad mayor de noventa kilómetros por hora; así como los buses interurbanos que, ni aún en los caminos rurales de doble vía pueden circular a más de cien kilómetros por hora.

Posteriormente, la Ley N°20.068, publicada el 10 de diciembre de 2005, modificó el artículo 200 bis de Ley 18.290, agregando la referencia al también por ella modificado artículo 151. La referida disposición regula la facultad de las Municipalidades para aumentar o disminuir los límites establecidos en la ley para una determinada vía o una parte de ella, previo estudio elaborado de acuerdo con los criterios que contempla el Manual de Señalización de Tránsito. De esta forma, quedan comprendidos entre los límites a que se remiten las normas sobre infracciones, los establecidos por las Municipalidades en uso de esta facultad legal.

Según estudios desarrollados por el Ministerio de Transportes a través de la Comisión Nacional de Seguridad del Tránsito (CONASET), durante el año 2005 se registraron 1.514 siniestros del tránsito cuya causa basal fue el exceso de velocidad, dejando 137 víctimas fatales y 2.318 lesionados
.

Otras estadísticas de CONASET
, basadas a su vez en datos de Carabineros de Chile, dan cuenta que de las 1.642 personas fallecidas en 2006 en accidentes de tránsito, 123 perdieron la vida por causa de la velocidad imprudente. Otras 2.330 personas resultaron lesionadas por la misma causa.

Por otra parte, según otro estudio de la misma entidad, el 88% de los atropellos registrados en 2003, tuvo lugar en zonas urbanas, de lo cual el estudio concluye que "la mayor mortalidad se focalizó en estas vías, donde la velocidad de circulación es mucho mayor y los estándares de infraestructura y diseño incita a los conductores a transitar sin tantas distracciones"
.

En lo que va corrido del año, en tanto, ya se registran 642 personas fallecidas en accidentes del tránsito
.

La iniciativa que proponemos, eleva las multa por conducir un vehículo motorizado a una velocidad que exceda en más 50 km/hr la velocidad que constituye una infracción gravísima.

El fundamento de esta propuesta radica en que, desde un punto de vista objetivo, la imprudencia que representa exceder los límites de velocidad establecidos para las diversas clases de zonas, caminos y vehículos, constituye un peligro de mayor entidad incluso que la sola conducción en estado de ebriedad tipificada como delito.

En efecto, el artículo 196 E de la Ley N°19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, publicada el 4 de enero de 2004, distingue cuatro hipótesis en la sanción de la conducción de vehículos motorizados en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol. En la primera de ellas, castiga como simple delito con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, la mera conducción habiendo injerido alcohol en ciertas proporciones, es decir, aún sin causar daño alguno.

Se trata, por tanto, de un delito de peligro en que lo castigado por el legislador es el riesgo que la conducta tipificada representa para un bien jurídico, en este caso la vida o la integridad física de las personas.

Ese fundamento es igualmente concurrente en el caso de la conducción a una velocidad de tal entidad que, comprobadamente, pone en peligro la vida o la salud de los peatones o los otros conductores, siendo, además, más objetiva su determinación que en el caso del manejo con ingestión alcohólica previa. Como también se encuentra comprobado, el alcohol incide de diversa manera según las características de las personas. En el caso del exceso de velocidad, en cambio, sus efectos peligrosos no dependen de las características del conductor, pues afecta de igual manera a todas las personas y, adicionalmente, se determina a través de medios mecanizados.

Por otra parte, el aumento de la multa que se aplica como sanción, es progresivo y proporcional a la gravedad del resultado producido por la conducta imprudente. Asimismo, se obliga al juez a suspender la licencia de conducir por un período también aumenta según la gravedad del resultado.

Adicionalmente, se eleva a la categoría de delito con pena única de presidio menor en su grado máximo, la reincidencia en la conducta, cualquiera sea la consecuencia de accionar del conductor.

La iniciativa respeta plenamente todos los principios que ordenan el ejercicio de la potestad punitiva del Estado a través del Legislativo, particularmente los referidos al carácter fragmentario del derecho penal, su naturaleza de última vatio y la proporcionalidad entre la infracción y la sanción aplicable. Si bien la pena que se propone es la misma que la Ley 19.925 sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas contempla para el caso de conducción en estado de ebriedad con resultado de muerte, la conducción a una velocidad superior en cincuenta kilómetros por hora al máximo permitido, genera un riesgo objetivo mayor que esta última.

Por estas razones, es que vengo en someter a la consideración de este H. Congreso, el siguiente:
Proyecto de Ley
"Artículo 1.- Agrégase como artículo 196 F, pasando el actual artículo 196 F a ser 196 G, el siguiente:
"Artículo 196 F: Sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiere caberle, el que excediere en más de cincuenta kilómetros por hora la velocidad que constituya una infracción gravísima, en conformidad al inciso cuarto del artículo 200 bis, será sancionado con multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales, ya sea que no se ocasione daño alguno o que con ello se causen daños materiales o lesiones leves. Se reputaran leves, para estos efectos, todas las lesiones que produzcan al ofendido enfermedad o incapacidad por un tiempo no mayor a siete días.

Si a consecuencia de la conducta descrita en el inciso anterior, se causaren lesiones graves o menos graves, la sanción será multa de veintiuno a cuarenta unidades tributarias mensuales.

Si se causaren alguna de las lesiones indicadas en el artículo 397 N° 1 del Código Penal o la muerte de una o más personas, se sancionará con multa de cuarenta y uno y cien unidades tributarias mensuales.

En las infracciones previstas en este artículo, se suspenderá la licencia para conducir vehículos motorizados por el término de seis meses a un año; de uno a dos años si se causaren lesiones menos graves o graves, y de dos a cuatro años, si resultare la muerte y, en todos los casos, el comiso del vehículo.

En caso de reincidencia en la conducta descrita en el inciso primero de este artículo, se aplicará la pena de presidio menor en su grado máximo, cualquiera sea el resultado, y los plazos máximos señalados en el inciso anterior se elevarán al doble, debiendo el tribunal decretar la cancelación de la licencia cuando estime que la conducción del vehículo por parte del infractor ofrece peligro para el tránsito o para la seguridad pública; lo que sólo podrá fundarse en las anotaciones que registre en la hoja de vida del conductor o en razones médicas debidamente comprobadas.

Las medidas indicadas en el inciso precedente no podrán ser suspendidas, ni aún cuando el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código Procesal Penal. Sin embargo, cumplidos a lo menos seis años desde que se canceló la licencia de conducir, el tribunal podrá alzar esa medida cuando nuevos antecedentes permitan estimar fundadamente que ha desaparecido el peligro para el tránsito o para la seguridad pública que importaba la conducción de vehículos motorizados por el infractor.".
(Fdo.):Hernán Larraín Fernández,

Jovino Novoa Vásquez,




Senador





Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ORPIS, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL LIBRE CABOTAJE DE NAVES AÉREAS EN EL TERRITORIO NACIONAL

(5125-03)

Honorable Senado:

El Decreto Ley N( 3.059, que establece la ley sobre FOMENTO A LA MARINA MERCANTE, define en su artículo 3( al cabotaje como “el transporte marítimo, fluvial o lacustre de pasajeros y de carga entre puntos del territorio nacional, y entre éstos y artefactos navales instalados en el mar territorial o en la zona económica exclusiva”.

Dicho artículo entrega el cabotaje exclusivamente a las naves chilenas, de suerte tal que, salvo una calificada excepción, existe un monopolio legal en favor de las compañías nacionales para tomar, transportar y dejar personas y carga dentro del territorio nacional.

La excepción a la que nos referimos, es decir aquella hipótesis en que se admite el cabotaje por parte de una nave extranjera, existe sólo cuando el mismo se refiere a una carga cuyo volumen sea igual o superior a 900 toneladas, y haya mediado licitación pública previa efectuada por el propietario de la misma. 

Como podrá pues advertirse, esta hipótesis además de ser tremendamente restrictiva, es además compleja y burocrática, y lo más reprochable es que sólo tendrá acceso a ella una persona natural o jurídica, que se encuentre en la necesidad de trasladar de un lugar a otro de la república, una carga igual o superior en peso a las 900 toneladas.

Se trata pues de una situación extremadamente excepcional que no es posible seguir manteniendo en el tiempo. En efecto, el cabotaje es un servicio esencial en la actualidad, especialmente considerando el avance de la tecnología, las economías de escala, y el acceso masivo a mercado de productos que antes estaba reservado a consumidores más exclusivos.

Estos hechos conllevan a que el traslado de personas y carga sea cada vez más frecuente, necesario, y que sus volúmenes de traslado sean además considerablemente superior al de hace 10 años.

Este aumento en el transporte de personas y carga hace necesario contar con una oferta que permita satisfacer dichas necesidades; sin embargo, la estructura que sobre el particular ofrece el mercado hoy en Chile es limitada, y lo es por cuanto la ley ha sido en extremo estricta, toda vez que entrega exclusivamente el cabotaje a las naves nacionales, y como consecuencia, y salvo la excepción anotada anteriormente, no es posible que naves extranjeras lo realicen.

Sin perjuicio que el Libre Cabotaje podría ser perfectamente concebido sobre la base de la liberalización de los mercados de transporte marítimo, terrestre y aéreo, el presente proyecto propone una apertura más acotada, pues restringe tal proposición sólo respecto del transporte aéreo de personas y carga.

Existen innumerables argumentos que permiten sostener y fundar el hecho de que la apertura del cabotaje a naves extranjeras traería innumerables beneficios, y en caso alguno produciría pérdidas para el mercado chileno, los cuales pasamos a exponer.

FUNDAMENTOS PARA PROMOVER EL LIBRE CABOTAJE EN TODO EL PAÍS.

1.- APERTURA DEL MERCADO:


La apertura Económica es una tendencia que marcadamente ha sido adoptada en los últimos años por los países que liberalizan sus mercados, y que en la práctica se ha traducido en una buena experiencia, pues incrementa y facilita el acceso a productos y servicios, así como también fomenta la competencia, derivando además tal cosa en mejores y más baratos productos y servicios.


La experiencia nos ha demostrado que una apertura comercial, promueve el uso de economías de escala, las cuales redundan en una reducción de los costos, mejora de la competencia, y consecuencialmente inciden en una rebaja de los precios de los productos y servicios. 


Como se dijo pues, la apertura del mercado conlleva una serie de aspectos positivos de los cuales destacamos los siguientes:


a) Fomenta la competencia: Para promover la competencia sana y leal, es preciso erradicar, o al menos reducir en forma sustancial, las barreras de entrada al mercado. Una barrera de entrada demasiado importante es la prohibición de participar en el mismo a naves que porten una bandera diversa a la nacional. Tal cuestión constituye una discriminación que impide a empresas extranjeras la entrada al mercado como competidores de las


b) Atomización del mercado: Un efecto importante que produce la apertura del mercado es la atomización de la oferta. En términos prácticos, tal cosa significa que existen muchos oferentes, todos de porte relativamente similares, sin que ninguno de ellos pueda influir sustancialmente en los precios de los productos y los servicios que ofrecen. Desde luego, tal cosa se traduce en la reducción de posiciones dominantes de determinados actores del mercado, las cuales pudrían ser abusadas por los mismos.


c) Aprovechamiento de servicios ociosos: En la actualidad transitan por rutas con recaladas en prácticamente todos los aeropuertos del Norte y Sur de Chile aeronaves de bandera extranjera, las cuales cuentan con capacidad ociosa de bodega y asientos que perfectamente podría realizar este cabotaje, promoviendo así la competencia, y como consecuencia una baja en los precios y mejora del servicios.

2.- BENEFICIO A LOS CONSUMIDORES:


Se ha venido diciendo que la apertura del mercado promueve y fomenta la libre, sana y leal competencia. Pues bien, de una competencia que cumple con tales características no cabe más que esperar que la misma redunde en beneficio a los consumidores, quienes con ocasión de la existencia de más y mejores oferentes, el precio de equilibrio variaría a la baja, fortaleciendo de tal manera el acceso de la demanda a esta oferta.

3.- LA RECIPROCIDAD EN LA APERTURA:


Sobre este aspecto hay quienes advierten cierta negatividad en la apertura unilateral del cabotaje, por cuanto existen países que se verían beneficiados por ella sin que en ellos las naves de bandera chilena pudieran, a su turno, realizar una actividad comercial de la misma naturaleza.


Sin embargo, pretender ver en la no reciprocidad una cuestión negativa, es afrontar desde un mal enfoque, por cuanto una apertura unilateral, sin perjuicio que podría afectar a las empresas nacionales que ofrecen tales servicios, las afectaría sólo en aquella parte del beneficio que ellas obtienen con ocasión del monopolio que legalmente se les ha otorgado, pues en la medida que sean competitivas con las extranjeras, y mantengan tal competitividad, no habría motivo para que las mismas se vieran afectadas mayormente.


Asimismo, y desde la otra cara de la moneda, esto es vista la situación desde la perspectiva del consumidor, éste se ve beneficiado, pues como se ha dicho, tendría acceso a una mejor y más económica oferta del servicio de transporte, las cual se daría con ocasión del fomento de la libre, leal y sana competencia entre oferentes.


Sin perjuicio de lo anterior, no nos hemos olvidado de la diferencia de costos que podría existir favorablemente para las empresas extranjeras, los cuales principalmente se darían con ocasión de una mayor posibilidad de eludir las responsabilidades en que podría incurrir con ocasión de malos servicios. 


Las empresas extranjeras prestarían además los mismos servicios que las nacionales, mas sin tener que correr con los gastos que éstas últimas tienen que correr con ocasión de las instalaciones que deben poseer en el país para proveer un servicio que las extranjeras sólo prestan esporádicamente sin incurrir en tales costos. Desde luego este proyecto contempla una medida de corrección para tal situación, fundado en la extensión de una garantía para responder de los eventuales perjuicios.


Asimismo no debe olvidarse que por tratarse de empresas extranjeras, para las mismas, al carecer de domicilio en el territorio de la República, sería extremadamente sencillo eludir sus responsabilidades. Para contrarrestar tal efecto, es que éste proyecto de ley contempla la exigencia de garantías que ofrezcan cierta liquidez de manera que permita hacer efectivo de una manera rápida y eficaz, las eventuales responsabilidades para tales empresas.


Por último, tampoco hemos descuidado el aspecto tributario, tanto en el aspecto de la ley de renta como en el de la ley de IVA; para tales efectos este proyecto contempla las medidas necesarias para propender al recaudo de tales impuestos.


Para cerrar este punto, es preciso hacer presente que de las demás experiencias de apertura unilateral, han habido y derivado beneficios para el país, y solo en mucho menor medida ha habido sectores afectados. Cabe señalar que la industria de transporte no es un sector sensible de nuestra economía.

Por todo lo anterior, proponemos el presente proyecto de ley que sometemos a la consideración de este Honorable Senado en siguiente

P R O Y E C T O    D E    L E Y
Artículo 1(.- Reemplácese los incisos 1( y 2( del artículo 3( del Decreto Ley 3.059 por los siguientes nuevos incisos:

“Artículo 3°.-Para los efectos de la presente ley, se entenderá por cabotaje el transporte aéreo, de pasajeros y de carga entre puntos del territorio nacional.. 

Las aeronaves extranjeras podrán participar en el cabotaje siempre y cuando las compañías que las operan directamente, cumplan con los siguientes requisitos copulativos:

a)Se inscriban en el registro que al efecto lleve la Junta Nacional de Aeronáutica;

b)Establezca domicilio permanente en Chile; y

y,

c)Ofrezca Garantía a satisfacción de la Junta de Aeronáutica, la cual deberá poseer un alto grado de liquidez, para hacer efectiva las responsabilidades”.
d)En el caso del transporte de pasajeros, las compañías deberán mantener las rutas e itinerarios a lo menos durante un año calendario de manera ininterrumpida .

El no cumplimiento de lo señalado en la letra d) del presente artículo, hará caducar de pleno derecho el acceso al libre cabotaje en lo que reste del año o en el futuro. 
Artículo 2(.- Deróguense los incisos 3( a 7(, ambos inclusive, del artículo 3( del Decreto Ley 3.059.

Artículo 3(.- Reemplácese los incisos 8( y 9( del artículo 3( del Decreto Ley 3.059, por los siguientes:

“El transporte de contenedores vacíos entre los puntos que indica el inciso primero de este artículo, sólo podrá realizarse por operadores extranjeros cuando exista idéntica facultad para las empresas aéreas chilenas en los países de la nacionalidad y domicilio del respectivo armador u operador de la nave. 

Con todo, si por nacionalidad y/o domicilio un operador extranjero está vinculado a un grupo de países con una política aérea común, será necesario, además, que las empresas chilenas estén facultadas para transportar contenedores vacíos en y entre los países del grupo de que se trate.”
(Fdo.):JAIME ORPIS BOUCHON,

SENADOR
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI Y ESPINA, POR MEDIO DE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL EN MATERIA DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN A VÍCTIMAS Y TESTIGOS

(5126-07)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS

Nadie desconoce que en nuestro actual sistema procesal penal, el  imputado, es decir la persona en contra  de quien  se dirige la investigación, tiene numerosos derechos y garantías, establecidos en diversos cuerpos legales, tanto de carácter nacional como internacional, que podemos resumir como el derecho al debido proceso, derecho a juicio oral y público, derecho a defensa por un letrado, derecho a guardar silencio, derecho a la igualdad de las partes, derecho a la presunción de inocencia y derecho al juez predeterminado por la ley, independiente e imparcial. 

Durante el desarrollo del proceso, no puede ser considerado responsable  penalmente ni sufrir la privación de derechos que ello conlleva, mientras no sea condenado por una sentencia firme, la que ha de ser el resultado de un justo o debido proceso, de un juicio previo oral y público.  La Constitución Política de la República señala en su artículo 19 N° 3 inc. 5° que  “Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo, legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer las garantías de un procedimiento y una investigación racional y justa”.   Los derechos y garantías  del imputado,  se encuentran reconocidos por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y  por la Convención Americana de Derechos Humanos “Pacto San José de Costa Rica” y consagrados en nuestro Código de Procedimiento Penal.   La normativa es detallada, tanto en lo que dice relación con el imputado que se encuentra en libertad, como del que no lo está.   Los artículos 93 y siguientes del Código Procesal Penal, establecen un catálogo de derechos y consagran un Recurso de Amparo ante el juez de Garantía, sin perjuicio del Amparo Constitucional consagrado en el artículo 21 de nuestra Carta Fundamental.
Analicemos  la situación de la víctima. El artículo 108 del Código Procesal Penal, señala como víctima al ofendido por el delito y en los delitos cuya consecuencia fuere la muerte del ofendido y en los casos en que éste no pudiere ejercer sus derechos, al cónyuge y a los hijos;  los ascendientes;  el conviviente;  los hermanos, y al adoptado o adoptante.   Paradojalmente, pese a encontrarse consagrados los derechos  de las víctimas, éstas se encuentran en una situación bastante desmejorada  en comparación con la del imputado.  Según lo expresan diversas instituciones que luchan contra la delincuencia y que abogan por los derechos de las víctimas,  un número cada vez mayor de estudios ha revelado que existe insatisfacción generalizada entre éstas por la vulneración de sus derechos y un trato en ocasiones indigno. 

El artículo 6° del Código Procesal Penal obliga al Ministerio Público a velar por la protección de la víctima del delito en todas las etapas del procedimiento penal, debiendo por su parte el tribunal, garantizar conforme a la ley, la vigencia de sus derechos durante el procedimiento. Señala además la misma disposición, que la policía y los demás organismos auxiliares, deberán otorgarle un trato acorde con su condición de víctima, procurando facilitar al máximo su participación en los trámites en que debiera intervenir. En oportunidades esto no se concreta. 
Respecto a la audiencia de juicio oral, hay que señalar que  la participación de la víctima en éste es muy relevante  para acreditar los hechos constitutivos de delito, por lo que la regulación de su protección es materia de fundamental.  Y no sólo de la víctima propiamente tal, sino que de todos los testigos, en cuyos derechos también nos quisiéramos detener.  

El artículo 109 del Código Procesal Penal, que enumera los derechos de las víctimas, entre ellos señala la facultad de “solicitar medidas de protección frente a probables hostigamientos, amenazas o atentados en contra suyo o de su familia”. También pueden  proceder las medidas de protección respecto de los testigos en el desarrollo del juicio oral.  Respecto de la individualización de los testigos, el mismo cuerpo normativo en el artículo 307 señala que  “si existiere motivo para temer que la indicación pública de su domicilio pudiere implicar peligro para el testigo u otra persona, el presidente de la sala o el juez, en su caso, podrá autorizar al testigo a no responder a dicha pregunta durante la audiencia”.  El art. 308 señala que el tribunal, “en casos graves y calificados, podrá disponer medidas especiales destinadas a proteger la seguridad del testigo que lo solicitare. ...De igual forma, el ministerio público, de oficio o a petición del interesado, adoptará las medidas que fueren procedentes para conferir al testigo, antes o después de prestadas sus declaraciones, la debida protección.”
En ambos artículos citados, la expresión “podrá”, como facultad del Tribunal,  significa que  ha entregado a su discrecionalidad la decisión última respecto a, en primer lugar, la existencia de un motivo para temer que la indicación pública del domicilio pudiese implicar peligro para la persona que lo señala y en segundo lugar,  de los hechos que constituyen un caso grave y calificado.  Nos parece evidente la necesidad de que dicha determinación la efectúe la ley, evitando que se vulnere el principio de igualdad ante la misma.  

En ciertos casos, al menos  cuando se investiga la comisión de delitos contra la persona, nos parece que siempre habrá un motivo fundado para temer la exposición a un peligro con el señalamiento del domicilio. El fundamento de este temor es la participación en el juicio de un sujeto, que si bien se presume inocente, al menos posee la calidad de imputado, es decir, en contra suya se dirigió la investigación y se le atribuye la participación en un hecho punible.  A mayor abundamiento y considerando que el juicio oral es público,  no es menos fundado el temer la asistencia entre el público general, de otros sujetos involucrados con el imputado y que pudieran tomar algún tipo de represalia contra quien ha declarado en su contra.  Por otro lado, nos parece que en procesos en donde se acusa por algún un delito contra la personas, se trata per se de un caso  grave y calificado. 

Tanto las víctimas como los testigos se ven expuestos a una sensación de inseguridad al intervenir en un juicio oral y público, lo que ha traído como consecuencia la abstención de muchos de aquellos en los procesos penales y la impunidad de numerosos delitos. 

A modo paradigmático, un estudio recientemente publicado, efectuado por la FICED, Fiscalización contra el delito, que versa sobre las investigaciones por delitos sexuales, desarrolladas por el Ministerio Público en todo el país, reportó que en el año 2006, la cifra del total de investigaciones por esta clase de delitos  era de 14.688.  Señala este estudio, que se estima que menos de un 20% denuncia el episodio por miedo a represalias, vergüenza, desconfianza en el servicio judicial, etc.  Las condiciones evidentemente no son propicias para los efectos. Y dado que ni aún la propia víctima se atreve a denunciar, menos aún podemos esperar la intervención espontánea de testigos ajenos a ella.  En oportunidades, cuando  no poseen relación con la víctima, la situación es más compleja aún. No es misterio la falta de solidaridad social que actualmente caracteriza a nuestra sociedad.  Pero no es menos conocido que muchas  veces es fundado el temor de exponer  la propia integridad, sobre todo, para el éxito de una persecución penal que no atañe en forma directa. Y sobre todo, considerando lo probablemente infructuoso que sería este sacrificio, ya que sólo el 0,6%  de las denuncias terminan con el delincuente condenado a cumplir su pena en la cárcel.  Las cifras señaladas, que corresponden a hechos objetivos, reiteramos, desincentivan a la ciudadanía para formular denuncias,  y a intervenir en los procesos, particularmente por delitos contra las personas, y tratándose de delitos sexuales, se presenta el problema de la victimatización secundaria, que consiste en hacer revivir a la víctima  la experiencia de maltrato o de abuso, dado que debe recordarla y relatarla detalle a detalle. La sensación de indefensión  e impotencia que siente la ciudadanía frente a la delincuencia, es uno de los elementos del círculo vicioso que calla delitos y fomenta su comisión.
Por las razones señaladas, y considerando que en los delitos contra las personas no debería quedar al criterio de un Tribunal la decisión última respecto de las medidas de protección a víctimas y testigos en el momento del juicio oral, sino bastar la solicitud por tales intervinientes o por los representantes del Ministerio Público, venimos en presentar el siguiente 
Proyecto de Ley:

ARTÍCULO 1°: Substitúyase  el inciso segundo del artículo 307  del Código Procesal Penal por el siguiente inciso segundo nuevo: “En procesos por delitos contra la persona, y si existiere motivo para temer que la indicación pública de su domicilio pudiere implicar peligro para el testigo u otra persona, el presidente de la sala o el juez, en su caso, deberá autorizar al testigo a no responder a dicha pregunta durante la audiencia.”
ARTÍCULO 2°: Substitúyase en el artículo 308 del Código Procesal Penal, la voz “podrá”, por la voz “deberá”; y substitúyase la expresión: “en casos graves y calificados”  por la expresión: “en procesos por delitos contra la persona y otros casos graves y calificados”.
(Fdo.):Carlos Bianchi Chelech,


Alberto Espina Otero,

Senador




Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES OMINAMI Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE SOMETE AL RÉGIMEN DE INFORMACIÓN PRIVILEGIADA A FUNCIONARIOS PÚBLICOS, MINISTROS DE ESTADO, SUBSECRETARIOS Y CANDIDATOS A CARGOS DE ELECCIÓN POPULAR QUE INDICA

(5127-05)

Honorable Senado:

Antecedentes.
1.
La prohibición de usar información privilegiada, es bastante nueva en Chile. Por vez primera, apareció en nuestro país el año 1981, con la promulgación de la ley 18.045, sobre Mercados de Valores. Antes de esa fecha, por aplicación de las reglas generales, se permitía el que una persona estando en posesión de información privilegiada, la utilizara en beneficio personal. La prohibición como la conocemos hoy, fue establecida en la Ley 19.301 de 1994, que incorporó un nuevo Título XXI a la Ley de Mercados de Valores llamado precisamente "De la Información Privilegiada", el que fue modificado, en menor medida por la Ley 19.389 de 1995. Finalmente, el año 2000 se dictó la Ley 19.705, llamada la "Ley de OPA", que incorporó cambios a las presunciones de acceso a la información privilegiada y tipificó dos nuevos delitos con relación al uso de esa información
.
2.
La Ley de Mercados de Valores (en adelante LMV), define información privilegiada señalando que "Se entiende por información privilegiada cualquier información referida a uno o más emisores de valores, a sus negocios o a uno o varios valores por ellos emitidos, no divulgada al mercado o cuyo conocimiento por su naturaleza, sea capaz de influir en la cotización de los valores emitidos, como asimismo, la información reservada a que se refiere el artículo 10 de esta ley.

También se entenderá por información privilegiada, la que se tienen de las operaciones de adquisición o enajenación a realizar por un inversionista institucional en el mercado de valores" (artículo 164 LMV).

Por su parte el artículo 165 del referido cuerpo legal señala que "Cualquier persona en razón de su cargo, posición, actividad o relación tenga acceso a información privilegiada, deberá guardar estricta reserva y no podrá utilizarla en beneficio propio o ajeno, ni adquirir para sí o para terceros, directa o indirectamente, los valores sobre los cuales posea información privilegiada..." (artículo 165 LMV).

En este mismo sentido y ejerciendo gran influencia en nuestra legislación, los Estados Unidos, sin tener una regulación normativa en el tema en cuestión, la evolución de la jurisprudencia, la implementación de estatutos y regulaciones, así como la interpretación de ley, ha llevado a formular una prohibición de dicha actividad. Como siempre ocurre en el sistema anglosajón, el concepto, las reglas y delimitaciones más importantes las ha ido dando la jurisprudencia, la cual se ha basado en dos teorías del insider trading.
a)
Doctrina tradicional o del deber fiduciario: Antes de 1980, casi todas las personas que accedían a información confidencial tenían prohibición de comunicarla a los demás. Luego de una sentencia de la Corte Suprema en 1980, una persona que transara valores no podía ser acusada de fraude -por no hacer pública información objetiva- antes de la consumación de la transacción, a menos que haya tenido la obligación de revelar dicha información. La mera posesión de datos reservados, no trae consigo un deber de revelarlos. Por tanto, la obligación de hacer pública la información, o de abstenerse de transar con valores, existe sólo cuando la parte que realizará la transacción ésta ligada a una relación de confianza, u otras relaciones fiduciarias, con la empresa cuyos valores transará. Ejemplo clásico de relación fiduciaria es la de los gerentes, directores o accionistas que tengan una cantidad considerable de acciones
.
b)
Misappropriation theory: Este criterio, ha venido a ampliar la concepción antes expuesta, llegando a considerar como sujeto pasivo de la obligación a personas que, aun careciendo de una relación de confianza con la sociedad, se ha apropiado indebidamente de la correspondiente información. Así, analizada la materia desde la perspectiva de nuestra propia legislación, aparece inspirada fundamentalmente en el sistema norteamericano.
3.
Ahora bien, desde la perspectiva del sujeto pasivo de la obligación, pero esencialmente desde la perspectiva del contenido de la obligación misma, de acuerdo a la regulación de los artículos 164 y 165 de la Ley 18.045, se puede vislumbrar como elemento decisivo de la información privilegiada, el desconocimiento del público, referencia concreta e idoneidad de la información para afectar el precio de los valores, lo que en definitiva se traduce en la prohibición referida al uso de dicha información. De esta manera esta prohibición de divulgar esta información o este deber de reserva, consiste en que las personas individualizadas en el artículo 165 y que tengan acceso a la información privilegiada, deberán abstenerse de comunicarlas a terceros. Esta formula se establece precisamente para mantener la igualdad, el equilibrio y la transparencia en las relaciones comerciales, ya que de lo contrario, los sujetos económicos se verían expuestos a incurrir en hipótesis de competencia desleal, en el caso de utilizar esta información privilegiada.
4.
En suma, de la regulación en nuestra legislación, del concepto en el Derecho comparado y específicamente de la naturaleza del objeto de la obligación que conlleva la reserva de información privilegiada, sólo se puede colegir, que el portador de tal información esta en una "posición de privilegio" respecto de las demás personas que forman parte del cuerpo social.
5.
En definitiva, esta prohibición de usar información privilegiada, la posibilidad de poner en una "posición de privilegio" a una persona y consecuencialmente la existencia de hipótesis de competencia desleal, tan propias del mundo privado, también tendría su correlato en el mundo público. De esta manera, cuando una persona maneja información privilegiada, en la eventualidad que aspire a ingresar al sector público ( ya sea como Presidente de la República, parlamentario, Ministro de Estado, personas que presten servicios a personas jurídicas que fiscalicen a las sociedades emisoras o sociedades sometidas a su control, etc.), las decisiones que estos pudieren adoptar en el ejercicio de sus cargos, carecerían de la transparencia e independencia que requiere un Estado social y democrático de Derecho.

En concreto, el artículo 167 de LMV establece que los directores, gerentes, administradores, asesores que presten servicios a la sociedad, o personas que en razón de su cargo o posición hayan tenido acceso o tengan acceso a información privilegiada, estarán obligados a dar cumplimiento a las normas del Título XXI aunque hayan cesado en el cargo respectivo, con lo cual se dirime cualquier discusión que pudiera plantearse en relación con el uso el uso de información privilegiada, haciendo extensivo los deberes impuestos por la ley aun después de terminado el ejercicio de sus funciones.

Ahora bien, es propósito de esta iniciativa legal establecer el mismo deber prescrito en el artículo 167 de la LMV a funcionarios públicos, personas que presten servicios a personas jurídicas que fiscalicen a las sociedades emisoras o sociedades sometidas a su control, los Ministros de Estado y Subsecretarios que en razón de su cargo o posición, tengan o hayan tenido acceso a información privilegiada, estarán obligados a dar cumplimiento a las normas de este Titulo, aun cuando hayan cesado en el cargo o función respectiva y por un período de dos años siguientes a contar del término de este y también establecer la misma prohibición a quienes hayan sido candidatos a cargos de elección popular de Presidente de la República, Senadores y Diputados.
POR TANTO, venimos en proponer a este Honorable Senado el siguiente proyecto de ley:
Artículo Único: Modifica la ley 18.045 agregando un artículo 167 bis en el siguiente sentido:
Artículo 167 bis: Los funcionarios públicos y personas que presten servicios a personas jurídicas que fiscalicen a las sociedades emisoras o sociedades sometidas a su control, los Ministros de Estado y Subsecretarios, que en razón de su cargo o posición, tengan o hayan tenido acceso a información privilegiada, estarán obligados a dar cumplimiento a las normas de este Titulo, aun cuando hayan cesado en el cargo o función respectiva y por un período de dos años siguientes a contar del término de este.

Igual obligación será aplicable a quienes hayan sido candidatos a cargos de elección popular de Presidente de la República, Senadores y Diputados, por un período de tiempo de dos años a contar del día de término de la elección respectiva.

(Fdo.):Carlos Ominami Pascual

Pedro Muñoz Aburto


      Senador de la República

     Senador de la República
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑOR NARANJO, SEÑORA ALVEAR, Y SEÑORES ÁVILA, ESCALONA, LETELIER, MUÑOZ ABURTO, MUÑOZ BARRA, PIZARRO Y SABAG, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE ESTUDIE LA POSIBILIDAD DE ELIMINAR EL COBRO DE ARRIENDO A PERSONAS DE LA TERCERA EDAD QUE ACCEDAN A VIVIENDAS SERVIU POR INTERMEDIO DEL PROGRAMA DE ATENCIÓN ESPECIAL DEL ADULTO MAYOR 

(S 967-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.— Que un número importante de adultos mayores reciben, por parte del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, una vivienda SERVIU en calidad de arrendatarios;

2.— Que esta situación se encuentra normada por el Título VI del decreto supremo Nº 62, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1984, el cual establece que los beneficiarios deberán cancelar un arriendo que oscila entre 0,2 UF y 0,3 UF mensual, dependiendo del ingreso económico de estos adultos mayores;

3.— Que el Programa de Atención Especial al Adulto Mayor considera la cancelación de arriendo si el ingreso mensual es igual o superior a 1,5 UF, esto es, aproximadamente $27.836;

4.— Que no es posible señalar que un adulto mayor que no tiene una renta superior a $ 28.000 cuenta con los recursos necesarios para cancelar un arriendo;

5.— Que es deber del Estado entregar a quienes han dado toda una vida de trabajo al desarrollo de nuestro país la posibilidad de vivir sus últimos años en paz y dignidad;

6.— Que el monto que dejaría de percibir el Estado por el término del pago de arriendo de viviendas SERVIU, por parte de los beneficiarios del Programa de Atención Especial al Adulto Mayor, es ínfimo, y

7.— Que, sin embargo, este monto que hoy deben cancelar es muchas veces de vital importancia para los adultos mayores que acceden a este Programa del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, ya que la inmensa mayoría recibe pensiones y montepíos muy bajos.

8.— Por tal motivo, el Senado de la República aprueba el siguiente Proyecto de Acuerdo:

Proyecto de Acuerdo

“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, a fin de que estudie la posibilidad de eliminar el cobro de arriendo a todas las personas de la tercera edad que, por intermedio del Programa de Atención Especial al Adulto Mayor, acceden a una vivienda SERVIU, de manera que éstas sean entregadas a los adultos mayores en comodato, esto es, sin costo alguno.”.

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.— Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.— Nelson Ávila Contreras, Senador.— Camilo Escalona Medina, Senador.— Juan Pablo Letelier, Senador.— Pedro Muñoz Aburto, Senador.— Roberto Muñoz Barra, Senador.— Jorge Pizarro Soto, Senador.— Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES ARANCIBIA, ÁVILA, HORVATH, NAVARRO, ROMERO, PROKURICA Y RUIZ-ESQUIDE, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA PRIORIZAR LA NEGOCIACIÓN DE UNA ORGANIZACIÓN REGIONAL PESQUERA Y PERFECCIONAR UNA POLÍTICA PESQUERA INTERNACIONAL

(S 968-12)

Honorable Senado:

“Considerando:

1. Que Chile se encuentra participando en un proceso de negociación para la formación de una organización regional de pesca, con el objeto de regular el área de alta mar del Pacífico Sur, en conjunto con Australia y Nueva Zelanda como países copatrocinantes.

2. Que la principal pesquería de esa organización la constituyen los recursos pelágicos, principalmente el jurel, siendo además la principal pesquería a nivel nacional.

3. Que la pesquería de los recursos pelágicos, entre ellos principalmente el jurel, es la base de la actividad económica del ámbito pesquero -de las más importantes a nivel nacional-, así como el principal insumo de la actividad acuícola. A través de ella se generan miles de empleos directos e indirectos y ha sido el motor de desarrollo de importantes regiones del país.

4. Que la pesquería de dichos recursos se encuentra, hace más de veinte años regulada para los armadores nacionales, a través de exigentes normas de conservación, tanto biológicas como administrativas, así como exigentes normas de fiscalización y que cualquier medida adoptada en el marco de la organización en formación, debe considerar la regulación efectuada a los armadores chilenos a fin de resguardar los intereses nacionales;

5.  Que, por consiguiente, la ORP en formación debe resguardar el interés nacional comprometido;

6. Que en consideración a la relevancia de la actividad económica y social desarrollada en torno de la pesquería de los recursos pelágicos y entre ellos principalmente del jurel, debe existir una renovada cooperación pública y privada a fin de perfeccionar una posición del país frente a la ORP, la que conviene plasmar en un documento que represente a todos los actores del concierto nacional.

7. Que aún cuando la organización pesquera se encuentra en formación se han ido adoptando acuerdo en el seno de ella que imprimen una urgencia e importancia, aún mayor, debido a que dichos acuerdos pueden afectar seriamente el interés nacional si no se tiene la debida cuenta de los intereses de los distintos actores de la actividad nacional.




El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República:


Que, por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores y del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción se otorgue a la negociación de la organización regional pesquera una renovada prioridad y se perfeccione una política pesquera internacional, con especial referencia a la ORP del Pacífico Sur, que recoja la visión de todos los interesados y sea promovida y defendida como un alto interés nacional.


Crear una instancia permanente nacional en la cual participen la Dirección de Medio Ambiente del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Dirección Internacional de la Subsecretaría de Pesca, el sector pesquero (los actores) y un sector académico y de investigación, de manera que la politica internacional chilena en alta mar tenga directrices y objetivos que puedan ser representados por cualquier personero habilitado en cualquier instancia internacional.
(Fdo.):Jorge Arancibia Reyes,


Nelson Ávila Contreras



Senador





Senador

Antonio Horvath Kiss,



Alejandro Navarro Brain


Senador






Senador

Sergio Romero Pizarro,



Baldo Prokurica Prokurica,



Senador






Senador

Mariano Ruiz-Esquide Jara,



Senador
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INCIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE ENMIENDA EL DFL. Nº 1, DE 2005, DE SALUD, Y LA LEY Nº 19.490; DELEGA FACULTADES PARA FIJAR Y MODIFICAR LAS PLANTAS DEL PERSONAL QUE INDICA, Y CONCEDE OTROS BENEFICIOS PARA EL PERSONAL DE LOS SERVICIOS DE SALUD

(4545-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de presentaros su segundo informe recaído en el proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.


El proyecto ingresó al Senado el 3 de octubre de 2006.


El Senado aprobó el proyecto en general el día 16 de mayo de 2007, oportunidad en la que acordó abrir un plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día 4 de junio del año en curso, a las 12 horas. Por acuerdo de Comités, ratificado por la Sala, se abrió un nuevo plazo tal efecto, hasta las 18 horas del día 5 del mismo mes.


A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley, concurrieron, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier y la señora Ministra de Salud, dona María Soledad Barría.


También asistieron, especialmente invitados, las siguientes personas: 


-Del Ministerio de Salud: el Subsecretario de Redes Asistenciales, señor Ricardo Fábrega; el Jefe de la División de Gestión y Desarrollo de las Personas doctor Jorge Carabantes; el Jefe del Departamento Jurídico, señor Sebastián Pavlovic; el Jefe de Gabinete de laMinistra, señor Alan Mgrulasky; los asesores jurídicos, señores Eduardo Díaz y Eduardo Alvarez, y la asesora, señora Gloria Uribe.

- - -


Se hace presente que el proyecto aprobado en particular por la Comisión de Salud debe ser informado por la Comisión de Hacienda, en lo relativo a su incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado y de sus organismos, de conformidad con lo establecido en el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en relación con lo dispuesto en el artículo 27 del Reglamento del Senado.

- - -


Asimismo, se deja constancia que S.E. el Vicepresidente de la República hizo presente urgencia para despacho del proyecto, en el carácter de “suma”. 

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Las siguientes disposiciones deben ser aprobadas con el carácter de norma orgánica constitucional, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 38 de de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental: el párrafo nuevo del N° 1 del artículo segundo transitorio; los incisos 1° y 2° del artículo cuarto transitorio, el artículo undécimo transitorio y el artículo duodécimo transitorio.
- - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de las siguientes materias:




I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Quinto, Sétimo, Noveno, Undécimo y Décimo Tercero transitorios.





II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s 

1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 16, 20, 21, 21 bis, 22, 23, 24, 25, 26, 27 y 28.





III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s 14 y 19.





IV.- Indicaciones rechazadas: N°s 15, 17 y 18.





V.- Indicaciones retiradas: Ninguna.





VI.- Indicación declarada inadmisible: 15 bis.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

ARTÍCULO 1°

El artículo 1º del proyecto aprobado en general por el Senado dispone introducir en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, las siguientes modificaciones:


“a)
Sustitúyese el inciso segundo del artículo 84, por el siguiente:



“El componente base ascenderá, para el personal de la planta de técnicos o asimilado a ella, al 10% aplicado sobre la base señalada en el inciso primero y, para el personal de la planta de administrativos y auxiliares o asimilados a ellas, al 10,5% aplicado sobre la misma base de cálculo. El componente variable será, para el personal de la planta de técnicos o asimilado a ella, de 11% sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en las entidades que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 5,5% para aquellos funcionarios de las entidades que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas. El componente variable será, para el personal de la planta de administrativos y auxiliares o asimilados a ellas, de 11,5% sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en las entidades que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 5,75% para aquellos funcionarios de las entidades que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.”.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 87, los porcentajes que se indican por los siguientes, en el mismo orden en que aparecen en el texto:“5,5%” por “6,5%”; “5,5%” por “7,5%”, y “2,75%” por “3,75%”.


c) En el artículo 100, introdúcense las siguientes modificaciones:



-
Sustitúyese en el inciso primero, la expresión “será de 1.259, con un costo anual máximo de $515 millones.” por la siguiente: “será de 2.499, con un costo anual máximo de $1.344.- millones.”.



-
Sustitúyese en el inciso segundo, la tabla existente por la siguiente:

	Tipo de establecimiento
	Cupos máximos por establecimiento
	Monto anual por persona

	Hospital Alta Complejidad


	20
	$700.092.-

	Hospital Media Complejidad
	14
	$532.600.-

	Hospital Baja Complejidad
	8
	$339.200.-

	Centro de Diagnóstico Terapéutico (CDT) y Centro de Referencia de Salud (CRS)
	6
	$339.200.-

	Consultorio General Urbano y Rural
	4
	$339.200.-




- Sustitúyese en el inciso tercero, el guarismo “2002” por “2006”.”.

- - -


Respecto del mismo se presentaron las indicaciones signadas con los N°s 1 y 2.

La indicación Nº 1, de Su Excelencia el Vicepresidenta de la República, es para intercalar, a continuación de la letra b), la siguiente letra c) nueva:


“c) Sustitúyese la tabla del numeral 3 del artículo 88, por la siguiente:

	Hasta 3 años
	4%

	Más de 3 años y hasta 6 años
	6%

	Más de 6 años y hasta 9 años
	6,5%


º º º º


En discusión, la señora Ministra de Salud explicó que la ley N° 19.937, que modificó el D.L. Nº 2.763, de 1979, con la finalidad de establecer una nueva concepción de la autoridad sanitaria, distintas modalidades de gestión y fortalecer la participación ciudadana, estableció una asignación de acreditación individual y estímulo al desempeño colectivo.


Tal asignación de acreditación y estímulo al desempeño colectivo, contiene un componente por acreditación individual y otro asociado al cumplimiento anual de metas sanitarias y mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios.


La finalidad de la indicación, señaló, es incrementar los porcentajes según los cuales se determina el monto del componente de acreditación individual, en atención a los años de servicio del funcionario en los Servicios de Salud o sus antecesores legales, 


--La Comisión aprobó la indicación N° 1, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).


La indicación Nº 2, de Su Excelencia el Vicepresidenta de la República, es para agregar en la letra c) del artículo 1°, a continuación de la tabla, el siguiente acápite nuevo:


“Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.), la siguiente oración:


“Con todo, el Director del Servicio de Salud, dentro de los límites señalados en el inciso anterior, podrá disponer la reasignación de el o los cupos que queden sin asignarse, siempre que ésta se efectúe dentro del mismo tipo de establecimiento.”.”.


En discusión, la señora Ministra de Salud explicó que faculta al Director del Servicio de Salud a reasignar, dentro del mismo tipo de establecimiento, los cupos que queden sin ser asignados de la asignación de responsabilidad que contempla el artículo 100 del D.F.L. N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, los que el proyecto en debate aumenta a nivel nacional de 1.259 a 2.499.


Destacó al respecto, que el límite que tendrá para el ejercicio de tal facultad está dado por la tabla contenida en el inciso segundo de la misma disposición, también modificada por el presente proyecto de ley.

--La Comisión aprobó la indicación N° 2, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).

ARTÍCULO 2°

El artículo 2º del proyecto aprobado en general por el Senado sustituye, en el inciso cuarto del artículo 4° de la ley N° 19.490, el guarismo “15,5%” por la siguiente oración: “18,5% para los funcionarios de planta y contrata de las plantas de profesionales y directivos de carrera ubicados entre los grados 11 y 17, ambos inclusive; hasta el 25,5% para el personal de la planta de técnicos, y hasta el 26,5% para el personal de las plantas de administrativos y auxiliares.

- - -


Respecto del artículo 2°, Su Excelencia el Vicepresidente de la República presente una indicación, signada con el N° 3, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2º.- Introdúcense en la  ley N°19.490 las siguientes modificaciones: 


1. Agrégase en el inciso cuarto del artículo cuarto, a continuación del guarismo “15,5%” y antes del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente oración: “para los directivos de grado 10 y superiores; hasta el 18,5% para los funcionarios de la planta de profesionales y de la planta de directivos de carrera ubicados entre los grados 11 y 17, ambos inclusive; hasta el 25,5% para los funcionarios de la planta de técnicos; y hasta el 26,5% para los funcionarios de las plantas de administrativos y auxiliares.”.


2. Agrégase el siguiente artículo 5°, nuevo:


“Artículo 5°.- Establécese, a contar del 1° de enero de 2008, para el personal de planta y a contrata de las subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regido por la ley N° 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1973, una asignación especial, que contendrá un componente base y otro variable asociado al grado de cumplimiento de las metas anuales fijadas para cada equipo, unidad o área de trabajo.


Corresponderá esta asignación al personal que haya prestado servicios en equipos, unidades o áreas de trabajo de alguna de las entidades señaladas en el inciso anterior sin solución de continuidad, durante todo el año objeto de la evaluación del cumplimiento de metas fijadas, y que se encuentre, además, en servicio al momento del pago de la respectiva cuota de la asignación.


La asignación se calculará sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley N° 19.185, la asignación de responsabilidad superior establecida en el decreto ley N° 1.770, de 1997  y,  cuando  corresponda, la señalada en el artículo 2º de la ley N° 19.699.


Para los funcionarios de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, el componente base ascenderá al 6% aplicado sobre la base señalada en el inciso anterior. El componente variable será de hasta 10%, sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en los equipos, unidades o áreas de trabajo que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 5% para aquellos funcionarios de los equipos, unidades o áreas de trabajo que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.


Para los funcionarios de las plantas de profesionales y directivos, el componente base ascenderá al 2% aplicado sobre la base de cálculo señalada en el inciso tercero. El componente variable será de hasta 14%, sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en los equipos, unidades o áreas de trabajo que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 7% para aquellos funcionarios de los equipos, unidades o áreas de trabajo que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.


Para el otorgamiento del componente variable se seguirá el siguiente procedimiento:


a) El jefe superior de cada institución definirá anualmente los equipos, unidades o áreas de trabajo, teniendo en consideración parámetros funcionales o territoriales, o la combinación de ambos. El parámetro territorial podrá establecerse a nivel nacional, regional o provincial. Cada equipo, unidad o área de trabajo deberá desarrollar tareas relevantes para la misión institucional, generar información para la medición de los indicadores y estar a cargo de un funcionario responsable de la dirección del cumplimiento de las metas;


b) El jefe superior de cada institución definirá para los equipos, unidades o áreas de trabajo, metas de gestión pertinentes y relevantes y objetivos que efectivamente contribuyan a mejorar el desempeño institucional, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación;


c) Las metas y sus indicadores deberán estar vinculados a las definiciones de misión institucional, objetivos estratégicos y productos relevantes de cada institución y quedarán establecidas, junto con los equipos, unidades o áreas, en un convenio de desempeño que en el último trimestre de cada año deberán suscribir las respectivas jefaturas con el jefe superior de la institución;


d) El proceso de fijación de las metas por equipo, unidad o área de trabajo y la fase de evaluación del cumplimiento de las metas fijadas, deberá considerar mecanismos de consulta e información a las asociaciones de funcionarios de la respectiva institución, según lo determine el Reglamento;


e) El cumplimiento de las metas será verificado por la unidad de auditoría interna de cada institución o por aquella que cumpla tales funciones;


f) Los actos administrativos que sean necesarios para la aplicación de este componente, se formalizarán mediante resolución del subsecretario respectivo o del jefe superior de la institución, según corresponda, y


g) Los funcionarios que integren los equipos, unidades o áreas de trabajo que hayan alcanzado un nivel de cumplimiento de sus metas del 90% o más, incrementarán esta bonificación en hasta un máximo de 2% adicional, aplicado sobre el porcentaje asignado al componente variable, calculado sobre la base señalada en el inciso tercero, con aquellos recursos que pudieren quedar como excedentes en la institución como consecuencia de que otros equipos, unidades o áreas de trabajo no obtengan dicho nivel de cumplimiento.


Los jefes superiores de cada institución tendrán derecho a percibir esta asignación en un monto equivalente a un 7,5% aplicado sobre la base de cálculo señalada en el inciso tercero de este artículo. Para las autoridades de gobierno dicho porcentaje será de un 5% sobre igual base de cálculo.


Un reglamento del Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá los mecanismos de control y evaluación de las metas anuales de gestión por equipo, unidad o área de trabajo; la forma de distribuir los recursos excedentes entre los grupos, unidades o áreas que hayan sobrepasado el nivel señalado en la letra g); la forma de medir y ponderar los respectivos indicadores; la manera de determinar los porcentajes de este incentivo; la forma de determinarlo respecto de los funcionarios que cambian de equipo, unidad, área de trabajo o institución; los procedimientos y calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas anuales; los mecanismos de participación de los funcionarios y sus asociaciones, y toda otra norma necesaria para el otorgamiento de este componente.


La asignación especial se pagará en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto por pagar en cada cuota será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual de los porcentajes establecidos precedentemente.


Esta asignación tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


A ella se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.”.


En discusión, la señora Ministra de Salud explicó que la indicación propone respecto del personal de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimientos del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que es beneficiario de la Bonificación de Estímulo por Desempeño Funcionario de la ley N°19.490, la sustitución de esa Bonificación por una asignación especial, compuesta por un componente base y otro variable, sujeto al cumplimiento de metas anuales fijadas para cada equipo, unidad o área de trabajo existente en las instituciones mencionadas.


Al respecto, la Honorable Senadora señora Matthei señaló que, no obstante votará a favor de la indicación, sería conveniente reconocer que la bonificación que establece es, en los hechos, un incremento de remuneraciones.


--La Comisión aprobó la indicación N° 3, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).

ARTÍCULO 3°

El artículo 3º del proyecto aprobado en general por el Senado establece una bonificación de disponibilidad para el personal de las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, sea de planta o a contrata, regido por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que labore efectivamente en puestos de trabajo que requieran disponibilidad fuera de la jornada ordinaria de trabajo en establecimientos de salud que, al 21 de abril de 2005, tenían la calificación de hospitales tipo 4.


Para tener derecho a esta bonificación, los funcionarios señalados en el inciso anterior deberán ser individualizados a través de resoluciones anuales del director del Servicio de Salud correspondiente.


Esta bonificación se percibirá mientras el funcionario se encuentre en funciones en los puestos mencionados. A ella se le aplicará lo dispuesto en la oración final de la letra h) del artículo 1° de la ley N° 19.490. 


Esta bonificación ascenderá a un monto trimestral de $ 60.000.- para la planta de profesionales y de $ 30.000.- para la planta de técnicos, administrativos y auxiliares. Se pagará en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a la bonificación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados.


La bonificación de disponibilidad será imponible para fines de previsión y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad. 


Para efecto de la concesión de la bonificación de disponibilidad, el número total de cupos a nivel nacional será de 505 para la planta de profesionales y 303 para el conjunto de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. El cupo máximo por establecimiento de salud será de 5 tratándose de la planta de profesionales y de 3 para el conjunto de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. El Ministerio de Salud, por resolución, distribuirá el cupo máximo de funcionarios beneficiarios en cada uno de los Servicios de Salud.

- - -


Respecto del mismo se presentaron las indicaciones signadas con los N°s 4 y 5, ambas de Su Excelencia el Vicepresidente de la República.


La indicación Nº 4, es para agregar, a su inciso primero, las siguientes frases: “y que en la actualidad tienen la calificación de establecimiento de baja complejidad, o que se creen con esta calidad, en tanto mantengan la referida condición.”.

La indicación Nº 5, es para reemplazar la segunda oración de su inciso tercero por la siguiente: “A ella se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.”.

--La Comisión aprobó las indicaciones N°s 4 y 5, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).

º º º º


A continuación, la Comisión consideró la indicación N° 6, de Su Excelencia el Vicepresidente de la República para agregar al artículo 3° los siguientes incisos nuevos:


“Con todo, el Director del Servicio de Salud, dentro de los límites señalados en el inciso anterior, podrá disponer la reasignación de el o los cupos que queden sin asignarse, siempre que ésta se efectúe dentro de los grupos de plantas y no se exceda el número máximo fijado por el Ministerio de Salud para el conjunto de establecimientos de su dependencia.


La cuantía del beneficio establecido en este artículo corresponde al valor vigente al 30 de noviembre de 2006, y se reajustará en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público.”.


En discusión, la señora Ministra de Salud señaló que la indicación complementa lo dispuesto en el inciso final del artículo 3° del proyecto aprobado en general por el Senado, referido a la concesión de la bonificación de disponibilidad.


Recordó que el número total de cupos a nivel nacional será de 505 para la planta de profesionales y 303 para el conjunto de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. Existirá un cupo máximo por establecimiento de salud, distinguiendo entre planta de profesionales y el conjunto de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, y el Ministerio de Salud distribuirá el cupo máximo de funcionarios beneficiarios en cada uno de los Servicios de Salud, lo que deberá hacer por resolución fundada.


De aprobarse la norma propuesta por la indicación, será el Director del Servicio de Salud el facultado para disponer la reasignación de el o los cupos que queden sin asignarse, dentro del marco que señala.


--La Comisión aprobó la indicación N° 6, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).

º º º º

ARTÍCULO 4°

El artículo 4º del proyecto aprobado en general por el Senado establece una bonificación mensual de $ 28.000, para el personal perteneciente a la planta de auxiliares, sea de planta o a contrata, de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, del Ministerio de Salud, regido por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que teniendo licencia de enseñanza media y licencia de conducir tipo A2 o A3, cumpla funciones de conductor de ambulancia. 



Para tener derecho a esta bonificación, los funcionarios deberán estar asignados a prestar dichos servicios a través de resolución del director del Servicio de Salud correspondiente.



Esta bonificación se percibirá sólo mientras el funcionario se encuentre en funciones de conductor de ambulancia, manteniendo el derecho a percibirla durante los períodos de ausencia con goce de remuneraciones originados en permisos, licencias y feriado legal.


Para efecto de otorgar esta bonificación, el número total de cupos a nivel nacional será de 1.420, que el Ministerio de Salud distribuirá, por resolución, en cada uno de los Servicios de Salud.


Esta bonificación será imponible para fines de previsión y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración. 


Respecto del artículo 4° del proyecto aprobado en general por el Senado, Su Excelencia el Vicepresidente de la República presentó la indicación N° 7, para agregar, al inciso final, la siguiente oración: “La cuantía del beneficio establecido en este artículo corresponde al valor vigente al 30 de noviembre de 2006, y se reajustará en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público.”. 


--La Comisión aprobó la indicación N° 7, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).

° ° °


A continuación, la Comisión consideró las indicaciones signadas con los números 8 y 9, presentadas por Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para agregar los siguientes artículos nuevos:


8.- “Artículo 5º.- Establécese una bonificación de disponibilidad para el personal de las plantas de profesionales y de técnicos, sea de planta o a contrata, del Instituto de Salud Pública de Chile, regido por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que labore efectivamente en puestos de trabajo que requieran disponibilidad fuera de la jornada ordinaria de trabajo, para la realización de funciones en los campos de la contaminación ambiental y de la salud ambiental, relacionadas con materias propias de emergencias sanitarias, bioterrorismo, marea roja u otras análogas.


Para tener derecho a esta bonificación, los funcionarios señalados en el inciso anterior deberán ser individualizados a través de resoluciones anuales del Director del Instituto de Salud Pública de Chile.


Esta bonificación se percibirá mientras el funcionario se encuentre en funciones en los puestos mencionados. A ella se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Esta bonificación ascenderá a un monto trimestral de $60.000.- para la planta de profesionales y de $30.000.- para la planta de técnicos. Se pagará en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a la bonificación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados.


La bonificación de disponibilidad será tributable e imponible para fines de previsión y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


Para efecto de la concesión de la bonificación de disponibilidad, el número total de cupos será de 8 para la planta de profesionales y 8 para la planta de técnicos.


Esta bonificación se reajustará, a contar de la publicación de la presente ley, en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público.”.


En discusión, la señora Ministra de Salud señaló que la indicación propone la creación de una bonificación de disponibilidad para el personal profesional y técnico del Instituto de Salud Pública de Chile, que trabaje en puestos que requieran disponibilidad fuera de la jornada ordinaria de trabajo.


Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei y del Honorable Senador señor Girardi, la señora Ministra de Salud señaló que todo el personal del Instituto trabaja en Santiago y que realizan turnos propios de labores de apoyo a trasplantes o de laboratorio, lo que, hasta ahora, no ha sido considerado como turno.


--La Comisión aprobó la indicación N° 8, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).


9.- “Artículo 6º.- Establécese, para el personal de planta y a contrata de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, mientras se encuentren en alguno de los grados señalados a continuación, una bonificación compensatoria, equivalente a los porcentajes que en cada caso se indican, aplicados sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185 y, cuando corresponda, la señalada en el artículo 2º de la ley Nº 19.699. Esta bonificación no se considerará como base de cálculo para ningún otro concepto remuneratorio:

	Planta
	Grado
	Porcentaje de boni-

ficación compensa-

toria

	Profesionales
	18º
	11,5%

	
	19º
	23%

	Técnicos
	24º
	2%

	
	24º
	9,5%

	Administrativos
	25º
	11,5%

	
	26º
	8%

	Auxiliares
	27º
	10,5%

	
	28º
	11%



--La Comisión aprobó la indicación N° 9, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).

º º º º

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero


El artículo primero transitorio del proyecto aprobado en general por el Senado dispone que los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud y que estén regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que al 31 de diciembre de 2006 tengan o cumplan sesenta o más años de edad, si son mujeres, y sesenta y cinco o más años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre del 2008 inclusive, tendrán derecho a percibir una bonificación por retiro voluntario equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos precedentemente señalados, con un máximo de nueve meses. La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al funcionario durante los 12 meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Las funcionarias tendrán derecho a un mes adicional de bonificación por retiro voluntario. 


El monto de esta bonificación se incrementará en un mes para aquellos funcionarios de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares o asimilados a ellas, cuyas remuneraciones imponibles determinadas de conformidad al inciso primero, sean inferiores a $ 400.000.- mensuales. En el caso de los funcionarios de la planta de profesionales o asimilados a ella, dicho incremento se otorgará a aquellos cuyas remuneraciones imponibles determinadas de conformidad al inciso primero sean inferiores a $ 613.000.-


Podrán acceder a esta bonificación un máximo de 2.590 beneficiarios, privilegiándose a aquellos de menores rentas y mayor edad. En caso de empate, tendrá preferencia el funcionario con más años de servicio. De persistir éste resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales. En el curso del primer año de aplicación podrán acceder al beneficio un máximo de 1.600 funcionarios. 


Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.


Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en este artículo, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará los calendarios de postulación y pago, los mecanismos para su otorgamiento y las demás disposiciones necesarias para la implementación de esta bonificación.

- - -


Respecto del mismo se presentaron las indicaciones signadas con los N°s 10, 11 y 12,. de Su Excelencia el Vicepresidente de la República.


Las referidas indicaciones son del siguiente tenor:


10.- Para sustituir, en su inciso primero, la conjunción “y” que sigue a “Ministerio de Salud” por coma (,), intercalando a continuación las frases “en las subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud;”.


11.- Para intercalar, en su inciso primero, a continuación de “1973,”, la frase “así como a los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental”.


12.- Para sustituir, en su inciso cuarto, los guarismos “2.590” y “1.600” por “3.000” y “1.810”, respectivamente, y para agregar la siguiente oración final: “Los cupos que no fueran utilizados en el primer período de concesión del beneficio, serán acumulables para el período siguiente.”.


--La Comisión aprobó las indicaciones N°s 10, 11 y 12, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).

Artículo Segundo

El artículo segundo transitorio faculta al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias: 


1)
Fijar las plantas de personal de los Servicios de Salud y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ellas. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda; las fechas de vigencia de las plantas y del encasillamiento del personal, así como la determinación de la dotación máxima de personal. Sin perjuicio de lo anterior, determínase que los grados iniciales y superiores de las plantas que se fijen, serán los siguientes, respectivamente:


Planta de Directivos: Grados 17º y 2º.


Planta de Profesionales: Grados 17º y 5º.


Planta de Técnicos: Grados 23º y 12º.


Planta de Administrativos: Grados 23º y 13º.


Planta de Auxiliares: Grados 25º y 17º.


Con todo, los cargos del grado 17 de la planta de auxiliares sólo podrán proveerse a partir del año 2010.


2)
Incrementar, en el conjunto de las plantas de personal de los Servicios de Salud, entre los años 2007 y 2010, un total de 3.288 cargos. Éstos se distribuirán de manera gradual en cada una de las respectivas plantas, con los números máximos que a continuación se indican:

	Planta
	Número máximo de cargos a crear

	Profesionales
	2.127

	Técnicos
	230

	Administrativos
	826

	Auxiliares
	105


- - -


Respecto del N° 1 del artículo segundo transitorio mismo se presentaron las indicaciones signadas con los N°s 13, 14 y 15, de Su Excelencia el Vicepresidente de la República.


Tales indicaciones son del siguiente tenor:


13.- Para sustituir, en su párrafo final, el guarismo “2010” por “2008”.


--La Comisión aprobó la indicación N° 13, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).


14.- Para agregarle el siguiente párrafo nuevo:


“Tratándose de la promoción de los cargos de la planta de técnicos, no será exigible el título de técnico de nivel superior respecto a los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, tengan más de veinte años de servicio en la referida planta, en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicios precedentemente referidos se considerarán tanto los años en calidad de titular como a contrata.”.

En discusión, los Honorables Senadores señores Girardi y Ominami, recogiendo la idea contenida en la indicación signada con el número 15, de la cual son autores, plantearon la conveniencia de aclarar el sentido de la indicación respecto a los años de servicio que el texto plantea para efectos de la provisión de los cargos, para precisar que la ley exigirá tener veinte  más años de servicio como técnico paramédico o auxiliar paramédico.


Al respecto, se planteó en el seno de la Comisión modificar la redacción en la parte pertinente, lo que fue aceptado por los miembros de la Comisión. En efecto, propuso sustituir la frase más de veinte años de servicio en la referida planta, en los Servicios de Salud, por veinte o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud. Asimismo, precisar que el curso de que trata puede ser tanto de auxiliar paramédico como de enfermería.

Al respecto, acordaron dejar constancia que tal modificación es meramente aclaratoria y no introduce modificación de fondo alguna, sino que sólo precisa al alcance de la disposición.


--La Comisión aprobó la indicación N° 14, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).


15.- De los Honorables Senadores señores Girardi y Ominami, para reemplazar la frase “tengan más de 20 años de servicio en la referida planta” por “que tengan 20 o más años de experiencia laboral”.


En consideración a la aprobación de la indicación anterior, la Comisión estimó que corresponde rechazar esta indicación.

--La Comisión rechazó la indicación N° 15, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).

Artículo Tercero

El artículo tercer transitorio del proyecto aprobado en general por el Senado dispone que el encasillamiento de personal de los Servicios de Salud se efectuará dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación de él o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de dichos servicios respecto de los funcionarios en servicio a la fecha de publicación de los referidos decretos con fuerza de ley. Dicho encasillamiento se regirá por las normas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sin perjuicio de las reglas especiales que a continuación se indican para las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares: 


a)
Los funcionarios titulares se encasillarán de acuerdo al escalafón de mérito para el ascenso a que se refiere el artículo 102 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, vigente a la fecha de publicación de el o de los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de personal.


b)
Una vez encasillado el personal titular, los funcionarios a contrata asimilados a las referidas plantas y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad al menos durante cinco años anteriores a la fecha de publicación de los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas y que cumplan los requisitos respectivos se encasillarán en los cargos que queden vacantes, siempre que sean del mismo grado al que se encuentran asimilados, conforme a sus calificaciones. Con todo, aquellos funcionarios que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en los últimos 36 meses anteriores al encasillamiento, sólo podrán ser encasillados en el grado que detentaban con anterioridad a dicho mejoramiento, con excepción de aquellos que se origen por aplicación del nuevo grado de inicio que la presente ley determina para su respectiva planta.


Si una vez encasillado el personal conforme a las reglas del inciso anterior quedaran aún vacantes, estas se proveerán mediante concurso interno, en el que podrán participar todos los funcionarios del respectivo Servicio de Salud sean de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad durante, a lo menos, 5 años anteriores a la publicación de los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas y que cumplan los requisitos respectivos. La provisión de estos cargos se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director del Servicio de Salud respectivo.


El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:


-
No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


-
No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales. 


-
Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


-
Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y trienios que estuvieren percibiendo; asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.

- - -


Respecto del la letra b) del artículo tercero transitorio, el Honorable Senador señor Letelier presentó una indicación, signada con el N° 15 bis para agregar el siguiente inciso final:


“Los requisitos exigidos respecto del personal técnico y de choferes que se desempeñen en los distintos Servicios de Salud, sean de planta o contrata, no serán exigibles respecto de quienes desempeñen estas funciones, con anterioridad a la publicación de la presente ley.”.

--El señor Presidente declaró inadmisible la indicación, por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, de acuerdo a lo señalado en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Artículo Cuarto


El artículo cuarto transitorio del proyecto aprobado en general por el Senado dispone que la provisión de los cargos que se crearán entre los años 2008 y 2010, se efectuará de conformidad con las reglas establecidas en el inciso final del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


El mayor gasto que se pueda derivar de lo dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorios, no podrá exceder de las cantidades que se indican: $ 5.410.728 miles en el año 2007; $ 10.821.456 miles en el año 2008; $ 16.232.184 miles en el año 2009, y $ 21.642.916 miles en el año 2010.

- - -


La Comisión consideró una indicación del S.E. el Vicepresidente de la República, signada con el número 16, para sustituir su inciso primero por el siguiente:


“Artículo cuarto.- La provisión de los cargos que se crearán entre los años 2008 y 2010, se efectuará mediante concurso interno, en el que podrán participar todos los funcionarios del respectivo Servicio de Salud sean de planta o a contrata, siempre que se hayan desempeñado en esta última calidad durante, a lo menos, 3 años anteriores a la publicación de los decretos con fuerza de ley que fijan las nuevas plantas y siempre que cumplan los requisitos respectivos y se resguarde la carrera funcionaria. La provisión de estos cargos se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director del Servicio de Salud respectivo.”.


--La Comisión aprobó la indicación N° 16, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).


Luego, la Comisión analizó la indicación N° 17, de los Honorables Senadores señores Girardi y Ominami, para reemplazar la frase “tengan más de 20 años de servicio en la referida planta” por “que tengan 20 o más años de experiencia laboral”.


--La Comisión rechazó la indicación N° 17, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).


A continuación, la Comisión consideró indicaciones de S.E. el Vicepresidente de la República, signadas con los números 18 a 20.


El tenor de tales indicaciones es el siguiente:


18.- Para intercalar, como inciso segundo nuevo, el siguiente:


“Con todo, tratándose de la provisión de los cargos que se creen en la planta de técnicos, entre los grados 12° y 15°, ambos inclusive, que no hubieren sido provistos con técnicos de nivel superior, podrán acceder a ella quienes careciendo de dicho título, tengan, a la fecha de publicación de la presente ley, más de veinte años de servicio en la referida planta, en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Igual norma se aplicará respecto al encasillamiento en dicha planta a que se refiere el artículo anterior.”.


En discusión, la Comisión advirtió que esta indicación fue presentada por el Ejecutivo en una fecha anterior a aquélla en la que presentó la indicación siguiente, signada con el número 19, que aborda el mismo tema de la provisión de los cargos que se creen, con algunas diferencias. 


Representantes del Ministerio de Salud señalaron que lo anteriormente indicado es efectivo, y que es la indicación siguiente la que debe considerarse.


Sobre la base de las consideraciones anteriormente señaladas, la Comisión estimó necesario rechazar la indicación en discusión y centrar el debate en la indicación siguiente.


--La Comisión rechazó la indicación N° 18, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (Unanimidad. 4x0).


19.- Para sustituir el inciso segundo nuevo por el siguiente:


“Con todo, tratándose de la provisión de los cargos que se creen en la planta de técnicos, no será exigible el título de técnico de nivel superior respecto a los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, tengan más de veinte años de servicio en la referida planta, en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicios precedentemente referidos se considerarán tanto los años en calidad de titular como a contrata. Igual norma se aplicará respecto al encasillamiento en dicha planta a que se refiere el artículo anterior.”.


En discusión, los Honorables Senadores señores Girardi y Ominami, recogiendo la idea contenida en la indicación anterior, plantearon la conveniencia de aclarar el sentido de la indicación respecto a los años de servicio que el texto plantea para efectos de la provisión de los cargos, para precisar que la ley exigirá tener veinte o más años de servicio como técnico paramédico o auxiliar paramédico.


Al respecto, se planteó en el seno de la Comisión modificar la redacción en la parte pertinente, lo que fue aceptado por los miembros de la Comisión. En efecto, se propuso sustituir tener más de veinte años de servicio en la referida planta, por veinte o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería. Asimismo, precisar que el curso de que trata puede ser tanto de auxiliar paramédico como de enfermería.

Al respecto, la Comisión acordó dejar expresa constancia que tal modificación es meramente aclaratoria y no introduce modificación de fondo alguna, sino que sólo precisa al alcance de la disposición.


--La Comisión aprobó la indicación N° 19, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami (Unanimidad. 5x0).


20.- Para reemplazar, en su inciso final, los guarismos “5.410.728”, “10.821.456”, “16.232.184” y “21.642.916” por los de “5.692.086”, “12.105.609”, “17.797.695” y “23.187.949”, respectivamente.


--La Comisión aprobó la indicación N° 20, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (Unanimidad. 4x0).

Artículo Sexto


El artículo sexto transitorio del proyecto aprobado en general por el Senado otorga un bono, por única vez, al personal perteneciente a las plantas de profesionales y directivos de carrera ubicados entre los grados 17 y 11, ambos inclusive, de técnicos, de administrativos y de auxiliares, sea de planta o a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, regido por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, siempre que no hayan tenido ausencias injustificadas entre el 26 de septiembre del año 2006 y la fecha de pago del referido beneficio, ambas inclusive. Este bono no será imponible ni tributable y se pagará, en una sola cuota, en el mes de diciembre de 2006 o en el mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, si esta fuere posterior a dicha data, al personal en servicio a la fecha del pago.


El monto del bono será de $ 70.000.- para el personal perteneciente a las plantas de profesionales y directivos de carrera ubicados entre los grados 17 y 11, ambos inclusive. 


Respecto de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares el bono ascenderá a las cantidades que a continuación se indican:

	Grado del funcionario beneficiario
	Monto del Bono

	23 e inferiores
	$130.000.-

	22 al 19
	$115.000.-

	18 y superiores
	$95.000.-



Este beneficio se otorgará, en las mismas condiciones señaladas en los incisos precedentes, a los funcionarios de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile, de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud y de los establecimientos de salud de carácter experimental creados en virtud de la facultad establecida en el artículo 6° de la Ley 19.650. Respecto de estos últimos, estarán excluidos del beneficio los profesionales remunerados de conformidad a la escala A de las resoluciones conjuntas N°s 20, 21 y 26, del 2004, de los Ministerios de Salud, Hacienda y Economía, Fomento y Reconstrucción.

- - -


Al respecto, S.E. el Vicepresidente de la República presentó una indicación, signada con el número 21.-, para sustituir el artículo sexto transitorio del proyecto por el siguiente:


“Artículo sexto.- Otórgase un bono, por única vez, al personal perteneciente a la planta directivos de carrera ubicados entre los grados 10º y 5º, ambos inclusive, de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973. Este bono no será imponible ni tributable y se pagará, en una sola cuota, en el mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, al personal en servicio a la fecha del pago. El monto del bono será de $70.000.-“.


--La Comisión aprobó la indicación N° 21, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (Unanimidad. 4x0).

Artículo Octavo


El artículo octavo transitorio del proyecto aprobado en general por el Senado dispone que los porcentajes correspondientes a los componentes de la asignación de acreditación individual y estímulo al desempeño colectivo a que se refiere la modificación introducida por el artículo 1° letra b) de esta ley, se otorgarán conforme al siguiente cronograma:

Año 2007:
Acreditación Individual




5,75%


Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta 
6%

Año 2008:
Acreditación Individual




6%


Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
6,5%

Año 2009:
Acreditación Individual




6,25%


Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
7%

Año 2010:
Acreditación Individual




6,5%


Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
7,5%

Al respecto, S.E. el Vicepresidente de la República presentó una indicación, signada con el número 21 bis.-, para sustituir el cronograma propuesto por el siguiente:


“Año 2007: 


Acreditación Individual:


- Hasta 3 años de servicio


       3.25%


- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio  5.25%


- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio  5,75%


Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta 6%


Año 2008:


Acreditación Individual:


- Hasta 3 años de servicio


        3.5%


- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio   5.5%


- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio   6%


Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta 6,5%


Año 2009:


Acreditación Individual:


- Hasta 3 años de servicio 

       3.75%


- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio  5.75%


- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio  6.25%


Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta 7%


Año 2010:


Acreditación Individual:


- Hasta 3 años de servicio

                   4%



- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio    6%


- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio    6,5%


Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta 7,5%


Los funcionarios a quienes se dio por aprobado el proceso de acreditación, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo tercero transitorio de la ley N° 19.937, tendrán derecho a los porcentajes precedentes de conformidad a la progresión indicada, sin necesidad de sujetarse al referido proceso.”.


--La Comisión aprobó la indicación N° 21 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Kuschel (Unanimidad. 3x0).

Artículo Décimo


El artículo décimo transitorio del proyecto aprobado en general por el Senado establece que lo dispuesto en los artículos 1°, 2°, 3° y 4° de la presente ley comenzarán a regir a contar del 1° de enero de 2007, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 7°, 8° y 9° precedentes. Los valores de las bonificaciones establecidas en los artículos 3° y 4° regirán a contar de igual data.


Para el año 2007, el Ministerio de Salud mediante una resolución, visada por el Ministro de Hacienda, fijará para cada Servicio de Salud, el número máximo de beneficiarios y los recursos que se pueden destinar para el pago de la asignación de responsabilidad de conformidad a los montos que se fijan en el literal c) del artículo 1° de la presente ley.


Al respecto, S.E. el Vicepresidente de la República presentó una indicación, signada con el número 22, para suprimir la segunda oración de su inciso primero.


--La Comisión aprobó la indicación N° 22, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Kuschel (Unanimidad. 3x0).

Artículo Duodécimo


El artículo duodécimo transitorio del proyecto aprobado en general por el Senado establece que los cargos de Directivos de Carrera entre los grados 6° al 10°, ambos inclusive, que se encuentren vacantes, al 1° de enero de 2010, estarán sujetos a lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior.



Los profesionales que, al 1 de enero de 2010, sirvan, en calidad de titulares, cargos de Directivos de Carrera entre los grados 6° y 10°, ambos inclusive, en los Servicios de Salud, podrán ejercer la opción a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior, siempre que el establecimiento en que se desempeñen haya cumplido los requisitos para obtener la calidad de Establecimiento de Autogestión en Red o de Establecimiento de Salud de Menor Complejidad y, por ende, éstas les hayan sido reconocidas, según corresponda. Dicha opción se podrá ejercer a más tardar hasta el 2 de enero de 2011. La misma opción podrán ejercerla los profesionales que sirvan cargos de los señalados en la Dirección de los Servicios de Salud, cuando la mayoría de sus establecimientos dependientes haya adquirido alguna de las calidades indicadas dentro del año 2010.



Lo dispuesto en los incisos anteriores se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Redes Asistenciales visada por la Dirección de Presupuestos.



La provisión de los cargos que se creen por aplicación de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo en la planta de profesionales, se efectuará conforme a lo dispuesto en el artículo 103 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud o en el artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.


Al respecto, S.E. el Vicepresidente de la República presentó una indicación, signada con el número 23, para reemplazar si inciso segundo por el siguiente:


“Los profesionales que, al 1 de enero de 2008, sirvan, en calidad de titulares, cargos de directivos de carrera entre los grados 6º y 10º, ambos inclusive, en los Servicios de Salud, podrán ejercer la opción a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior. Dicha opción se podrá ejercer a más tardar hasta el 31 de diciembre de 2008. La misma opción podrán ejercerla los profesionales que sirvan cargos de los señalados en la Dirección de los Servicios de Salud.”.


--La Comisión aprobó la indicación N° 22, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Kuschel (Unanimidad. 3x0).

° ° °


A continuación, la Comisión consideró indicaciones de S.E. el Vicepresidente de la República, signadas con los números 24 a 28, para intercalar, a continuación del artículo duodécimo transitorio, los siguientes, nuevos:


24.- “Artículo décimo tercero.- Los funcionarios a que se refiere el artículo 4º de esta ley que, a la fecha de su publicación, carezcan de licencia de enseñanza media y se encuentren cumpliendo funciones de conductor de ambulancia, tendrán derecho a la bonificación mensual en la medida que accedan a uno de los cupos a que se refiere el inciso cuarto del artículo precedentemente señalado.”.


--La Comisión aprobó la indicación N° 24, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Kuschel (Unanimidad. 3x0).


25.- “Artículo décimo cuarto.- Los porcentajes correspondientes a los componentes de la asignación especial establecidos en el numeral 2 del artículo 2° de la presente ley, se otorgarán conforme al siguiente cronograma:


1)
Para los funcionarios de la planta de técnicos, administrativos y auxiliares:


Año 2008:
Componente Base


6%




Componente Variable, hasta
8,5%


Año 2009: 
Componente Base


6%




Componente Variable, hasta
9%


Año 2010:
Componente Base


6%




Componente Variable, hasta 
10%


2)
Para los funcionarios de las plantas de profesionales y directivos:


Año 2008:
Componente Base


2%




Componente Variable, hasta 
12,5%


Año 2009:
Componente Base


2%




Componente Variable, hasta 
13%


Año 2010:
Componente Base


2%




Componente Variable, hasta
14%


Durante el año 2008, el componente variable se pagará en relación al cumplimiento de metas que se definan para el último trimestre del año 2007. Para estos efectos, el jefe superior de la institución definirá los equipos, unidades o áreas de trabajo y sus metas e indicadores, en el curso del mes anterior a dicho trimestre, en el que también deberán suscribirse los respectivos convenios de desempeño entre cada equipo, unidad o área de trabajo y el jefe superior.”.


--La Comisión aprobó la indicación N° 25, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Kuschel (Unanimidad. 3x0).


26.- “Artículo décimo quinto.- Interprétase que la restricción de los grados 11º al 17º que establece el artículo 36 de la ley 20.143, se refiere sólo a la planta de directivos de carrera; y declárase como bien pagado a todos los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales o asimilados a ella, el bono que ese artículo establece.”.


--La Comisión aprobó la indicación N° 26, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Kuschel (Unanimidad. 3x0).


27.- “Artículo décimo sexto.- A contar del 1° de enero del año 2008 no se aplicará el artículo 3° de la ley N° 19.490 al personal de planta y a contrata de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud.


Facúltase al Presidente de la República para que mediante un decreto con fuerza de ley expedido por el Ministerio de Salud y suscrito también por el Ministro de Hacienda, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°19.490.”.


--La Comisión aprobó la indicación N° 27, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Kuschel (Unanimidad. 3x0).


28.- “Artículo décimo séptimo.- Los funcionarios a que se refiere el artículo 3º de la ley N° 20.157 que, a la fecha de publicación de la referida ley carezcan de licencia de enseñanza media y se encuentren cumpliendo funciones de conductor de vehículos que transporten pacientes y equipos de salud fuera de los respectivos establecimientos, tendrán derecho a la bonificación mensual que el referido artículo establece en la medida que tengan asignada dicha función mediante resolución del Director de la respectiva entidad administradora municipal.”.


--La Comisión aprobó la indicación N° 28, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Kuschel (Unanimidad. 3x0).

º º º º


Se deja constancia que, en atención a las diversas modificaciones introducidas en el proyecto de ley materia de este segundo informe, como consecuencia de los acuerdos adoptados durante su discusión particular, la Comisión estimó pertinente introducir adecuaciones de carácter técnico legislativo en el proyecto despachado, con la finalidad de que las disposiciones del mismo guarden la debida coherencia interna.

º º º º


Terminada la discusión de las indicaciones, los miembros de la Comisión reiteraron a la señora Ministra de Salud la petición de considerar una proposición sobre el modo en que deberían ser distribuidos los cargos de la Planta de Administrativos, contenido en la siguiente gráfica:

	PLANTA
	GRADO
	PROPUESTA
	PORCENTAJE
	VALOR PROPUESTA

	Administrativo
	13
	132
	2,2
	566571005,6

	 
	14
	289
	4,8
	1169813101

	 
	15
	319
	5,3
	1226466848

	 
	16
	355
	5,9
	1278625125

	 
	17
	362
	6,0
	1240097465

	 
	18
	367
	6,1
	1205012534

	 
	19
	373
	6,2
	1175612720

	 
	20
	422
	7,0
	1247056957

	 
	21
	626
	10,4
	1755039347

	 
	22
	988
	16,4
	2529350998

	 
	23
	1789
	29,7
	4202940434

	 
	24
	0
	0,0
	0

	 
	25
	0
	0,0
	0

	Total Administrativo
	 
	6022
	100,01
	17.596.586.533

	Mayor Gasto Propuesta
	
	
	
	419.071.389



Al respecto, le fue entregado una copia del oficio 325/S-2007, que le fue remitido oportunamente, y la señora Ministra anunció que estudiaría detenidamente la proposición.

- - -

MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Salud tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1°


- Intercalar, a continuación de la letra b), la siguiente letra c) nueva:


“c) Sustitúyese la tabla del numeral 3 del artículo 88, por la siguiente:

	Hasta 3 años
	4%

	Más de 3 años y hasta 6 años
	6%

	Más de 6 años y hasta 9 años
	6,5%



(Indicación N°1) (Unanimidad. 5X0)

Letra c)

(Pasa a ser letra d) )


- Agregar, a continuación de la tabla, el siguiente acápite nuevo:


“Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.), la siguiente oración:


“Con todo, el Director del Servicio de Salud, dentro de los límites señalados en el inciso anterior, podrá disponer la reasignación de el o los cupos que queden sin asignarse, siempre que ésta se efectúe dentro del mismo tipo de establecimiento.”.”.(Indicación Nº 2) (Unanimidad. 5X0).

ARTÍCULO 2°



- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2º.- Introdúcense en la  ley Nº 19.490 las siguientes modificaciones: 

1. Agrégase en el inciso cuarto del artículo cuarto, a continuación del guarismo “15,5%” y antes del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente oración: “para los directivos de grado 10 y superiores; hasta el 18,5% para los funcionarios de la planta de profesionales y de la planta de directivos de carrera ubicados entre los grados 11 y 17, ambos inclusive; hasta el 25,5% para los funcionarios de la planta de técnicos; y hasta el 26,5% para los funcionarios de las plantas de administrativos y auxiliares.”.


2. Agrégase el siguiente artículo 5°, nuevo:


“Artículo 5°.- Establécese, a contar del 1° de enero de 2008, para el personal de planta y a contrata de las subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regido por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1973, una asignación especial, que contendrá un componente base y otro variable asociado al grado de cumplimiento de las metas anuales fijadas para cada equipo, unidad o área de trabajo.


Corresponderá esta asignación al personal que haya prestado servicios en equipos, unidades o áreas de trabajo de alguna de las entidades señaladas en el inciso anterior sin solución de continuidad, durante todo el año objeto de la evaluación del cumplimiento de metas fijadas, y que se encuentre, además, en servicio al momento del pago de la respectiva cuota de la asignación.


La asignación se calculará sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185, la asignación de responsabilidad superior establecida en el decreto ley Nº 1.770, de 1997  y,  cuando  corresponda, la señalada en el artículo 2º de la ley Nº 19.699.


Para los funcionarios de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, el componente base ascenderá al 6% aplicado sobre la base señalada en el inciso anterior. El componente variable será de hasta 10%, sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en los equipos, unidades o áreas de trabajo que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 5% para aquellos funcionarios de los equipos, unidades o áreas de trabajo que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.


Para los funcionarios de las plantas de profesionales y directivos, el componente base ascenderá al 2% aplicado sobre la base de cálculo señalada en el inciso tercero. El componente variable será de hasta 14%, sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en los equipos, unidades o áreas de trabajo que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 7% para aquellos funcionarios de los equipos, unidades o áreas de trabajo que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.


Para el otorgamiento del componente variable se seguirá el siguiente procedimiento:


a) El jefe superior de cada institución definirá anualmente los equipos, unidades o áreas de trabajo, teniendo en consideración parámetros funcionales o territoriales, o la combinación de ambos. El parámetro territorial podrá establecerse a nivel nacional, regional o provincial. Cada equipo, unidad o área de trabajo deberá desarrollar tareas relevantes para la misión institucional, generar información para la medición de los indicadores y estar a cargo de un funcionario responsable de la dirección del cumplimiento de las metas;


b) El jefe superior de cada institución definirá para los equipos, unidades o áreas de trabajo, metas de gestión pertinentes y relevantes y objetivos que efectivamente contribuyan a mejorar el desempeño institucional, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación;


c) Las metas y sus indicadores deberán estar vinculados a las definiciones de misión institucional, objetivos estratégicos y productos relevantes de cada institución y quedarán establecidas, junto con los equipos, unidades o áreas, en un convenio de desempeño que en el último trimestre de cada año deberán suscribir las respectivas jefaturas con el jefe superior de la institución;


d) El proceso de fijación de las metas por equipo, unidad o área de trabajo y la fase de evaluación del cumplimiento de las metas fijadas, deberá considerar mecanismos de consulta e información a las asociaciones de funcionarios de la respectiva institución, según lo determine el Reglamento;


e) El cumplimiento de las metas será verificado por la unidad de auditoría interna de cada institución o por aquella que cumpla tales funciones;


f) Los actos administrativos que sean necesarios para la aplicación de este componente, se formalizarán mediante resolución del subsecretario respectivo o del jefe superior de la institución, según corresponda, y


g) Los funcionarios que integren los equipos, unidades o áreas de trabajo que hayan alcanzado un nivel de cumplimiento de sus metas del 90% o más, incrementarán esta bonificación en hasta un máximo de 2% adicional, aplicado sobre el porcentaje asignado al componente variable, calculado sobre la base señalada en el inciso tercero, con aquellos recursos que pudieren quedar como excedentes en la institución como consecuencia de que otros equipos, unidades o áreas de trabajo no obtengan dicho nivel de cumplimiento.


Los jefes superiores de cada institución tendrán derecho a percibir esta asignación en un monto equivalente a un 7,5% aplicado sobre la base de cálculo señalada en el inciso tercero de este artículo. Para las autoridades de gobierno dicho porcentaje será de un 5% sobre igual base de cálculo.


Un reglamento del Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá los mecanismos de control y evaluación de las metas anuales de gestión por equipo, unidad o área de trabajo; la forma de distribuir los recursos excedentes entre los grupos, unidades o áreas que hayan sobrepasado el nivel señalado en la letra g); la forma de medir y ponderar los respectivos indicadores; la manera de determinar los porcentajes de este incentivo; la forma de determinarlo respecto de los funcionarios que cambian de equipo, unidad, área de trabajo o institución; los procedimientos y calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas anuales; los mecanismos de participación de los funcionarios y sus asociaciones, y toda otra norma necesaria para el otorgamiento de este componente.


La asignación especial se pagará en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto por pagar en cada cuota será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual de los porcentajes establecidos precedentemente.


Esta asignación tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


A ella se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.”.”.

(Indicación N° 3) (Unanimidad. 5X0)

ARTÍCULO 3°


- Agregar, a su inciso primero, las siguientes frases: “y que en la actualidad tienen la calificación de establecimiento de baja complejidad, o que se creen con esta calidad, en tanto mantengan la referida condición.”. (Indicación Nº 4) (Unanimidad. 5X0)


- Reemplazar la segunda oración de su inciso tercero por la siguiente: “A ella se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.”. (Indicación N° 5) (Unanimidad. 5X0).


- Agregarle los siguientes incisos nuevos:


“Con todo, el Director del Servicio de Salud, dentro de los límites señalados en el inciso anterior, podrá disponer la reasignación de el o los cupos que queden sin asignarse, siempre que ésta se efectúe dentro de los grupos de plantas y no se exceda el número máximo fijado por el Ministerio de Salud para el conjunto de establecimientos de su dependencia.


La cuantía del beneficio establecido en este artículo corresponde al valor vigente al 30 de noviembre de 2006, y se reajustará en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público.”. (Indicación N° 6) (Unanimidad. 5X0)

ARTÍCULO 4°


- Agregar, al inciso final, la siguiente oración: “La cuantía del beneficio establecido en este artículo corresponde al valor vigente al 30 de noviembre de 2006, y se reajustará en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público.”.  (Indicación N° 7) (Unanimidad. 5X0).

- - -


-  Agregar los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 5º.- Establécese una bonificación de disponibilidad para el personal de las plantas de profesionales y de técnicos, sea de planta o a contrata, del Instituto de Salud Pública de Chile, regido por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que labore efectivamente en puestos de trabajo que requieran disponibilidad fuera de la jornada ordinaria de trabajo, para la realización de funciones en los campos de la contaminación ambiental y de la salud ambiental, relacionadas con materias propias de emergencias sanitarias, bioterrorismo, marea roja u otras análogas.


Para tener derecho a esta bonificación, los funcionarios señalados en el inciso anterior deberán ser individualizados a través de resoluciones anuales del Director del Instituto de Salud Pública de Chile.


Esta bonificación se percibirá mientras el funcionario se encuentre en funciones en los puestos mencionados. A ella se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Esta bonificación ascenderá a un monto trimestral de $60.000.- para la planta de profesionales y de $30.000.- para la planta de técnicos. Se pagará en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a la bonificación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados.


La bonificación de disponibilidad será tributable e imponible para fines de previsión y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


Para efecto de la concesión de la bonificación de disponibilidad, el número total de cupos será de 8 para la planta de profesionales y 8 para la planta de técnicos.


Esta bonificación se reajustará, a contar de la publicación de la presente ley, en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público.”.(Indicación N° 8) (Unanimidad. 5X0).

“Artículo 6º.- Establécese, para el personal de planta y a contrata de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, mientras se encuentren en alguno de los grados señalados a continuación, una bonificación compensatoria, equivalente a los porcentajes que en cada caso se indican, aplicados sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185 y, cuando corresponda, la señalada en el artículo 2º de la ley Nº 19.699. Esta bonificación no se considerará como base de cálculo para ningún otro concepto remuneratorio:

	Planta
	Grado
	Porcentaje de bonificación compensatoria

	Profesionales
	18º
	11,5%

	
	19º
	23%

	Técnicos
	24º
	2%

	
	24º
	9,5%

	Administrativos
	25º
	11,5%

	
	26º
	8%

	Auxiliares
	27º
	10,5%

	
	28º
	11%



(Indicación N° 9) (Unanimidad. 5X0)

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


- Sustituir, en su inciso primero, la conjunción “y” que sigue a “Ministerio de Salud” por coma (,), intercalando a continuación las frases “en las subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud;”. (Indicación N° 10) (Unanimidad. 5X0). 


- Intercalar, en su inciso primero, a continuación de “1973,”, la frase “así como a los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental”. (Indicación Nº 11) (Unanimidad. 5X0).


- Sustituir, en su inciso cuarto, los guarismos “2.590” y “1.600” por “3.000” y “1.810”, respectivamente, y agregar la siguiente oración final: “Los cupos que no fueran utilizados en el primer período de concesión del beneficio, serán acumulables para el período siguiente.”. (Indicación Nº 12) (Unanimidad.5X0).

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO

Nº 1


 - Sustituir, en su párrafo final, el guarismo “2010” por “2008”. (Indicación Nº 13) (Unanimidad. 5X0).


- Agregar el siguiente párrafo nuevo:


“Tratándose de la promoción de los cargos de la planta de técnicos, no será exigible el título de técnico de nivel superior respecto a los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, tengan veinte o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico o de Auxiliar de Enfermería, de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicios precedentemente referidos se considerarán tanto los años en calidad de titular como a contrata.”. (Indicación N° 14, con modificaciones) (Unanimidad. 5X0).

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO


- Sustituir su inciso primero por el siguiente:


“Artículo cuarto.- La provisión de los cargos que se crearán entre los años 2008 y 2010, se efectuará mediante concurso interno, en el que podrán participar todos los funcionarios del respectivo Servicio de Salud sean de planta o a contrata, siempre que se hayan desempeñado en esta última calidad durante, a lo menos, 3 años anteriores a la publicación de los decretos con fuerza de ley que fijan las nuevas plantas y siempre que cumplan los requisitos respectivos y se resguarde la carrera funcionaria. La provisión de estos cargos se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director del Servicio de Salud respectivo.”. (Indicación Nº 16) (Unanimidad. 5X0).

- Intercalar, como inciso segundo nuevo, el siguiente:


“Con todo, tratándose de la provisión de los cargos que se creen en la planta de técnicos, no será exigible el título de técnico de nivel superior respecto a los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, tengan veinte o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico o de Auxiliar de Enfermería, de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicios precedentemente referidos se considerarán tanto los años en calidad de titular como a contrata. Igual norma se aplicará respecto al encasillamiento en dicha planta a que se refiere el artículo anterior.”. (Indicación Nº 19, con modificaciones) (Unanimidad. 4X0).


- Reemplazar, en su inciso final, los guarismos “5.410.728”, “10.821.456”, “16.232.184” y “21.642.916” por los de “5.692.086”, “12.105.609”, “17.797.695” y “23.187.949”, respectivamente. (Indicación N° 20) (Unanimidad. 4X0).

ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo sexto.- Otórgase un bono, por única vez, al personal perteneciente a la planta directivos de carrera ubicados entre los grados 10º y 5º, ambos inclusive, de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973. Este bono no será imponible ni tributable y se pagará, en una sola cuota, en el mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, al personal en servicio a la fecha del pago. El monto del bono será de $70.000.-“. (Indicación N° 21) (Unanimidad. 4X0).

ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO


- Sustituir el cronograma propuesto por el siguiente:


“Año 2007: 


Acreditación Individual:

	- Hasta 3 años de servicio-   Hasta 3 años de servicio
	3.25%



	- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio


	5.25%



	- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio


	5,75%

	Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
	6%



Año 2008:


Acreditación Individual:

	- Hasta 3 años de servicio


	3.5%

	- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio


	5.5%

	- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio


	6%

	Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta


	6,5%



Año 2009:


Acreditación Individual:

	- Hasta 3 años de servicio 
	3.75%

	
	

	- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio


	5.75%



	- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio


	6.25%

	Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
	7%



Año 2010:


Acreditación Individual:

	- Hasta 3 años de servicio
	4%



	- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio


	6%

	- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio


	6,5%

	Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
	7,5%





Los funcionarios a quienes se dio por aprobado el proceso de acreditación, en virtud de lo dispuesto en el  inciso segundo del artículo tercero transitorio de la ley Nº 19.937, tendrán derecho a los porcentajes precedentes de conformidad a la progresión indicada, sin necesidad de sujetarse al referido  proceso.”. (Indicación 21 bis) (Unanimidad. 3X0).

ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO


- Suprimir la segunda oración de su inciso primero. (Indicación Nº 22) (Unanimidad. 3X0).

ARTÍCULO DUODÉCIMO


- Reemplazar su inciso segundo por el siguiente:


“Los profesionales que, al 1 de enero de 2008, sirvan, en calidad de titulares, cargos de directivos de carrera entre los grados 6º y 10º, ambos inclusive, en los Servicios de Salud, podrán ejercer la opción a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior. Dicha opción se podrá ejercer a más tardar hasta el 31 de diciembre de 2008. La misma opción podrán ejercerla los profesionales que sirvan cargos de los señalados en la Dirección de los Servicios de Salud.”. (Indicación Nº 23) (Unanimidad. 3X0).

- - -


- Intercalar, a continuación del artículo duodécimo transitorio, los siguientes artículos, nuevos:


“Artículo Décimo Tercero.- Los funcionarios a que se refiere el artículo 4º de esta ley que, a la fecha de su publicación, carezcan de licencia de enseñanza media y se encuentren cumpliendo funciones de conductor de ambulancia, tendrán derecho a la bonificación mensual en la medida que accedan a uno de los cupos a que se refiere el inciso cuarto del artículo precedentemente señalado.”. (Indicación Nº 24) (Unanimidad. 3X0).


“Artículo Décimo Cuarto.- Los porcentajes correspondientes a los componentes de la asignación especial establecidos en el numeral 2 del artículo 2° de la presente ley, se otorgarán conforme al siguiente cronograma:


1) Para los funcionarios de la planta de técnicos, administrativos y auxiliares:


Año 2008:
Componente Base

6%




Componente Variable, hasta
8,5%


Año 2009: 
Componente Base

6%




Componente Variable, hasta
9%


Año 2010:
Componente Base

6%




Componente Variable, hasta 
10%


2) Para los funcionarios de las plantas de profesionales y directivos:


Año 2008:
Componente Base

2%




Componente Variable, hasta 
12,5%


Año 2009:
Componente Base

2%




Componente Variable, hasta 
13%


Año 2010:
Componente Base

2%




Componente Variable, hasta
14%


Durante el año 2008, el componente variable se pagará en relación al cumplimiento de metas que se definan para el último trimestre del año 2007. Para estos efectos, el jefe superior de la institución definirá los equipos, unidades o áreas de trabajo y sus metas e indicadores, en el curso del mes anterior a dicho trimestre, en el que también deberán suscribirse los respectivos convenios de desempeño entre cada equipo, unidad o área de trabajo y el jefe superior.”. (Indicación N° 25) (Unanimidad. 3X0).


“Artículo Décimo Quinto.- Interprétase que la restricción de los grados 11º al 17º que establece el artículo 36 de la ley 20.143, se refiere sólo a la planta de directivos de carrera; y declárase como bien pagado a todos los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales o asimilados a ella, el bono que ese artículo establece.”. (Indicación N° 26)(Unanimidad. 3X0).


“Artículo Décimo Sexto.- A contar del 1° de enero del año 2008 no se aplicará el artículo 3° de la ley Nº 19.490 al personal de planta y a contrata de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud.


Facúltase al Presidente de la República para que mediante un decreto con fuerza de ley expedido por el Ministerio de Salud y suscrito también por el Ministro de Hacienda, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.490.”. (Indicación Nº 27) (Unanimidad. 3X0).


“ Artículo Décimo Séptimo.- Los funcionarios a que se refiere el artículo 3º de la ley Nº 20.157 que, a la fecha de publicación de la referida ley carezcan de licencia de enseñanza media y se encuentren cumpliendo funciones de conductor de vehículos que transporten pacientes y equipos de salud fuera de los respectivos establecimientos, tendrán derecho a la bonificación mensual que el referido artículo establece en la medida que tengan asignada dicha función mediante resolución del Director de la respectiva entidad administradora municipal.”. (Indicación Nº 28) (Unanimidad. 3X0).
- - -

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO 

PASA A SER ARTÍCULO DÉCIMO OCTAVO, SIN MODIFICACIONES
- - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°. Introdúcense en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, las siguientes modificaciones:


a)
Sustitúyese el inciso segundo del artículo 84, por el siguiente:



“El componente base ascenderá, para el personal de la planta de técnicos o asimilado a ella, al 10% aplicado sobre la base señalada en el inciso primero y, para el personal de la planta de administrativos y auxiliares o asimilados a ellas, al 10,5% aplicado sobre la misma base de cálculo. El componente variable será, para el personal de la planta de técnicos o asimilado a ella, de 11% sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en las entidades que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 5,5% para aquellos funcionarios de las entidades que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas. El componente variable será, para el personal de la planta de administrativos y auxiliares o asimilados a ellas, de 11,5% sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en las entidades que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 5,75% para aquellos funcionarios de las entidades que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.”.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 87, los porcentajes que se indican por los siguientes, en el mismo orden en que aparecen en el texto:“5,5%” por “6,5%”; “5,5%” por “7,5%”, y “2,75%” por “3,75%”.


c) Sustitúyese la tabla del numeral 3 del artículo 88, por la siguiente:

	Hasta 3 años
	4%

	Más de 3 años y hasta 6 años
	6%

	Más de 6 años y hasta 9 años
	6,5%



d) En el artículo 100, introdúcense las siguientes modificaciones:


- Sustitúyese en el inciso primero, la expresión “será de 1.259, con un costo anual máximo de $515 millones.” por la siguiente: “será de 2.499, con un costo anual máximo de $1.344.- millones.”.


- Sustitúyese en el inciso segundo, la tabla existente por la siguiente:

	Tipo de establecimiento
	Cupos máximos por establecimiento
	Monto anual por persona

	Hospital Alta Complejidad


	20
	$700.092.-

	Hospital Media Complejidad
	14
	$532.600.-

	Hospital Baja Complejidad
	8
	$339.200.-

	Centro de Diagnóstico Terapéutico (CDT) y Centro de Referencia de Salud (CRS)
	6
	$339.200.-

	Consultorio General Urbano y Rural
	4
	$339.200.-



- Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.), la siguiente oración:


“Con todo, el Director del Servicio de Salud, dentro de los límites señalados en el inciso anterior, podrá disponer la reasignación de el o los cupos que queden sin asignarse, siempre que ésta se efectúe dentro del mismo tipo de establecimiento.”.


- Sustitúyese en el inciso tercero, el guarismo “2002” por “2006”.


Artículo 2º.- Introdúcense en la  ley N°19.490 las siguientes modificaciones: 


1. Agrégase en el inciso cuarto del artículo cuarto, a continuación del guarismo “15,5%” y antes del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente oración: “para los directivos de grado 10 y superiores; hasta el 18,5% para los funcionarios de la planta de profesionales y de la planta de directivos de carrera ubicados entre los grados 11 y 17, ambos inclusive; hasta el 25,5% para los funcionarios de la planta de técnicos; y hasta el 26,5% para los funcionarios de las plantas de administrativos y auxiliares.”.


2. Agrégase el siguiente artículo 5°, nuevo:


“Artículo 5°.- Establécese, a contar del 1° de enero de 2008, para el personal de planta y a contrata de las subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regido por la ley N° 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1973, una asignación especial, que contendrá un componente base y otro variable asociado al grado de cumplimiento de las metas anuales fijadas para cada equipo, unidad o área de trabajo.


Corresponderá esta asignación al personal que haya prestado servicios en equipos, unidades o áreas de trabajo de alguna de las entidades señaladas en el inciso anterior sin solución de continuidad, durante todo el año objeto de la evaluación del cumplimiento de metas fijadas, y que se encuentre, además, en servicio al momento del pago de la respectiva cuota de la asignación.


La asignación se calculará sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185, la asignación de responsabilidad superior establecida en el decreto ley Nº 1.770, de 1997  y,  cuando  corresponda, la señalada en el artículo 2º de la ley Nº 19.699.


Para los funcionarios de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, el componente base ascenderá al 6% aplicado sobre la base señalada en el inciso anterior. El componente variable será de hasta 10%, sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en los equipos, unidades o áreas de trabajo que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 5% para aquellos funcionarios de los equipos, unidades o áreas de trabajo que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.


Para los funcionarios de las plantas de profesionales y directivos, el componente base ascenderá al 2% aplicado sobre la base de cálculo señalada en el inciso tercero. El componente variable será de hasta 14%, sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en los equipos, unidades o áreas de trabajo que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 7% para aquellos funcionarios de los equipos, unidades o áreas de trabajo que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.


Para el otorgamiento del componente variable se seguirá el siguiente procedimiento:


a) El jefe superior de cada institución definirá anualmente los equipos, unidades o áreas de trabajo, teniendo en consideración parámetros funcionales o territoriales, o la combinación de ambos. El parámetro territorial podrá establecerse a nivel nacional, regional o provincial. Cada equipo, unidad o área de trabajo deberá desarrollar tareas relevantes para la misión institucional, generar información para la medición de los indicadores y estar a cargo de un funcionario responsable de la dirección del cumplimiento de las metas;


b) El jefe superior de cada institución definirá para los equipos, unidades o áreas de trabajo, metas de gestión pertinentes y relevantes y objetivos que efectivamente contribuyan a mejorar el desempeño institucional, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación;


c) Las metas y sus indicadores deberán estar vinculados a las definiciones de misión institucional, objetivos estratégicos y productos relevantes de cada institución y quedarán establecidas, junto con los equipos, unidades o áreas, en un convenio de desempeño que en el último trimestre de cada año deberán suscribir las respectivas jefaturas con el jefe superior de la institución;


d) El proceso de fijación de las metas por equipo, unidad o área de trabajo y la fase de evaluación del cumplimiento de las metas fijadas, deberá considerar mecanismos de consulta e información a las asociaciones de funcionarios de la respectiva institución, según lo determine el Reglamento;


e) El cumplimiento de las metas será verificado por la unidad de auditoría interna de cada institución o por aquella que cumpla tales funciones;


f) Los actos administrativos que sean necesarios para la aplicación de este componente, se formalizarán mediante resolución del subsecretario respectivo o del jefe superior de la institución, según corresponda, y


g) Los funcionarios que integren los equipos, unidades o áreas de trabajo que hayan alcanzado un nivel de cumplimiento de sus metas del 90% o más, incrementarán esta bonificación en hasta un máximo de 2% adicional, aplicado sobre el porcentaje asignado al componente variable, calculado sobre la base señalada en el inciso tercero, con aquellos recursos que pudieren quedar como excedentes en la institución como consecuencia de que otros equipos, unidades o áreas de trabajo no obtengan dicho nivel de cumplimiento.


Los jefes superiores de cada institución tendrán derecho a percibir esta asignación en un monto equivalente a un 7,5% aplicado sobre la base de cálculo señalada en el inciso tercero de este artículo. Para las autoridades de gobierno dicho porcentaje será de un 5% sobre igual base de cálculo.


Un reglamento del Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá los mecanismos de control y evaluación de las metas anuales de gestión por equipo, unidad o área de trabajo; la forma de distribuir los recursos excedentes entre los grupos, unidades o áreas que hayan sobrepasado el nivel señalado en la letra g); la forma de medir y ponderar los respectivos indicadores; la manera de determinar los porcentajes de este incentivo; la forma de determinarlo respecto de los funcionarios que cambian de equipo, unidad, área de trabajo o institución; los procedimientos y calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas anuales; los mecanismos de participación de los funcionarios y sus asociaciones, y toda otra norma necesaria para el otorgamiento de este componente.


La asignación especial se pagará en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto por pagar en cada cuota será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual de los porcentajes establecidos precedentemente.


Esta asignación tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


A ella se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 3°. Establécese una bonificación de disponibilidad para el personal de las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, sea de planta o a contrata, regido por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que labore efectivamente en puestos de trabajo que requieran disponibilidad fuera de la jornada ordinaria de trabajo en establecimientos de salud que, al 21 de abril de 2005, tenían la calificación de hospitales tipo 4 y que en la actualidad tienen la calificación de establecimiento de baja complejidad, o que se creen con esta calidad, en tanto mantengan la referida condición.


Para tener derecho a esta bonificación, los funcionarios señalados en el inciso anterior deberán ser individualizados a través de resoluciones anuales del director del Servicio de Salud correspondiente.


Esta bonificación se percibirá mientras el funcionario se encuentre en funciones en los puestos mencionados. A ella se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Esta bonificación ascenderá a un monto trimestral de $ 60.000.- para la planta de profesionales y de $ 30.000.- para la planta de técnicos, administrativos y auxiliares. Se pagará en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a la bonificación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados.


La bonificación de disponibilidad será imponible para fines de previsión y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad. 


Para efecto de la concesión de la bonificación de disponibilidad, el número total de cupos a nivel nacional será de 505 para la planta de profesionales y 303 para el conjunto de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. El cupo máximo por establecimiento de salud será de 5 tratándose de la planta de profesionales y de 3 para el conjunto de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. El Ministerio de Salud, por resolución, distribuirá el cupo máximo de funcionarios beneficiarios en cada uno de los Servicios de Salud.


Con todo, el Director del Servicio de Salud, dentro de los límites señalados en el inciso anterior, podrá disponer la reasignación de el o los cupos que queden sin asignarse, siempre que ésta se efectúe dentro de los grupos de plantas y no se exceda el número máximo fijado por el Ministerio de Salud para el conjunto de establecimientos de su dependencia.


La cuantía del beneficio establecido en este artículo corresponde al valor vigente al 30 de noviembre de 2006, y se reajustará en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público.


Artículo 4°. Establécese una bonificación mensual de $ 28.000, para el personal perteneciente a la planta de auxiliares, sea de planta o a contrata, de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005, del Ministerio de Salud, regido por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que teniendo licencia de enseñanza media y licencia de conducir tipo A2 o A3, cumpla funciones de conductor de ambulancia. 


Para tener derecho a esta bonificación, los funcionarios deberán estar asignados a prestar dichos servicios a través de resolución del director del Servicio de Salud correspondiente.


Esta bonificación se percibirá sólo mientras el funcionario se encuentre en funciones de conductor de ambulancia, manteniendo el derecho a percibirla durante los períodos de ausencia con goce de remuneraciones originados en permisos, licencias y feriado legal.


Para efecto de otorgar esta bonificación, el número total de cupos a nivel nacional será de 1.420, que el Ministerio de Salud distribuirá, por resolución, en cada uno de los Servicios de Salud.


Esta bonificación será imponible para fines de previsión y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración. La cuantía del beneficio establecido en este artículo corresponde al valor vigente al 30 de noviembre de 2006, y se reajustará en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público.


Artículo 5º.- Establécese una bonificación de disponibilidad para el personal de las plantas de profesionales y de técnicos, sea de planta o a contrata, del Instituto de Salud Pública de Chile, regido por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que labore efectivamente en puestos de trabajo que requieran disponibilidad fuera de la jornada ordinaria de trabajo, para la realización de funciones en los campos de la contaminación ambiental y de la salud ambiental, relacionadas con materias propias de emergencias sanitarias, bioterrorismo, marea roja u otras análogas.


Para tener derecho a esta bonificación, los funcionarios señalados en el inciso anterior deberán ser individualizados a través de resoluciones anuales del Director del Instituto de Salud Pública de Chile.


Esta bonificación se percibirá mientras el funcionario se encuentre en funciones en los puestos mencionados. A ella se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Esta bonificación ascenderá a un monto trimestral de $60.000.- para la planta de profesionales y de $30.000.- para la planta de técnicos. Se pagará en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a la bonificación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados.


La bonificación de disponibilidad será tributable e imponible para fines de previsión y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


Para efecto de la concesión de la bonificación de disponibilidad, el número total de cupos será de 8 para la planta de profesionales y 8 para la planta de técnicos.


Esta bonificación se reajustará, a contar de la publicación de la presente ley, en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público.”.


Artículo 6º.- Establécese, para el personal de planta y a contrata de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, mientras se encuentren en alguno de los grados señalados a continuación, una bonificación compensatoria, equivalente a los porcentajes que en cada caso se indican, aplicados sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185 y, cuando corresponda, la señalada en el artículo 2º de la ley Nº 19.699. Esta bonificación no se considerará como base de cálculo para ningún otro concepto remuneratorio:

	Planta
	Grado
	Porcentaje de bonificación compensatoria

	Profesionales
	18º
	11,5%

	
	19º
	23%

	Técnicos
	24º
	2%

	
	24º
	9,5%

	Administrativos
	25º
	11,5%

	
	26º
	8%

	Auxiliares
	27º
	10,5%

	
	28º
	11%


ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, en las subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que estén regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, así como a los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental, que al 31 de diciembre de 2006 tengan o cumplan sesenta o más años de edad, si son mujeres, y sesenta y cinco o más años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre del 2008 inclusive, tendrán derecho a percibir una bonificación por retiro voluntario equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos precedentemente señalados, con un máximo de nueve meses. La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al funcionario durante los 12 meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Las funcionarias tendrán derecho a un mes adicional de bonificación por retiro voluntario. 


El monto de esta bonificación se incrementará en un mes para aquellos funcionarios de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares o asimilados a ellas, cuyas remuneraciones imponibles determinadas de conformidad al inciso primero, sean inferiores a $ 400.000.- mensuales. En el caso de los funcionarios de la planta de profesionales o asimilados a ella, dicho incremento se otorgará a aquellos cuyas remuneraciones imponibles determinadas de conformidad al inciso primero sean inferiores a $ 613.000.-


Podrán acceder a esta bonificación un máximo de 3.000 beneficiarios, privilegiándose a aquellos de menores rentas y mayor edad. En caso de empate, tendrá preferencia el funcionario con más años de servicio. De persistir éste resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales. En el curso del primer año de aplicación podrán acceder al beneficio un máximo de 1.810 funcionarios. Los cupos que no fueran utilizados en el primer período de concesión del beneficio, serán acumulables para el período siguiente.


Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.


Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en este artículo, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará los calendarios de postulación y pago, los mecanismos para su otorgamiento y las demás disposiciones necesarias para la implementación de esta bonificación.


Artículo Segundo.-
Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias: 


1)
Fijar las plantas de personal de los Servicios de Salud y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ellas. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda; las fechas de vigencia de las plantas y del encasillamiento del personal, así como la determinación de la dotación máxima de personal. Sin perjuicio de lo anterior, determínase que los grados iniciales y superiores de las plantas que se fijen, serán los siguientes, respectivamente:


Planta de Directivos: Grados 17º y 2º.


Planta de Profesionales: Grados 17º y 5º.


Planta de Técnicos: Grados 23º y 12º.


Planta de Administrativos: Grados 23º y 13º.


Planta de Auxiliares: Grados 25º y 17º.


Con todo, los cargos del grado 17 de la planta de auxiliares sólo podrán proveerse a partir del año 2008.


Tratándose de la promoción de los cargos de la planta de técnicos, no será exigible el título de técnico de nivel superior respecto a los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, tengan veinte o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico o de Auxiliar de Enfermería, de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicios precedentemente referidos se considerarán tanto los años en calidad de titular como a contrata.


2)
Incrementar, en el conjunto de las plantas de personal de los Servicios de Salud, entre los años 2007 y 2010, un total de 3.288 cargos. Éstos se distribuirán de manera gradual en cada una de las respectivas plantas, con los números máximos que a continuación se indican:

	Planta
	Número máximo de cargos a crear

	Profesionales
	2.127

	Técnicos
	230

	Administrativos
	826

	Auxiliares
	105



Artículo Tercero.- El encasillamiento de personal de los Servicios de Salud se efectuará dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación de él o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de dichos servicios respecto de los funcionarios en servicio a la fecha de publicación de los referidos decretos con fuerza de ley. Dicho encasillamiento se regirá por las normas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sin perjuicio de las reglas especiales que a continuación se indican para las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares: 


a)
Los funcionarios titulares se encasillarán de acuerdo al escalafón de mérito para el ascenso a que se refiere el artículo 102 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, vigente a la fecha de publicación de el o de los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de personal.


b)
Una vez encasillado el personal titular, los funcionarios a contrata asimilados a las referidas plantas y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad al menos durante cinco años anteriores a la fecha de publicación de los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas y que cumplan los requisitos respectivos se encasillarán en los cargos que queden vacantes, siempre que sean del mismo grado al que se encuentran asimilados, conforme a sus calificaciones. Con todo, aquellos funcionarios que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en los últimos 36 meses anteriores al encasillamiento, sólo podrán ser encasillados en el grado que detentaban con anterioridad a dicho mejoramiento, con excepción de aquellos que se origen por aplicación del nuevo grado de inicio que la presente ley determina para su respectiva planta.


Si una vez encasillado el personal conforme a las reglas del inciso anterior quedaran aún vacantes, estas se proveerán mediante concurso interno, en el que podrán participar todos los funcionarios del respectivo Servicio de Salud sean de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad durante, a lo menos, 5 años anteriores a la publicación de los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas y que cumplan los requisitos respectivos. La provisión de estos cargos se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director del Servicio de Salud respectivo.


El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:


- No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


-No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales. 


-Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


-Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y trienios que estuvieren percibiendo; asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.


Artículo cuarto.- La provisión de los cargos que se crearán entre los años 2008 y 2010, se efectuará mediante concurso interno, en el que podrán participar todos los funcionarios del respectivo Servicio de Salud sean de planta o a contrata, siempre que se hayan desempeñado en esta última calidad durante, a lo menos, 3 años anteriores a la publicación de los decretos con fuerza de ley que fijan las nuevas plantas y siempre que cumplan los requisitos respectivos y se resguarde la carrera funcionaria. La provisión de estos cargos se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director del Servicio de Salud respectivo.


Con todo, tratándose de la provisión de los cargos que se creen en la planta de técnicos, no será exigible el título de técnico de nivel superior respecto a los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, tengan veinte o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico o de Auxiliar de Enfermería, de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicios precedentemente referidos se considerarán tanto los años en calidad de titular como a contrata. Igual norma se aplicará respecto al encasillamiento en dicha planta a que se refiere el artículo anterior.


El mayor gasto que se pueda derivar de lo dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorios, no podrá exceder de las cantidades que se indican: $5.692.086 miles en el año 2007; $ 12.105.609 miles en el año 2008; $ 17.797.695 miles en el año 2009, y $ 23.187.949 miles en el año 2010.


Artículo Quinto.- Concédese, por única vez, un bono no imponible ni tributable de $ 67.500.- al personal perteneciente a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, sea de planta o a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud y regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñe en unidades de apoyo en días sábado, domingo y festivos, sin derecho a percibir asignación de turno. El pago del bono se efectuará en una sola cuota en el mes de diciembre de 2006 o en el mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, si esta fuere posterior a dicha data, y será percibido por aquellos funcionarios que presten servicios en las unidades de trabajo mencionadas a lo menos a contar del mes de mayo de 2005 y que además se encuentren en servicio a la fecha del pago.


Este bono se concederá a un máximo de 2.500 funcionarios. El Ministerio de Salud, por resolución, asignará el cupo máximo de funcionarios beneficiarios en cada uno de los Servicios de Salud y determinará en ella los criterios para tal efecto.


Artículo Sexto.- Otórgase un bono, por única vez, al personal perteneciente a la planta directivos de carrera ubicados entre los grados 10º y 5º, ambos inclusive, de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973. Este bono no será imponible ni tributable y se pagará, en una sola cuota, en el mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, al personal en servicio a la fecha del pago. El monto del bono será de $70.000.-.


Artículo Séptimo.- Los porcentajes correspondientes a los componentes de la asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo establecidos en el artículo 1° letra a) de la presente ley, se otorgarán conforme al siguiente cronograma:


1) Para los funcionarios de la planta de técnicos:


Año 2007: 
Componente Fijo……………….7,5%




Componente Variable, hasta…….……6%


Año 2008:
Componente Fijo……………….9,5%




Componente Variable, hasta               6,5%


Año 2009:
Componente Fijo……………….9,75%




Componente Variable, hasta               8,75%


Año 2010:
Componente Fijo……………….10%




Componente Variable, hasta               11%


2) Para los funcionarios de las plantas de administrativos y auxiliares:


Año 2007:
Componente Fijo……….
7,5%




Componente Variable, hasta 
6,25%


Año 2008:
Componente Fijo……….
9,5%




Componente Variable, hasta 
7%


Año 2009:
Componente Fijo………..
10%




Componente Variable, hasta 
9,25%


Año 2010:
Componente Fijo…………
10,5%




Componente Variable, hasta       11,5%


Artículo Octavo.- Los porcentajes correspondientes a los componentes de la asignación de acreditación individual y estímulo al desempeño colectivo a que se refiere la modificación introducida por el artículo 1° letra b) de esta ley, se otorgarán conforme al siguiente cronograma:


Año 2007: 


Acreditación Individual:

	- Hasta 3 años de servicio
	3.25%



	- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio


	5.25%



	- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio


	5,75%

	Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
	6%



Año 2008:


Acreditación Individual:

	- Hasta 3 años de servicio


	3.5%

	- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio


	5.5%

	- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio


	6%

	Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta


	6,5%



Año 2009:


Acreditación Individual:

	- Hasta 3 años de servicio 
	3.75%

	
	

	- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio


	5.75%



	- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio


	6.25%

	Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
	7%



Año 2010:


Acreditación Individual:

	- Hasta 3 años de servicio
	4%



	- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio


	6%

	- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio


	6,5%

	Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
	7,5%





Los funcionarios a quienes se dio por aprobado el proceso de acreditación, en virtud de lo dispuesto en el  inciso segundo del artículo tercero transitorio de la ley Nº 19.937, tendrán derecho a los porcentajes precedentes de conformidad a la progresión indicada, sin necesidad de sujetarse al referido  proceso.


Artículo Noveno.- Los porcentajes correspondientes a la bonificación por desempeño institucional a que se refiere la modificación del artículo 2° de esta ley, se otorgarán, respectivamente, conforme al siguiente cronograma:


1) Para los funcionarios de la planta de profesionales y de directivos de carrera entre los grados 11 y 17, ambos inclusive:


Año 2007:
De hasta un

16,25%


Año 2008:
De hasta un 

17%


Año 2009:
De hasta un 

17,75%


Año 2010:
De hasta un 

18,5%


2) Para los funcionarios de la planta de técnicos:


Año 2007:
De hasta un

18% 


Año 2008:
De hasta un 

20,5%


Año 2009:
De hasta un 

23%


Año 2010:
De hasta un 

25,5%


3) Para los funcionarios de las plantas de administrativos y de auxiliares: 


Año 2007:
De hasta un

18,25%


Año 2008:
De hasta un 

21%


Año 2009:
De hasta un 

23,75%


Año 2010:
De hasta un 

26,5%


Artículo Décimo.- Lo dispuesto en los artículos 1°, 2°, 3° y 4° de la presente ley comenzarán a regir a contar del 1° de enero de 2007, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 7°, 8° y 9° precedentes.


Para el año 2007, el Ministerio de Salud mediante una resolución, visada por el Ministro de Hacienda, fijará para cada Servicio de Salud, el número máximo de beneficiarios y los recursos que se pueden destinar para el pago de la asignación de responsabilidad de conformidad a los montos que se fijan en el literal c) del artículo 1° de la presente ley.


Artículo Undécimo.- Los cargos de Directivos de Carrera grados 11° al 17°, ambos inclusive, que queden vacantes, por cualquier causa, después de efectuado el proceso de encasillamiento que ordena el artículo tercero transitorio, pasarán a integrar, por el solo ministerio de la ley, la planta de profesionales con el mismo grado que tenían en la planta de directivos. En consecuencia, tanto las creaciones en la planta de profesionales como las supresiones en la planta de directivos regirán desde la fecha en que se produjo la vacancia en esta última.


Sin perjuicio de lo anterior, los profesionales que, a la fecha de vigencia de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo segundo transitorio de esta ley, sirvan, en calidad de titular, cargos de Directivos de Carrera entre los grados 11° y 17°, ambos inclusive, podrán ejercer, dentro del plazo de 90 días contados desde la fecha antes señalada, la opción de traspasarse a la planta de profesionales, caso en el cual lo harán en las mismas condiciones que las señaladas en el inciso anterior. En todo caso, si hubiere diferencia de remuneraciones, estas se pagarán mediante planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


Lo dispuesto en los incisos anteriores se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Redes Asistenciales visada por la Dirección de Presupuestos.


La provisión de los cargos que se creen en la planta de profesionales por aplicación de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, se efectuará conforme a lo dispuesto en el artículo 103 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud o en el artículo 17 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.


Artículo Duodécimo.- Los cargos de Directivos de Carrera entre los grados 6° al 10°, ambos inclusive, que se encuentren vacantes, al 1° de enero de 2010, estarán sujetos a lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior.


Los profesionales que, al 1 de enero de 2008, sirvan, en calidad de titulares, cargos de directivos de carrera entre los grados 6º y 10º, ambos inclusive, en los Servicios de Salud, podrán ejercer la opción a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior. Dicha opción se podrá ejercer a más tardar hasta el 31 de diciembre de 2008. La misma opción podrán ejercerla los profesionales que sirvan cargos de los señalados en la Dirección de los Servicios de Salud.


Lo dispuesto en los incisos anteriores se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Redes Asistenciales visada por la Dirección de Presupuestos.


La provisión de los cargos que se creen por aplicación de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo en la planta de profesionales, se efectuará conforme a lo dispuesto en el artículo 103 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud o en el artículo 17 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.


Artículo Décimo Tercero.- Los funcionarios a que se refiere el artículo 4º de esta ley que, a la fecha de su publicación, carezcan de licencia de enseñanza media y se encuentren cumpliendo funciones de conductor de ambulancia, tendrán derecho a la bonificación mensual en la medida que accedan a uno de los cupos a que se refiere el inciso cuarto del artículo precedentemente señalado.”.


Artículo Décimo Cuarto.- Los porcentajes correspondientes a los componentes de la asignación especial establecidos en el numeral 2 del artículo 2° de la presente ley, se otorgarán conforme al siguiente cronograma:


1) Para los funcionarios de la planta de técnicos, administrativos y auxiliares:


Año 2008:
 Componente Base
         6%



      
Componente Variable, hasta
         8,5%


Año 2009: 
Componente Base

         6%




Componente Variable, hasta
         9%


Año 2010:
Componente Base

……..6%




Componente Variable, hasta 
         10%


2) Para los funcionarios de las plantas de profesionales y directivos:


Año 2008:
Componente Base

        2%




Componente Variable, hasta            12,5%


Año 2009:
Componente Base

        2%




Componente Variable, hasta 
        13%


Año 2010:
Componente Base

         2%




Componente Variable, hasta
         14%


Durante el año 2008, el componente variable se pagará en relación al cumplimiento de metas que se definan para el último trimestre del año 2007. Para estos efectos, el jefe superior de la institución definirá los equipos, unidades o áreas de trabajo y sus metas e indicadores, en el curso del mes anterior a dicho trimestre, en el que también deberán suscribirse los respectivos convenios de desempeño entre cada equipo, unidad o área de trabajo y el jefe superior.


Artículo Décimo Quinto.- Interprétase que la restricción de los grados 11º al 17º que establece el artículo 36 de la ley 20.143, se refiere sólo a la planta de directivos de carrera; y declárase como bien pagado a todos los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales o asimilados a ella, el bono que ese artículo establece.


Artículo Décimo Sexto.- A contar del 1° de enero del año 2008 no se aplicará el artículo 3° de la ley Nº 19.490 al personal de planta y a contrata de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud.


Facúltase al Presidente de la República para que mediante un decreto con fuerza de ley expedido por el Ministerio de Salud y suscrito también por el Ministro de Hacienda, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.490.


Artículo Décimo Séptimo.- Los funcionarios a que se refiere el artículo 3º de la ley Nº 20.157 que, a la fecha de publicación de la referida ley carezcan de licencia de enseñanza media y se encuentren cumpliendo funciones de conductor de vehículos que transporten pacientes y equipos de salud fuera de los respectivos establecimientos, tendrán derecho a la bonificación mensual que el referido artículo establece en la medida que tengan asignada dicha función mediante resolución del Director de la respectiva entidad administradora municipal.


Artículo Décimo Octavo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 12 de junio de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavin (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Carlos Ignacio Kuschel Silva, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Carlos Ominami Pascual.


Sala de la Comisión, a 13 de junio de 2007.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,
Abogado Secretario de la Comisión
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INCIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE ENMIENDA EL DFL. Nº 1, DE 2005, DE SALUD, Y LA LEY Nº 19.490; DELEGA FACULTADES PARA FIJAR Y MODIFICAR LAS PLANTAS DEL PERSONAL QUE INDICA, Y CONCEDE OTROS BENEFICIOS PARA EL PERSONAL DE LOS SERVICIOS DE SALUD

(4545-11)

Honorable Senado:



Certifico que en el día de hoy sesionó la Comisión de Hacienda, para tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud; la ley N° 19.490; delega facultades para fijar y modificar las plantas de personal que indica, y concede otros beneficios para el personal de los servicios de salud. (BOLETÍN Nº 4.545-11.)
Normas de Quórum


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Salud.

Sometido a votación en particular el proyecto, fue aprobado en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Salud, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Gazmuri.

- - -


El informe financiero, de fecha 18 de abril de 2007, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señala que el “mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2007, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuestos en la parte del gasto que no se pudiera financiar con esos recursos.”.


El mayor gasto fiscal que representa la aplicación del proyecto de ley entre los años 2007 y 2010, es conforme al Informe Financiero el siguiente:
	Miles de $

	
	2007
	2008
	2009
	2010

	Gastos Permanentes

(I)

(II)

Gastos por Unica Vez

(III)

(IV)


	11.363.307
5.671.221

5.692.086

8.331.602

236.950

8.095.652


	22.687.412
10.581.803

12.105.609

4.711.298

4.711.298

	33.290.081
15.492.386

17.797.695

	43.590.917
20.402.968

23.187.949


	TOTAL
	19.694.909
	27.398.710
	33.290.081
	43.590.917


- - -


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos en que fue aprobado por la Comisión de Salud:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°. Introdúcense en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, las siguientes modificaciones:


a) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 84, por el siguiente:



“El componente base ascenderá, para el personal de la planta de técnicos o asimilado a ella, al 10% aplicado sobre la base señalada en el inciso primero y, para el personal de la planta de administrativos y auxiliares o asimilados a ellas, al 10,5% aplicado sobre la misma base de cálculo. El componente variable será, para el personal de la planta de técnicos o asimilado a ella, de 11% sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en las entidades que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 5,5% para aquellos funcionarios de las entidades que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas. El componente variable será, para el personal de la planta de administrativos y auxiliares o asimilados a ellas, de 11,5% sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en las entidades que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 5,75% para aquellos funcionarios de las entidades que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.”.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 87, los porcentajes que se indican por los siguientes, en el mismo orden en que aparecen en el texto:“5,5%” por “6,5%”; “5,5%” por “7,5%”, y “2,75%” por “3,75%”.


c) Sustitúyese la tabla del numeral 3 del artículo 88, por la siguiente:

	Hasta 3 años
	4%

	Más de 3 años y hasta 6 años
	6%

	Más de 6 años y hasta 9 años
	6,5%



d) En el artículo 100, introdúcense las siguientes modificaciones:


- Sustitúyese en el inciso primero, la expresión “será de 1.259, con un costo anual máximo de $515 millones.” por la siguiente: “será de 2.499, con un costo anual máximo de $1.344.- millones.”.


- Sustitúyese en el inciso segundo, la tabla existente por la siguiente:

	Tipo de establecimiento
	Cupos máximos por establecimiento
	Monto anual por persona

	Hospital Alta Complejidad


	20
	$700.092.-

	Hospital Media Complejidad
	14
	$532.600.-

	Hospital Baja Complejidad
	8
	$339.200.-

	Centro de Diagnóstico Terapéutico (CDT) y Centro de Referencia de Salud (CRS)
	6
	$339.200.-

	Consultorio General Urbano y Rural
	4
	$339.200.-



- Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.), la siguiente oración:


“Con todo, el Director del Servicio de Salud, dentro de los límites señalados en el inciso anterior, podrá disponer la reasignación de el o los cupos que queden sin asignarse, siempre que ésta se efectúe dentro del mismo tipo de establecimiento.”.


- Sustitúyese en el inciso tercero, el guarismo “2002” por “2006”.


Artículo 2º.- Introdúcense en la  ley N°19.490 las siguientes modificaciones: 


1. Agrégase en el inciso cuarto del artículo cuarto, a continuación del guarismo “15,5%” y antes del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente oración: “para los directivos de grado 10 y superiores; hasta el 18,5% para los funcionarios de la planta de profesionales y de la planta de directivos de carrera ubicados entre los grados 11 y 17, ambos inclusive; hasta el 25,5% para los funcionarios de la planta de técnicos; y hasta el 26,5% para los funcionarios de las plantas de administrativos y auxiliares.”.


2. Agrégase el siguiente artículo 5°, nuevo:


“Artículo 5°.- Establécese, a contar del 1° de enero de 2008, para el personal de planta y a contrata de las subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regido por la ley N° 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1973, una asignación especial, que contendrá un componente base y otro variable asociado al grado de cumplimiento de las metas anuales fijadas para cada equipo, unidad o área de trabajo.


Corresponderá esta asignación al personal que haya prestado servicios en equipos, unidades o áreas de trabajo de alguna de las entidades señaladas en el inciso anterior sin solución de continuidad, durante todo el año objeto de la evaluación del cumplimiento de metas fijadas, y que se encuentre, además, en servicio al momento del pago de la respectiva cuota de la asignación.


La asignación se calculará sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185, la asignación de responsabilidad superior establecida en el decreto ley Nº 1.770, de 1997  y,  cuando  corresponda, la señalada en el artículo 2º de la ley Nº 19.699.


Para los funcionarios de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, el componente base ascenderá al 6% aplicado sobre la base señalada en el inciso anterior. El componente variable será de hasta 10%, sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en los equipos, unidades o áreas de trabajo que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 5% para aquellos funcionarios de los equipos, unidades o áreas de trabajo que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.


Para los funcionarios de las plantas de profesionales y directivos, el componente base ascenderá al 2% aplicado sobre la base de cálculo señalada en el inciso tercero. El componente variable será de hasta 14%, sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en los equipos, unidades o áreas de trabajo que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 7% para aquellos funcionarios de los equipos, unidades o áreas de trabajo que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.


Para el otorgamiento del componente variable se seguirá el siguiente procedimiento:


a) El jefe superior de cada institución definirá anualmente los equipos, unidades o áreas de trabajo, teniendo en consideración parámetros funcionales o territoriales, o la combinación de ambos. El parámetro territorial podrá establecerse a nivel nacional, regional o provincial. Cada equipo, unidad o área de trabajo deberá desarrollar tareas relevantes para la misión institucional, generar información para la medición de los indicadores y estar a cargo de un funcionario responsable de la dirección del cumplimiento de las metas;


b) El jefe superior de cada institución definirá para los equipos, unidades o áreas de trabajo, metas de gestión pertinentes y relevantes y objetivos que efectivamente contribuyan a mejorar el desempeño institucional, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación;


c) Las metas y sus indicadores deberán estar vinculados a las definiciones de misión institucional, objetivos estratégicos y productos relevantes de cada institución y quedarán establecidas, junto con los equipos, unidades o áreas, en un convenio de desempeño que en el último trimestre de cada año deberán suscribir las respectivas jefaturas con el jefe superior de la institución;


d) El proceso de fijación de las metas por equipo, unidad o área de trabajo y la fase de evaluación del cumplimiento de las metas fijadas, deberá considerar mecanismos de consulta e información a las asociaciones de funcionarios de la respectiva institución, según lo determine el Reglamento;


e) El cumplimiento de las metas será verificado por la unidad de auditoría interna de cada institución o por aquella que cumpla tales funciones;


f) Los actos administrativos que sean necesarios para la aplicación de este componente, se formalizarán mediante resolución del subsecretario respectivo o del jefe superior de la institución, según corresponda, y


g) Los funcionarios que integren los equipos, unidades o áreas de trabajo que hayan alcanzado un nivel de cumplimiento de sus metas del 90% o más, incrementarán esta bonificación en hasta un máximo de 2% adicional, aplicado sobre el porcentaje asignado al componente variable, calculado sobre la base señalada en el inciso tercero, con aquellos recursos que pudieren quedar como excedentes en la institución como consecuencia de que otros equipos, unidades o áreas de trabajo no obtengan dicho nivel de cumplimiento.


Los jefes superiores de cada institución tendrán derecho a percibir esta asignación en un monto equivalente a un 7,5% aplicado sobre la base de cálculo señalada en el inciso tercero de este artículo. Para las autoridades de gobierno dicho porcentaje será de un 5% sobre igual base de cálculo.


Un reglamento del Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá los mecanismos de control y evaluación de las metas anuales de gestión por equipo, unidad o área de trabajo; la forma de distribuir los recursos excedentes entre los grupos, unidades o áreas que hayan sobrepasado el nivel señalado en la letra g); la forma de medir y ponderar los respectivos indicadores; la manera de determinar los porcentajes de este incentivo; la forma de determinarlo respecto de los funcionarios que cambian de equipo, unidad, área de trabajo o institución; los procedimientos y calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas anuales; los mecanismos de participación de los funcionarios y sus asociaciones, y toda otra norma necesaria para el otorgamiento de este componente.


La asignación especial se pagará en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto por pagar en cada cuota será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual de los porcentajes establecidos precedentemente.


Esta asignación tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


A ella se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 3°. Establécese una bonificación de disponibilidad para el personal de las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, sea de planta o a contrata, regido por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que labore efectivamente en puestos de trabajo que requieran disponibilidad fuera de la jornada ordinaria de trabajo en establecimientos de salud que, al 21 de abril de 2005, tenían la calificación de hospitales tipo 4 y que en la actualidad tienen la calificación de establecimiento de baja complejidad, o que se creen con esta calidad, en tanto mantengan la referida condición.


Para tener derecho a esta bonificación, los funcionarios señalados en el inciso anterior deberán ser individualizados a través de resoluciones anuales del director del Servicio de Salud correspondiente.


Esta bonificación se percibirá mientras el funcionario se encuentre en funciones en los puestos mencionados. A ella se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Esta bonificación ascenderá a un monto trimestral de $ 60.000.- para la planta de profesionales y de $ 30.000.- para la planta de técnicos, administrativos y auxiliares. Se pagará en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a la bonificación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados.


La bonificación de disponibilidad será imponible para fines de previsión y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad. 


Para efecto de la concesión de la bonificación de disponibilidad, el número total de cupos a nivel nacional será de 505 para la planta de profesionales y 303 para el conjunto de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. El cupo máximo por establecimiento de salud será de 5 tratándose de la planta de profesionales y de 3 para el conjunto de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. El Ministerio de Salud, por resolución, distribuirá el cupo máximo de funcionarios beneficiarios en cada uno de los Servicios de Salud.


Con todo, el Director del Servicio de Salud, dentro de los límites señalados en el inciso anterior, podrá disponer la reasignación de el o los cupos que queden sin asignarse, siempre que ésta se efectúe dentro de los grupos de plantas y no se exceda el número máximo fijado por el Ministerio de Salud para el conjunto de establecimientos de su dependencia.


La cuantía del beneficio establecido en este artículo corresponde al valor vigente al 30 de noviembre de 2006, y se reajustará en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público.


Artículo 4°. Establécese una bonificación mensual de $ 28.000, para el personal perteneciente a la planta de auxiliares, sea de planta o a contrata, de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005, del Ministerio de Salud, regido por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que teniendo licencia de enseñanza media y licencia de conducir tipo A2 o A3, cumpla funciones de conductor de ambulancia. 


Para tener derecho a esta bonificación, los funcionarios deberán estar asignados a prestar dichos servicios a través de resolución del director del Servicio de Salud correspondiente.


Esta bonificación se percibirá sólo mientras el funcionario se encuentre en funciones de conductor de ambulancia, manteniendo el derecho a percibirla durante los períodos de ausencia con goce de remuneraciones originados en permisos, licencias y feriado legal.


Para efecto de otorgar esta bonificación, el número total de cupos a nivel nacional será de 1.420, que el Ministerio de Salud distribuirá, por resolución, en cada uno de los Servicios de Salud.


Esta bonificación será imponible para fines de previsión y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración. La cuantía del beneficio establecido en este artículo corresponde al valor vigente al 30 de noviembre de 2006, y se reajustará en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público.


Artículo 5º.- Establécese una bonificación de disponibilidad para el personal de las plantas de profesionales y de técnicos, sea de planta o a contrata, del Instituto de Salud Pública de Chile, regido por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que labore efectivamente en puestos de trabajo que requieran disponibilidad fuera de la jornada ordinaria de trabajo, para la realización de funciones en los campos de la contaminación ambiental y de la salud ambiental, relacionadas con materias propias de emergencias sanitarias, bioterrorismo, marea roja u otras análogas.


Para tener derecho a esta bonificación, los funcionarios señalados en el inciso anterior deberán ser individualizados a través de resoluciones anuales del Director del Instituto de Salud Pública de Chile.


Esta bonificación se percibirá mientras el funcionario se encuentre en funciones en los puestos mencionados. A ella se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Esta bonificación ascenderá a un monto trimestral de $60.000.- para la planta de profesionales y de $30.000.- para la planta de técnicos. Se pagará en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a la bonificación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados.


La bonificación de disponibilidad será tributable e imponible para fines de previsión y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


Para efecto de la concesión de la bonificación de disponibilidad, el número total de cupos será de 8 para la planta de profesionales y 8 para la planta de técnicos.


Esta bonificación se reajustará, a contar de la publicación de la presente ley, en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público.”.


Artículo 6º.- Establécese, para el personal de planta y a contrata de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, mientras se encuentren en alguno de los grados señalados a continuación, una bonificación compensatoria, equivalente a los porcentajes que en cada caso se indican, aplicados sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185 y, cuando corresponda, la señalada en el artículo 2º de la ley Nº 19.699. Esta bonificación no se considerará como base de cálculo para ningún otro concepto remuneratorio:

	Planta
	Grado
	Porcentaje de bonificación compensatoria

	Profesionales
	18º
	11,5%

	
	19º
	23%

	Técnicos
	24º
	2%

	
	24º
	9,5%

	Administrativos
	25º
	11,5%

	
	26º
	8%

	Auxiliares
	27º
	10,5%

	
	28º
	11%


ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, en las subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que estén regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, así como a los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental, que al 31 de diciembre de 2006 tengan o cumplan sesenta o más años de edad, si son mujeres, y sesenta y cinco o más años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre del 2008 inclusive, tendrán derecho a percibir una bonificación por retiro voluntario equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos precedentemente señalados, con un máximo de nueve meses. La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al funcionario durante los 12 meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Las funcionarias tendrán derecho a un mes adicional de bonificación por retiro voluntario. 


El monto de esta bonificación se incrementará en un mes para aquellos funcionarios de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares o asimilados a ellas, cuyas remuneraciones imponibles determinadas de conformidad al inciso primero, sean inferiores a $ 400.000.- mensuales. En el caso de los funcionarios de la planta de profesionales o asimilados a ella, dicho incremento se otorgará a aquellos cuyas remuneraciones imponibles determinadas de conformidad al inciso primero sean inferiores a $ 613.000.-


Podrán acceder a esta bonificación un máximo de 3.000 beneficiarios, privilegiándose a aquellos de menores rentas y mayor edad. En caso de empate, tendrá preferencia el funcionario con más años de servicio. De persistir éste resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales. En el curso del primer año de aplicación podrán acceder al beneficio un máximo de 1.810 funcionarios. Los cupos que no fueran utilizados en el primer período de concesión del beneficio, serán acumulables para el período siguiente.


Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.


Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en este artículo, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará los calendarios de postulación y pago, los mecanismos para su otorgamiento y las demás disposiciones necesarias para la implementación de esta bonificación.


Artículo Segundo.-
Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias: 


1)
Fijar las plantas de personal de los Servicios de Salud y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ellas. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda; las fechas de vigencia de las plantas y del encasillamiento del personal, así como la determinación de la dotación máxima de personal. Sin perjuicio de lo anterior, determínase que los grados iniciales y superiores de las plantas que se fijen, serán los siguientes, respectivamente:


Planta de Directivos: Grados 17º y 2º.


Planta de Profesionales: Grados 17º y 5º.


Planta de Técnicos: Grados 23º y 12º.


Planta de Administrativos: Grados 23º y 13º.


Planta de Auxiliares: Grados 25º y 17º.


Con todo, los cargos del grado 17 de la planta de auxiliares sólo podrán proveerse a partir del año 2008.


Tratándose de la promoción de los cargos de la planta de técnicos, no será exigible el título de técnico de nivel superior respecto a los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, tengan veinte o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico o de Auxiliar de Enfermería, de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicios precedentemente referidos se considerarán tanto los años en calidad de titular como a contrata.


2)
Incrementar, en el conjunto de las plantas de personal de los Servicios de Salud, entre los años 2007 y 2010, un total de 3.288 cargos. Éstos se distribuirán de manera gradual en cada una de las respectivas plantas, con los números máximos que a continuación se indican:

	Planta
	Número máximo de cargos a crear

	Profesionales
	2.127

	Técnicos
	230

	Administrativos
	826

	Auxiliares
	105



Artículo Tercero.- El encasillamiento de personal de los Servicios de Salud se efectuará dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación de él o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de dichos servicios respecto de los funcionarios en servicio a la fecha de publicación de los referidos decretos con fuerza de ley. Dicho encasillamiento se regirá por las normas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sin perjuicio de las reglas especiales que a continuación se indican para las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares: 


a)
Los funcionarios titulares se encasillarán de acuerdo al escalafón de mérito para el ascenso a que se refiere el artículo 102 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, vigente a la fecha de publicación de el o de los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de personal.


b)
Una vez encasillado el personal titular, los funcionarios a contrata asimilados a las referidas plantas y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad al menos durante cinco años anteriores a la fecha de publicación de los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas y que cumplan los requisitos respectivos se encasillarán en los cargos que queden vacantes, siempre que sean del mismo grado al que se encuentran asimilados, conforme a sus calificaciones. Con todo, aquellos funcionarios que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en los últimos 36 meses anteriores al encasillamiento, sólo podrán ser encasillados en el grado que detentaban con anterioridad a dicho mejoramiento, con excepción de aquellos que se origen por aplicación del nuevo grado de inicio que la presente ley determina para su respectiva planta.


Si una vez encasillado el personal conforme a las reglas del inciso anterior quedaran aún vacantes, estas se proveerán mediante concurso interno, en el que podrán participar todos los funcionarios del respectivo Servicio de Salud sean de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad durante, a lo menos, 5 años anteriores a la publicación de los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas y que cumplan los requisitos respectivos. La provisión de estos cargos se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director del Servicio de Salud respectivo.


El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:


- No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


-No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales. 


-Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


-Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y trienios que estuvieren percibiendo; asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.


Artículo cuarto.- La provisión de los cargos que se crearán entre los años 2008 y 2010, se efectuará mediante concurso interno, en el que podrán participar todos los funcionarios del respectivo Servicio de Salud sean de planta o a contrata, siempre que se hayan desempeñado en esta última calidad durante, a lo menos, 3 años anteriores a la publicación de los decretos con fuerza de ley que fijan las nuevas plantas y siempre que cumplan los requisitos respectivos y se resguarde la carrera funcionaria. La provisión de estos cargos se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director del Servicio de Salud respectivo.


Con todo, tratándose de la provisión de los cargos que se creen en la planta de técnicos, no será exigible el título de técnico de nivel superior respecto a los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, tengan veinte o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico o de Auxiliar de Enfermería, de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicios precedentemente referidos se considerarán tanto los años en calidad de titular como a contrata. Igual norma se aplicará respecto al encasillamiento en dicha planta a que se refiere el artículo anterior.


El mayor gasto que se pueda derivar de lo dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorios, no podrá exceder de las cantidades que se indican: $5.692.086 miles en el año 2007; $ 12.105.609 miles en el año 2008; $ 17.797.695 miles en el año 2009, y $ 23.187.949 miles en el año 2010.


Artículo Quinto.- Concédese, por única vez, un bono no imponible ni tributable de $ 67.500.- al personal perteneciente a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, sea de planta o a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud y regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñe en unidades de apoyo en días sábado, domingo y festivos, sin derecho a percibir asignación de turno. El pago del bono se efectuará en una sola cuota en el mes de diciembre de 2006 o en el mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, si esta fuere posterior a dicha data, y será percibido por aquellos funcionarios que presten servicios en las unidades de trabajo mencionadas a lo menos a contar del mes de mayo de 2005 y que además se encuentren en servicio a la fecha del pago.


Este bono se concederá a un máximo de 2.500 funcionarios. El Ministerio de Salud, por resolución, asignará el cupo máximo de funcionarios beneficiarios en cada uno de los Servicios de Salud y determinará en ella los criterios para tal efecto.


Artículo Sexto.- Otórgase un bono, por única vez, al personal perteneciente a la planta directivos de carrera ubicados entre los grados 10º y 5º, ambos inclusive, de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº 249, de 1973. Este bono no será imponible ni tributable y se pagará, en una sola cuota, en el mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, al personal en servicio a la fecha del pago. El monto del bono será de $70.000.-.


Artículo Séptimo.- Los porcentajes correspondientes a los componentes de la asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo establecidos en el artículo 1° letra a) de la presente ley, se otorgarán conforme al siguiente cronograma:


1) Para los funcionarios de la planta de técnicos:


Año 2007: 
Componente Fijo……………….7,5%




Componente Variable, hasta…….……6%


Año 2008:
Componente Fijo……………….9,5%




Componente Variable, hasta               6,5%


Año 2009:
Componente Fijo……………….9,75%




Componente Variable, hasta               8,75%


Año 2010:
Componente Fijo……………….10%




Componente Variable, hasta               11%


2) Para los funcionarios de las plantas de administrativos y auxiliares:


Año 2007:
Componente Fijo……….
7,5%




Componente Variable, hasta 
6,25%


Año 2008:
Componente Fijo……….
9,5%




Componente Variable, hasta 
7%


Año 2009:
Componente Fijo………..
10%




Componente Variable, hasta 
9,25%


Año 2010:
Componente Fijo…………
10,5%




Componente Variable, hasta       11,5%


Artículo Octavo.- Los porcentajes correspondientes a los componentes de la asignación de acreditación individual y estímulo al desempeño colectivo a que se refiere la modificación introducida por el artículo 1° letra b) de esta ley, se otorgarán conforme al siguiente cronograma:


Año 2007: 


Acreditación Individual:

	- Hasta 3 años de servicio
	3.25%



	- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio


	5.25%



	- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio


	5,75%

	Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
	6%



Año 2008:


Acreditación Individual:

	- Hasta 3 años de servicio


	3.5%

	- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio


	5.5%

	- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio


	6%

	Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta


	6,5%



Año 2009:


Acreditación Individual:

	- Hasta 3 años de servicio 
	3.75%

	
	

	- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio


	5.75%



	- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio


	6.25%

	Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
	7%



Año 2010:


Acreditación Individual:

	- Hasta 3 años de servicio
	4%



	- Más de 3 años y hasta 6 años de servicio


	6%

	- Más de 6 años y hasta 9 años de servicio


	6,5%

	Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
	7,5%





Los funcionarios a quienes se dio por aprobado el proceso de acreditación, en virtud de lo dispuesto en el  inciso segundo del artículo tercero transitorio de la ley Nº 19.937, tendrán derecho a los porcentajes precedentes de conformidad a la progresión indicada, sin necesidad de sujetarse al referido  proceso.


Artículo Noveno.- Los porcentajes correspondientes a la bonificación por desempeño institucional a que se refiere la modificación del artículo 2° de esta ley, se otorgarán, respectivamente, conforme al siguiente cronograma:


1) Para los funcionarios de la planta de profesionales y de directivos de carrera entre los grados 11 y 17, ambos inclusive:


Año 2007:
De hasta un

16,25%


Año 2008:
De hasta un 

17%


Año 2009:
De hasta un 

17,75%


Año 2010:
De hasta un 

18,5%


2) Para los funcionarios de la planta de técnicos:


Año 2007:
De hasta un

18% 


Año 2008:
De hasta un 

20,5%


Año 2009:
De hasta un 

23%


Año 2010:
De hasta un 

25,5%


3) Para los funcionarios de las plantas de administrativos y de auxiliares: 


Año 2007:
De hasta un

18,25%


Año 2008:
De hasta un 

21%


Año 2009:
De hasta un 

23,75%


Año 2010:
De hasta un 

26,5%


Artículo Décimo.- Lo dispuesto en los artículos 1°, 2°, 3° y 4° de la presente ley comenzarán a regir a contar del 1° de enero de 2007, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 7°, 8° y 9° precedentes.


Para el año 2007, el Ministerio de Salud mediante una resolución, visada por el Ministro de Hacienda, fijará para cada Servicio de Salud, el número máximo de beneficiarios y los recursos que se pueden destinar para el pago de la asignación de responsabilidad de conformidad a los montos que se fijan en el literal c) del artículo 1° de la presente ley.


Artículo Undécimo.- Los cargos de Directivos de Carrera grados 11° al 17°, ambos inclusive, que queden vacantes, por cualquier causa, después de efectuado el proceso de encasillamiento que ordena el artículo tercero transitorio, pasarán a integrar, por el solo ministerio de la ley, la planta de profesionales con el mismo grado que tenían en la planta de directivos. En consecuencia, tanto las creaciones en la planta de profesionales como las supresiones en la planta de directivos regirán desde la fecha en que se produjo la vacancia en esta última.


Sin perjuicio de lo anterior, los profesionales que, a la fecha de vigencia de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo segundo transitorio de esta ley, sirvan, en calidad de titular, cargos de Directivos de Carrera entre los grados 11° y 17°, ambos inclusive, podrán ejercer, dentro del plazo de 90 días contados desde la fecha antes señalada, la opción de traspasarse a la planta de profesionales, caso en el cual lo harán en las mismas condiciones que las señaladas en el inciso anterior. En todo caso, si hubiere diferencia de remuneraciones, estas se pagarán mediante planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


Lo dispuesto en los incisos anteriores se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Redes Asistenciales visada por la Dirección de Presupuestos.


La provisión de los cargos que se creen en la planta de profesionales por aplicación de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, se efectuará conforme a lo dispuesto en el artículo 103 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud o en el artículo 17 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.


Artículo Duodécimo.- Los cargos de Directivos de Carrera entre los grados 6° al 10°, ambos inclusive, que se encuentren vacantes, al 1° de enero de 2010, estarán sujetos a lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior.


Los profesionales que, al 1 de enero de 2008, sirvan, en calidad de titulares, cargos de directivos de carrera entre los grados 6º y 10º, ambos inclusive, en los Servicios de Salud, podrán ejercer la opción a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior. Dicha opción se podrá ejercer a más tardar hasta el 31 de diciembre de 2008. La misma opción podrán ejercerla los profesionales que sirvan cargos de los señalados en la Dirección de los Servicios de Salud.


Lo dispuesto en los incisos anteriores se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Redes Asistenciales visada por la Dirección de Presupuestos.


La provisión de los cargos que se creen por aplicación de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo en la planta de profesionales, se efectuará conforme a lo dispuesto en el artículo 103 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud o en el artículo 17 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.


Artículo Décimo Tercero.- Los funcionarios a que se refiere el artículo 4º de esta ley que, a la fecha de su publicación, carezcan de licencia de enseñanza media y se encuentren cumpliendo funciones de conductor de ambulancia, tendrán derecho a la bonificación mensual en la medida que accedan a uno de los cupos a que se refiere el inciso cuarto del artículo precedentemente señalado.”.


Artículo Décimo Cuarto.- Los porcentajes correspondientes a los componentes de la asignación especial establecidos en el numeral 2 del artículo 2° de la presente ley, se otorgarán conforme al siguiente cronograma:


1) Para los funcionarios de la planta de técnicos, administrativos y auxiliares:


Año 2008:
 Componente Base
         6%



      
Componente Variable, hasta
         8,5%


Año 2009: 
Componente Base

         6%




Componente Variable, hasta
         9%


Año 2010:
Componente Base

……..6%




Componente Variable, hasta 
         10%


2) Para los funcionarios de las plantas de profesionales y directivos:


Año 2008:
Componente Base

        2%




Componente Variable, hasta            12,5%


Año 2009:
Componente Base

        2%




Componente Variable, hasta 
        13%


Año 2010:
Componente Base

         2%




Componente Variable, hasta
         14%


Durante el año 2008, el componente variable se pagará en relación al cumplimiento de metas que se definan para el último trimestre del año 2007. Para estos efectos, el jefe superior de la institución definirá los equipos, unidades o áreas de trabajo y sus metas e indicadores, en el curso del mes anterior a dicho trimestre, en el que también deberán suscribirse los respectivos convenios de desempeño entre cada equipo, unidad o área de trabajo y el jefe superior.


Artículo Décimo Quinto.- Interprétase que la restricción de los grados 11º al 17º que establece el artículo 36 de la ley 20.143, se refiere sólo a la planta de directivos de carrera; y declárase como bien pagado a todos los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales o asimilados a ella, el bono que ese artículo establece.


Artículo Décimo Sexto.- A contar del 1° de enero del año 2008 no se aplicará el artículo 3° de la ley Nº 19.490 al personal de planta y a contrata de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud.


Facúltase al Presidente de la República para que mediante un decreto con fuerza de ley expedido por el Ministerio de Salud y suscrito también por el Ministro de Hacienda, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.490.


Artículo Décimo Séptimo.- Los funcionarios a que se refiere el artículo 3º de la ley Nº 20.157 que, a la fecha de publicación de la referida ley carezcan de licencia de enseñanza media y se encuentren cumpliendo funciones de conductor de vehículos que transporten pacientes y equipos de salud fuera de los respectivos establecimientos, tendrán derecho a la bonificación mensual que el referido artículo establece en la medida que tengan asignada dicha función mediante resolución del Director de la respectiva entidad administradora municipal.


Artículo Décimo Octavo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

- - - 





Valparaíso, 13 de junio de 2007

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,
Secretario
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